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Introducción
Al aspirar, hace algunos años, a conceptualizar una teoría de la seguridad desde las novedades de la investigación, se justipreció cimentar una metodología coherente de las diferentes ideas y cuestiones meditadas a través de diversos escritos relativos al tema del proyecto, con la acción de asir el conocimiento científico mediante el proceso cognoscitivo y espacio-temporal de su ejecución. Así, algunos temas fueron presentados de manera particular, con tal cometido, y otros en cambio de una manera más generalizada, incluso comprometida con la visión de conformar una clasificación más amplia que posibilitara un camino certero y seguro a las aspiraciones y expectativas. Por consiguiente, el núcleo de los argumentos fue presentado de manera pormenorizada o confirmada, en los casos que así lo ameritaban, pero tratando de evitar incongruencias, a fin de guardar la reflexión transitoria, eso como una forma justa de asegurar la deducción y el discernimiento original de la pesquisa que reservadamente se considerara como verdadera. Por tanto, las conclusiones y la biografía serán fragmentadas acorde a las premisas de los capítulos y en el orden de aparición correspondiente, ello como un procedimiento más inteligible e integral.
De esta manera, la proposición fue motivada esencialmente por el hecho de que el problema radica en la ausencia de una teoría de seguridad válida en la actualidad, aunque parezca a todas luces inverosímil. Ya que, durante la Guerra Fría, cabe evocar, el concepto de seguridad fue concebido a partir del enfoque político-militar para el resguardo y supervivencia del Estado, derivado de las amenazas militares de otros Estados, lo que se ha dado en llamar convenientemente como seguridad restringida. Por fortuna, ya para la década de los setenta y ochenta, aparece el enfoque evolutivo de la seguridad multidimensional a cargo de la Organización de las Naciones Unidas, en la que se afirma que la seguridad contiene aspectos no sólo militares, sino también económicos, sociales, humanitarios, medioambientales y de derechos humanos. Aun más, en este milenio descuella la tendencia firme de que los procesos de integración regional deberán estar definidos por la importancia que reviste la seguridad en las relaciones internacionales. Por lo que la securitización (por su concepto original en inglés),1 deberá formar parte de las agendas internacionales y de los acuerdos y tratados de integración entre las diversas regiones. 
En este sentido, cabe comentar lo que sugiere Chanona al diagnosticar que “la reconfiguración del poder mundial se debate en torno a la securitización de las agendas internacionales”.2 Así, se interpreta que el estudio de la misma relega parcialmente la idea aceptada de atender la seguridad internacional bajo el prisma multidimensional, y en donde los procesos de integración regional se condicionan acorde a los avances de aquella, de tal forma que identifica como nuevos actores transcendentales, en la escena internacional, a los procesos regionales en relación inherente con el tema de la seguridad. 
De la misma forma, encara comparativamente la seguridad de las comunidades de la Unión Europea y de América del Norte, en el entendido que la distingue por el combate al terrorismo, el crimen organizado y el cambio climático, y como resultado teórico devenido de los ataques terroristas acaecidos en los Estados Unidos, Madrid y Londres, durante la primera década del nuevo milenio. 
Por tanto, se determina que en cuanto a la identidad y definición de la ue sobre la seguridad, ésta se edifica esencialmente en el institucionalismo liberal, es decir, respetando siempre las normas del derecho internacional y potenciando el multilateralismo. En suma, el prototipo de la ue se argumenta en la base de la construcción de una comunidad estable a través de los instrumentos de cooperación para el desarrollo, la promoción y la cultura de los derechos humanos. Mientras que para la comunidad de seguridad de América del Norte se manifiesta esencialmente en relaciones bilaterales, donde la supremacía la establece preferencialmente Estados Unidos; es decir: Estados Unidos-Canadá / Estados Unidos-México, asentando que los acuerdos comunes entre los tres países no existen, es decir, las relaciones trilaterales, por lo que la define como una comunidad pluralista de seguridad, la cual se desarrolla sobre la base de la confianza mutua y la interdependencia, a lo que los especialistas de esta hipótesis llaman visión positiva. En tanto que los tres países reconocen amenazas transnacionales comunes que no pueden ser tratadas de forma independiente.3 
Más aún, meditando en lo concerniente a la creación de este texto, muy bien podría significar una humilde expresión de colaboración a favor de la justicia en este campo del conocimiento, eso como un apoyo social de todos aquellos que no pueden expresarse en la palabra escrita para abogar por la causa del pobre y menesteroso, a través de estos medios académicos u otros medios de comunicación. Desde luego, esta selección de argumentos no representan todo el alcance de las teorías de seguridad habidas o la pretensión de la muestra de una teoría novedosa en el juicio de la seguridad. Las verificaciones elaboradas en el tiempo comprenden esencialmente sondeos relacionados con la noción del derecho, la economía y de los derechos humanos, con la idea de diagnosticar la situación de la seguridad, bajo la perspectiva de evaluar una realidad amplia con base en el material académico y sobre el análisis de los expertos en la materia, así como en el marco de las organizaciones internacionales, pero siempre tutelado en la línea de estudio del método deductivo y documental.
Retomando la relación entre la seguridad nacional y la internacional, expresaré algunos comentarios más sobre la hipótesis señalada, exponiendo esquemáticamente las conclusiones a las que llega el autor respecto del desarrollo de las comunidades de seguridad de la Unión Europea y de América del Norte. Concibe que ambas asociaciones se encuentran en etapas de edificación, pero fuertemente motivadas en pro de su desarrollo ante los desafíos que presenta la seguridad nacional, regional e internacional. De este modo, la primera surge por la necesidad de estabilizar la paz perdida por la Segunda Guerra Mundial, sin llegar a proveer los elementos neurálgicos de la política exterior y de la seguridad común, los cuales se establecerían más tarde, apenas en los noventas. Enseuida, como se ha mencionado previamente, motivados por los ataques terrorista en Madrid y Londres, las diferencias entre Estados Unidos y la ue fueron necesariamente antepuestas, dándole a esta relación unidad vital y un impulso sólido para visualizar la posibilidad de consolidar la comunidad de seguridad europea. En cambio, la edificación de la comunidad de seguridad de América del Norte estuvo promocionada de forma gradual por el atentado terrorista a los Estados Unidos. Por lo que apunta que la cooperación bilateral es más intensa históricamente entre Estados Unidos y Canadá que la que pudiese tener México, ya que su conformación como parte de la región norteamericana todavía no ha alcanzado el desarrollo deseado.4
Ahora bien, antes de pasar con la definición introductoria de los capítulos a tratar, es necesario esclarecer la valoración de la seguridad humana, en tanto que su esencia no ha estado circunscrita a la seguridad del Estado. Es evidente que la concepción tradicional de la seguridad estaba íntimamente ligada al Estado, y al principio de su soberanía. Soberanía, en relación con la integridad territorial, con la estabilidad política y con las actividades económicas y financieras. Por tanto, las experiencias históricas de la seguridad del Estado no han representado la seguridad de las personas, y por ello el desenlace de las dos guerras de envergadura mundial. 
Es claro que el concepto de seguridad estaba cambiando. Se buscaba la libertad ante la angustia del miedo y la miseria, y bajo las prerrogativas de los lineamientos de los derechos humanos, puesto que estaban sustentados sobre todo en la dignidad humana y no en las nociones tradicionales –valga la redundancia– de la soberanía, territorialidad y poderío militar y económico. Sin embargo, este concepto fue dañado con el desarrollo de la Guerra Fría ante la clara amenaza tecnológica del avance nuclear de las potencias en conflicto. En este ámbito, y en referencia hacia América Latina, el concepto de seguridad consistía en la doctrina de la seguridad nacional, lo que daría margen a las dictaduras y la falta indebida del respeto de los derechos humanos. De ahí que las Naciones Unidas tomaran cartas en el asunto, emprendiendo una noción más amplia de la seguridad. Se asume que: “La aplicación del concepto de seguridad humana es en gran parte resultado de un marco normativo basado en dos pilares que se refuerzan mutuamente: la protección y el empoderamiento”. La base es que: “La aplicación de ese marco permite disponer de un enfoque amplio que combina normas, procesos e instituciones, concebidos en sentido descendente, con instrumentos de carácter ascendente, en el que los procesos participativos apoyan la importante función que desempeñan las personas, como agentes en la definición y el ejercicio de sus derechos fundamentales”.5
La resolución aprobada por la Asamblea General, el 25 de septiembre de 2015, relativa al plan de Transformar nuestro mundo: la agenda 2030 para el desarrollo sostenible. “La cual tiene como acción, a favor de las personas, el planeta y la prosperidad […] y tiene por objeto fortalecer la paz universal dentro del concepto más amplio de libertad”.6 La agenda de políticas universales, comprometidas por la onu, en virtud del derecho internacional que le concierne, ha determinado establecer la paz universal en la esfera de su importancia crítica respecto de la humanidad y el planeta, con lo cual se ha acordado que los países partes deben comprometerse y estar “decididos a propiciar sociedades pacíficas, justas e inclusivas que estén libres [sobre todo] del temor y la violencia. [Pues] No puede haber desarrollo sostenible sin paz, ni paz sin desarrollo sostenible”.7 Incluso resulta propicio glosar dos puntos más en referencia a la cuestión comentada de la sustentabilidad referida. El primero, va dirigido en pro de las personas con la finalidad de erradicar la pobreza de las mismas, incluyendo la pobreza extrema, como un desafío a vencer y que establece una condición esencial para el desarrollo sustentable y la consolidación de la seguridad humana. El segundo, sostenido en la búsqueda de la plenitud y prosperidad de los seres humanos, y en donde el desarrollo progresista, incluyendo el económico, social y tecnológico, se lleve a cabo con miramiento conveniente a la naturaleza.8 
Por añadidura, cabe relacionar la existencia del concepto de seguridad ciudadana, la cual se debe diferenciar en reciprocidad con la seguridad humana. Se puede concluir que obedece básicamente a un concepto sustentado como parte de un modelo integral desarrollado por el Estado, y que deviene de aquel concepto primario y desacreditado de la seguridad pública, en donde se manifestaba como un remedio sustancial atender la noción de colaboración, acorde al interés y participación de la ciudadanía, con la urgencia de asegurar la convivencia pacífica y evitar las constantes vulneraciones ocasionadas a las personas, a los derechos humanos y a la violación de sus bienes en los espacios públicos. En este sentido, como bien señala el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), la seguridad ciudadana no es únicamente la idea de reducir delitos, sino que engloba una estrategia de carácter multifacético con la meta de mejorar la calidad de vida de la población y, de esta manera, prevenir la criminalidad a través del acceso a la justicia, la educación de valores y el respeto de la ley, así como buscando un margen apropiado a la tolerancia.
Asimismo, se estima que aparte de los principios de la idea tradicional de seguridad pública, “… la seguridad ciudadana y comunitaria trata de atender todas las causas potenciales de los delitos y de la violencia”.9 Se deslinda ampliamente así: “Este enfoque multifacético ayuda a los países a incorporar las medidas de prevención de la violencia y de control de la criminalidad, a ocuparse de una amplia gama de problemas, como la falta de cohesión social, la impunidad, el tráfico de drogas, la proliferación de armas ilegales, el tráfico de seres humanos y la migración”.10 La primera visión insignia de este pensamiento procede inicialmente de los principios de la edad moderna –concebida como liberal en la Revolución Francesa–, e implementados en los términos de la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789, conforme a la Declaración de Independencia estadounidense de 1776, en tanto que en su Artículo X expresa los grados de libertad que le conciernen a los ciudadanos en los lugares públicos: “Ningún hombre debe ser molestado por razón de sus opiniones, ni aun por sus ideas religiosas, siempre que al manifestarlas no se causen trastornos del orden público establecido por la ley”.11 No obstante, esta idea ha ido paulatinamente evolucionando a raíz de la implementación de los derechos humanos en la comunidad internacional –véase el capítulo iv para más detalles–, donde la seguridad tiene que ver, ante todo, con la dignidad del ser humano y con el origen de una concepción más contemporánea, la cual ha tenido como punto de atención la concientización específica de una seguridad humana aludida anteriormente.
En este ámbito de la seguridad ciudadana, cabe resaltar la opinión relativa a la actividad de la fuerza pública, es decir, la formulada en el punto 24 del informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). En él se expresa que si bien a esta fuerza le compete legítimamente la custodia de la seguridad ciudadana para el bien común dentro de una democracia, “… al mismo tiempo, el abuso de autoridad policial en el ámbito urbano se ha constituido en uno de los factores de riesgo para la seguridad individual”.12 En este sentido, se pone de relieve que el ejercicio arbitrario de la autoridad sea delimitado y resguardado por los principios de los derechos humanos. En este marco ideal, la directriz oportuna para los Estados, en la correcta aplicación de las garantías y respeto de los derechos humanos, deberá estar apoyada legislativamente en los lineamientos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (cadh). Como bien se afirma: “A la luz de estos elementos corresponde avanzar en la identificación de las obligaciones de los Estados miembros en materia de derechos humanos y en su vinculación específica con las medidas que éstos deben implementar para prevenir conductas que afectan la seguridad ciudadana”.13 Lógicamente, en este proceso evolutivo han aparecido otras ideas respecto del hacer del tratamiento de la seguridad, tales como la llamada seguridad multidimensional y la necesidad puntual de la implementación de la seguridad en la agenda de los procesos de integración regional, a las cuales se les ha dado aquí –específicamente en el capítulo ii–, un espacio de referencia descriptivo, aunque de simple condición referencial.
Por otro lado, el tratamiento de la globalización se ha configurado en este compendio con la intención de presentarla como un marco contextual desde la perspectiva de la economía y la política. Ello con el objeto de diagnosticar el cómo y en qué plano influyen respecto de la seguridad, atendiendo particularmente actividades o acciones de suma relevancia, tales como la situación social y económica de la pobreza. Con la perspectiva de buscar cómo hacer que la liberación comercial, uno de los instrumentos esenciales de la globalización en los tratados internacionales, deje de ser asimétrica, principalmente en la interrelación –como punto de análisis– de los países desarrollados y en vías de desarrollo. 
En ese terreno, el premio nobel de economía, Joseph E. Stiglitz, expresa: “El libre comercio no ha funcionado, en parte porque no lo hemos intentado: [en tanto que] los acuerdos comerciales del pasado no han sido ni libres ni justos. Han sido asimétricos, pues [justamente] abrían los mercados de los países en vías de desarrollo a mercancías procedentes de los países industriales avanzados, sin que se diera una plena reciprocidad”.14 Más aún, si bien la Ronda Doha15 –se interpreta– intentó reducir la brecha de los países en vías de desarrollo frente a los desarrollados, con base en un mejoramiento de las expectativas comerciales a favor de los primeros. Este noble propósito finalmente no se alcanzó,16 empero, como dice: “Aunque Doha fracasó a la hora de cumplir su promesa, permanece el reto de crear en el futuro un régimen comercial justo –y que ofrezca a los países pobres del mundo la oportunidad de desarrollarse a través del comercio–”17. Lo que se sugiere para tal efecto se simplifica al basarse en una innovación de dimensión radical que nos lleve a corregir el problema de la desigualdad económica y social de la sociedad: “Los países ricos deberían, sencillamente, abrir sus mercados a los pobres, sin reciprocidad y sin condiciones económicas y políticas”.18
Por tanto, el capítulo i tiene la intención de analizar, de forma esencial, las políticas que dirige la comunidad internacional como dispositivo para moderar la política interior de los Estados, justamente en el momento que éstos se encuentran enfrentando una serie de desafíos graves bajo los lineamientos de un entorno mundial globalizado, ello con la intención de corroborar si es imperativa la necesidad de reformas constitucionales, acordes con la realidad internacional, pues tomando en cuenta que los Estados entre sí manejan continuas relaciones de subordinación y mutua interdependencia, entonces el conocimiento del desempeño y la dirección de la política internacional facilitaría interpretar las realidades y la situación del Estado-nación. 
Enseguida, infiriendo como disciplina auxiliar del Estado, y sobre el objeto de la política exterior, se cuenta el Derecho Internacional, considerando que éste tiene como sujeto a los Estados y a las Organizaciones Internacionales. En tal caso, trataré de presentar los vínculos establecidos entre ellos, tanto de aquellos que representan su naturaleza constitucional como de aquellos que atañen los asuntos particulares. Asimismo, tomando en cuenta el reconocimiento de que la comunidad internacional ha buscado, a partir de la Segunda Guerra Mundial, soluciones comunes a fin de que, por un lado, predominen las relaciones pacíficas antes que las bélicas, y por el otro, en correspondencia con la primera que se genere consecuentemente una vida más estable que reduzca la pobreza e impulse el desarrollo de los países en todos sus espacios, se ha determinado desarrollar los fines, obligaciones y derechos de algunas organizaciones internacionales en relación con los Estados miembros, además de comparar la soberanía, en gestación, de un Estado de derecho global, por conducto de la comunidad internacional, con la soberanía en crisis del Estado-nación, todo con la idea de dar un panorama general de la situación actual entre los mismos.
Entretanto, el capítulo ii tiene entre sus aspiraciones poner en el campo de las reflexiones la posibilidad eventual de que el Derecho moderno sea rebasado por los avances económico-sociales, los cuales están dictando las condiciones de ordenamiento, alejándose gradualmente de aquel poder legítimo y jurídico sublime de antaño, el del Estado-nación. De esta manera, se ofrece visualizar la perspectiva de que la seguridad deba verse bajo el contexto y lineamientos de la seguridad global, donde la seguridad nacional y la seguridad internacional son dos elementos distintivos y equidistantes. 
Por otro lado, se pretende puntualizar que las integraciones regionales operan como un factor relevante en el ámbito del orden internacional, ese que ha permanecido en estado mutante durante el transcurrir del siglo xxi. Es decir, ese orden dependerá de las estrategias de seguridad que se pudieran establecer entre las mismas. Mas aún, se quiere destacar la discusión en conflicto entre los principios de la seguridad nacional versus los derechos humanos y el fenómeno de la globalización; sobre todo por la manera intempestiva que este fenómeno de esencia neoliberal se está comportando en el presente. 
Ahora bien, para llevar a cabo estos objetivos, se estructuran cuatro divisiones generales. Así, en la primera, se hará un breve análisis sobre el Derecho moderno, a fin de apuntalar las subsecuentes escisiones. La segunda se ocupará del tema de las comunidades de seguridad y, específicamente, de la comunidad de América del Norte, aquí se ha tenido a bien poner de relieve los principios teóricos que en la actualidad sustenta la construcción de las comunidades de seguridad, tomando como punto de referencia la región continental citada, principalmente por el hecho de que México forma parte de ella. Su tercera división, en cambio, tratará específicamente de la seguridad nacional. En este punto se abordarán las políticas de los Estados Unidos de América, respecto de aquella y de cómo éstas atentan en contra de los principios de los derechos humanos, en razón aparente de su defensa nacional. Se discierne acerca de la cuestión referente al anticuado dilema de seguridad pública, como la cuarta y última de sus partes, que engloba de manera sustancial el concepto de seguridad. En su desarrollo se plantearán algunos puntos de reflexión respecto de la misma, basándose en la selección de los juicios de algunos autores distintivos. Finalmente, cabe señalar que la estructura planeada tiene la intención de facilitar las propuestas al respecto de los objetivos planteados. Es por ello que los temas tratados, serán, en cierta medidam más bien especulaciones hipotéticas a fin de provocar una meditación más a fondo en la evolución de la fases sucesivas de las ideas presentadas en este proyecto.
El capítulo iii tiene como intención distinguir el hecho visible de que la concepción de la seguridad nacional de los Estados de América Latina se está viendo convulsionada por un claro proceso de cambio y, por lo tanto, se ha visto envuelta en la urgencia de la búsqueda de una nueva teoría que vaya a la par con los novedosos acontecimientos que distinguen principalmente la década anterior y ulterior del cambio de milenio. Así, en la búsqueda de este objetivo se dará espacio a la pérdida de la soberanía de los Estados latinoamericanos, como causa de los embates de la globalización y el desarrollo sin precedentes de la cibernética y las telecomunicaciones. Con esta panorámica, se tratarán como antesala los antecedentes de estos sucesos temporales que dieran origen al estado actual de la seguridad en la región. Enseguida, se analizará que la misma, es decir, que la hipótesis de la seguridad multidimensional es aquel mecanismo óptimo de principio que se acerca más a una resolución pertinente al tema de la seguridad en América Latina. 
Pese a que en la práctica la política internacional de la seguridad multidimensional no ha sido capaz de alcanzar su verdadera implementación, en la medida que atraviesa por la amenaza latente del terrorismo internacional, si bien se promueve con ahínco esta teoría multidimensional todavía no ha podido alcanzar los efectos esperados, sobre todo lo relativo al propósito de cumplir con todos sus infinitos alcances y posibilidades. 
En este sentido, América Latina enfrenta un problema paralelo en su seguridad nacional, con los problemas del narcotráfico y la delincuencia organizada, por tanto, la seguridad multidimensional podría no tener los resultados deseados en la región, como ha sucedido a nivel internacional con los problemas del terrorismo. Sin más, y para finalizar, se ha considerado advertir que los puntos a tratar han tenido la intención de ir fortaleciendo los cuestionamientos generales que aborda esta obra, sobre todo lo concerniente a erradicar la pobreza extrema para el desarrollo estable y la consolidación de la seguridad humana; apuntalar la prosperidad de los seres humanos respecto de la teoría del desarrollo progresista, económico, social y tecnológico, sin afectar a la naturaleza; trabajar en la búsqueda de propiciar sociedades pacíficas e inclusivas que estén libres del temor y la violencia, entre otros asuntos, con la intención de resolver en lo posible el estado inestable de la seguridad por la que atraviesa penosamente la humanidad.
Por otro lado, reparando en que una de las preocupaciones esenciales de los Estados de la República mexicana que fraterniza íntimamente con la inseguridad del país y que sustenta la pretensión social de la corrupción extrema en todos los ámbitos de la gobernanza, situación que nos ha arrastrado a la insospechada insolencia de la impunidad, en el Capítulo iv se tiene la convicción ferviente de ayudar al poner de relieve la importancia de la libertad de expresión como un derecho fundamental e integral, aunado al derecho al voto y el derecho de reunión y asociación, todos ellos elementos que son la esencia de la idea que se aborda, en lo tocante a los propósitos generales de la obra y que, indiscutiblemente, pese a los tratados internacionales signados no han alcanzado su real aplicación en los países en proceso de desarrollo.
En este sentido, cabe rescatar como meta la categoría de que los derechos civiles y políticos definen, en esencia, la renuncia incondicional que el Estado debe realizar para no intervenir en el valor esencial de la libertad inherente de todo ser humano. Ello ha comprometido, con justicia, que estos derechos sean considerados generalmente con la denominación de ‘derechos de libertad’ y por tanto sean catalogados como derechos de primera generación; contraria a la definición de ‘derechos de prestación’ o de segunda generación, como les fuera atribuido convencionalmente a los derechos económicos, sociales y culturales. 
Entre otras definiciones más, refieren a éstos como ‘derechos de deuda’, en el sentido de que los Estados son deudores de estos derechos, pero que dependen de la capacidad de su economía. Por lo que, para el caso de las cuestiones aquí formuladas, los gobiernos latinoamericanos siguen en una deuda social que va en ascenso. Más aún, se interpreta adicionalmente que los derechos económicos son considerados también como positivos en sustancia, mientras que los derechos civiles son fundamentalmente negativos; esto quiere decir que el Estado cumple expresamente con los deberes de estos últimos, al negar su intervención estatal en la libertad de las personas, en tanto que para los primeros es necesaria la acción afirmativa del Estado a fin de saldar una necesidad económica o social que depende en cierta medida del presupuesto nacional.19
Con respecto a su evolución histórica, se ha podido constatar que los derechos civiles y políticos han facilitado sistemáticamente el reconocimiento del ser humano, y consecuentemente de sus libertades inherentes; sobre todo si nos referimos de manera distintiva a los derechos correspondientes a la ciudadanía y, sobre todo, a la protección de la vida. 
Es así que en el transcurrir de su proceso de legitimación también se han ido asentando con mayor fuerza las libertades de aquel tratado, tales como la libertad individual, la prohibición de la tortura y la esclavitud; así como el derecho al voto y el derecho a libertad de expresión y el pensamiento, mismos que recelosamente destacan una profunda crisis –en mayor o menor grado– en los Estados de América Latina. 
Por último, a fin de orientar la construcción de este apartado acorde a la perspectiva constructiva de su estructura global, esta sección ha sido diseñada con la percepción de presentar seis segmentos esenciales en forma de paquete conceptual, en donde sus contenidos tenga la armonía de relacionarse entre sí y sugerir implícitamente en ellos la democracia en referencia al epígrafe particular de este apartado. 
Así, en la primera sección se da inicio al tema referente a la fundamentación de origen del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (pidcp), incluyendo un mensaje transitorio a manera de introducción precedente, donde se hace una breve referencia de los antecedentes de su nacimiento y construcción durante el periodo de la posguerra. Más adelante, en la segunda parte, se aborda el tema referente a los pactos internacionales de 1966, dentro de su marco legal constitutivo, incluyendo en ella una escisión en el punto 4.2.1., referente a la identidad y categoría de los mismos, toda vez que estos elementos manifiestan hechos distintivos que en buena medida serán relevantes para la comprensión de su evolución y legitimidad. Posteriormente, y de manera integral a la división precedente, el cuarto inciso analiza el sufragio universal de manera particular respecto de la tutela internacional. Para así llegar de manera encaminada a su quinta fracción, de tal suerte que en ella se aborda específicamente la cuestión de la libertad de expresión como una parte esencial de la democracia, el desarrollo y la dignidad humana, y evidentemente su seguridad. Finalmente, a manera de colofón, en la sexta parte se han querido presentar las apreciaciones políticas de una organización internacional tan importante como la unesco, con el reconocimiento fáctico de que ésta ha tenido, de manera general, una función esencial en la promoción, lineamientos, protección y pluralismo de los medios de comunicación para el bienestar de la sociedad. 
Por tanto, el Capítulo V atiende la perspectiva fundamental y urgente de determinar la eficacia de la fuerza normativa en la esfera de la realidad, teniendo como marco de consideración el centenario de la Constitución de 1917, y destacando en particular la cuestión relativa a la aplicación actual de la Constitución en relación con su naturaleza formal y material. En este perímetro cabe distinguir que el gran evento legislativo que aporta la reforma constitucional en materia de los derechos humanos de 2011, en México, triste o aciagamente no ha logrado materializarse en la práctica, toda vez que el orden jurídico no debería descansar en la coacción sino en la aceptación social. Paralelamente, pretende ponderar la interrogante del porqué de las garantías constitucionales que representan las garantías de la soberanía popular frente a la soberanía del Estado. Es decir, las garantías de la Constitución frente a la ley no se ejercen congruentemente en el caso privativo de las normas sobre los derechos humanos,20 lo que sin duda da lugar al desencadenamiento de la búsqueda de soluciones frente a la evidente problemática asentada en la falta de solidez entre la legalidad constitucional y su legitimidad, que demanda por derecho propio la soberanía popular. 
Fase o filtro de carácter –digamos– de ‘visto bueno’ o aprobatorio que le concierne por autonomía al pueblo y por tanto el desahogo fiel y justo del escrutinio sensato de la norma en cuestión, en consecuencia, al favorecimiento eficaz del impulso sostenible en pro de la consolidación de la democracia. De esta manera la estructura de este estudio tratará de diagnosticar –genéricamente– el grave problema que enfrentan, los Estados en este campo entre tanto que los derechos humanos siguen fracasando al no satisfacer plenamente su afirmación de manera estable en la praxis. Es por tanto universalmente aceptable lo que Norberto Bobbio asienta:
La idea de que el ejercicio del poder político sea legítimo sólo se basa en el consenso de las personas sobre las cuales se ejerce […], y por tanto en un acuerdo entre quienes deciden someterse a un poder superior y con las personas a las que este poder es confiado, deriva del presupuesto de que los individuos tengan derechos que no dependen de la institución de un soberano y que la institución del soberano tenga como función principal el permitir el desarrollo máximo de estos derechos compatibles con la seguridad social.21
Pero vayamos incluso más allá en la visión de lo que el autor nos quiere trasmitir respecto de la primacía de los intereses (derechos) del individuo versus los que establece la sociedad, dentro de la moldura de esta definición que nos ocupa concerniente al proceso evolutivo del Estado liberal social y democrático, anotamos:
Lo que une la doctrina de los derechos del hombre y el contractualismo es la común concepción individualista de la sociedad, la concepción de acuerdo con la cual primero está el individuo con sus intereses y necesidades, que toman la forma de derechos en virtud de una hipotética ley de naturaleza, y luego la sociedad, y no al contrario como sostiene el organicismo en todas sus formas, de acuerdo con la cual la sociedad es primero que los individuos, o con la fórmula aristotélica destinada a tener un gran éxito a lo largo de los siglos, el todo es primero que las partes.22
En esta perspectiva particular el diseño medular de este breve análisis está sustentado en la postulación de una serie de puntos que se han juzgado transcendentales sobre el tema, mismos que puedan llevarnos a deducir –o al menos reflexionar con mayor profundidad– los graves caminos por los que atraviesan los Estados ante la seguridad y acerca de sus elementos neurálgicos e indirectos que los desestabilizan: la corrupción y la impunidad, que de alguna manera se tienen que saldar oportunamente ante la falta de respeto efectivo de estos componentes a los valores y principios de la dogmática constitucional mexicana;23 resumiblemente soportados en los derechos fundamentales, siguen sin perjuicio su camino firme de exculpación y sin la esperanza firme de resolver lo que hasta aquí se ha manifestado.
Acorde con la perspectiva inclinada al bienestar de la seguridad humana, se estima que esta relación forma parte del eslabón esencial y el sustento de una de las vías más directas de observación que nos conduzcan a una democracia más efectiva y en provecho de la efectividad de los derechos humanos en la vida del ejercicio práctico de la nación. Se busca, en suma, enfatizar que la concordancia señalada es en última instancia la aquiescencia imprescindible entre la sustancia del derecho formal y material. 
En situación de los indicios de una fundamentación preliminar, pasemos ahora a señalar los puntos constitutivos de esta proposición. Como un precedente fidedigno, el primer segmento debe versar sobre el desarrollo histórico de la posición del Congreso Constituyente de 1917 respecto de la Constitución de 1857, así como de los eventos causales de la época. Será, asimismo, afín al campo referencial de la política social y del trabajo de Adam Smith en cuanto a su formulación científica de la doctrina económica de carácter liberal, definida en concreto como aquella novedad económica y transformadora de la ciencia económica cimentada en la economía de mercado y la propiedad privada. Ciencia que cabe distinguir por su intima relación en el ámbito de los propósitos de este ensayo. Determinante para ejercer así la ‘segunda limitación’ histórica en la resistencia social a la preeminencia y hegemonía del poder del Estado. No sin antes destacar la importancia trascendental de la Revolución Francesa. De que un cambio coyuntural da margen a la era moderna y a la ‘primera limitación’ del Estado durante la edificación constitutiva de la llamada monarquía constitucional en el siglo xviii versus la monarquía absoluta. 
Consecuentemente, en el segundo apartado se aborda un elemento singular que da espacio a la ‘tercera limitación’ del poder del gobierno. Situación que puede definirse con toda propiedad como una limitante impulsada por el derecho internacional a fin de evitar los constantes atropellos a la paz doméstica e internacional de los Estados. Lo anterior conlleva el hecho inédito de una declaración solidaria de la comunidad internacional nunca antes vista en la historia de la humanidad, en tanto que es validada en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, después de la Segunda Guerra Mundial. 
Ello, al mismo tiempo, determina un antes y un después en la dogmática de la Constitución mexicana, en la dimensión de influencia significativa que ejerce esta declaración en la Reforma constitucional de México de 2011 en materia de derechos humanos, obras constitucionales distintivas que establecen, por definición –según se asume–, dos eventos históricos que serán remarcables en el desarrollo del derecho constitucional mexicano: la Reforma constitucional de 2011 y la Constitución social de 1917. A 100 años de distancia esta reforma sobre derechos humanos ha originado un extraordinario paradigma constitucional, en tanto que para el Estado ha representado un verdadero dilema de autonomía ya que ahora mide la observación internacional de su cumplimiento por medio del derecho internacional y con base en el escrutinio de los mecanismos de la relatoría periódica de la onu. 
Fin último es atender el cuidado de la adecuada implementación de los derechos humanos bajo el fallo de las recomendaciones internacionales, pese a que desgraciadamente en la experiencia de algunos casos se observe el desacato, la indiferencia o la dilatación extrema de parte del Estado en la advertencia emitida.24 Enseguida, con la intención de dar apertura al tema de este estudio, el tercer fragmento atiende lo concerniente a la naturaleza formal y material de la Constitución, que hasta cierto punto sustenta el grado de medición de la fuerza normativa en la realidad. De este modo, se consideran ciertas condiciones singulares en las que presumiblemente debe sostenerse cualquier Constitución, siempre y cuando –como observación– queramos tener la voluntad de evitar la grave contingencia o presunción de que la Carta Magna sea considerada –respecto de estos derechos fundamentales– como un orden jurídico de condición ficticia o utópica. 
En ese sentido, el apartado se pronuncia por distinguir conducentemente la importancia de que el gobernante en todo tiempo y espacio garantice la premisa de que el poder legislativo obedece también a ciertos límites infranqueables que, como se analizan con pertinencia en su respectiva sección, fueran afirmados en los valores y principios de la Constitución, en tanto que el poder ha sido otorgado por el pueblo a través de un contrato social donde se concede voluntariamente la formación de un Estado con poder. 
La condición contractual queda pendiente respecto de la protección de los derechos fundamentales que al gobierno corresponde absorber, comprometidamente entre las partes.25 De esta manera, y con la finalidad de ampliar el asunto precedente, la cuarta parte se dedica al binomio inseparable que debe existir entre la legalidad versus la legitimidad de su legislación, siendo así el propósito formal de conseguir su afirmación constitucional.26 En ella, igualmente se examinan de manera oportuna los alcances del por qué la ley deba ser reconocida y no impuesta, objeto condicional para que pueda ser reconocida y, en consecuencia, obedecida por el convencimiento consciente y voluntario de la ciudadanía en toda su extensión social, postura que comprende tanto a la mayoría como a la minoría representativa de la sociedad por igual, circunstancia que conformará a ésta en su totalidad bajo los lineamientos de un régimen democrático y, principalmente, con base en el reconocimiento esencial y la garantía de los derechos fundamentales.
Finalmente, como coronamiento a la estructura de este escrito, la quinta sección ha tenido a bien introducir las ideas de Zagrebelsky, con la intención de demostrar su postulación constitucional edificada en los principios de una constitución pluralista, misma que presupone sea guiada por una política constitucional que se incline por la inclusión y no por la exclusión de sus componentes. Asimismo, analiza cuál debería ser el fundamento y la posición de una dogmática constitucional ideal que postula y acentúa que los conceptos no deberían imponerse sobre la libertad de otros; es decir, con la actitud positiva de una visión de suma y no de resta. Asimismo, delibera propositivamente acerca de uno de los puntos más acalorados del proceso penal: cuál debería ser la postura de los jueces ante la ley? 
Hasta aquí, se ha tenido el cometido de introducir y proponer una serie diversificada de soluciones cimentadas en el análisis distintivo del pensar de los clásicos y de sus teorías en la materia, con la meta de establecer un análisis múltiple sobre el tema. De igual manera, se ha querido demostrar históricamente cómo las constituciones, en su proceso evolutivo han tenido que demarcar límites con la idea de favorecer paso a paso la libertad del ser humano frente al Estado, principalmente ante la búsqueda de la construcción de una gobernanza constitucional más efectiva y democrática, y ante la evidente crisis de carácter endémico que tiene el país sobre la seguridad que ha impactado a la ciudadanía en las últimas décadas del siglo pasado.
A través del discurso de este Capítulo vi, y con la intención consistente de maximizar el marco económico de la globalización, se ha creído pertinente acercarse a los estudios y recomendaciones económicas realizados por la ocde, ello con el objeto de examinar las estimaciones respecto de lo que en México debe proceder para implementar eficientemente el paquete de reformas estructurales aprobadas y garantizar así su desarrollo económico, en tanto que surge como una herramienta paralela que afecta al crecimiento de la inseguridad en el país. Singularmente, la base de este estudio es inherente al denominado Pacto por México, que diera como resultado un paquete de reformas legisladas con la aspiración clara de conducir al país en el camino de la prosperidad y poner así fin a treinta años de lento crecimiento, donde se soportaba con creces una productividad insuficiente, una informalidad desbordada en el mercado laboral y una elevada desigualdad en los ingresos.
Pero como un vínculo incluyente también precisa hasta cierto alcance el desarrollo de cuáles son las evaluaciones, recomendaciones y las conclusiones a las que llega el estudio de la ocde (2015) y que fueran recomendadas por él años atrás, como un punto de referencia para este importante cambio político, si bien analizando con mayor énfasis diversos elementos reflexivos y circunscritos en el marco de las herramientas políticas y principalmente económicas aquí previstas, sobre todo porque cabe sopesar que tres de los más importantes partidos políticos tienen, en menor o mayor grado, un mismo sentir en la historia gubernamental de México, respecto de la necesidad económica de implementar reformas estructurales. 
Por lo demás, acorde y en armonización con las recomendaciones de un organismo internacional como el ocde, donde distingue que su secretario general, José Ángel Gurría Treviño es ciudadano mexicano, es claro que en cuanto al orden de las subdivisiones éstas están determinadas por la importancia que tienen para el Estado y para la sociedad civil en armonía con su aporte económico como propósito. Se sugiere con ello que las reformas han estado condicionadas bajo las perspectivas de este sector y en relación con el estudio económico de la ocde. En esta línea, dentro de la primera parte correspondiente a los antecedentes, es pertinente presentar un bosquejo histórico de aquella progresión de reformas iniciadas en las últimas décadas del siglo pasado, incluyendo una breve descripción preliminar de los avances y desafíos de las reformas emitidas, así como el seguimiento de la propuesta de una segunda ola de enmiendas sugerida por la ocde. 
Consecuentemente hay que inferir en segundo lugar el por qué de un paquete de reformas procedentes del Pacto por México en el 2012 y de los requisitos imprescindibles para su efectiva implementación. Después, en la tercera parte se aborda la Ley de Responsabilidad Fiscal de 2014, en donde se destacan enmiendas importantes a los diversos impuestos, lo que supone permitirá ampliar la base tributaria y contrarrestar el déficit presupuestario en 2014. La cuarta fracción hace referencia a la reforma de la Ley Federal de Competencia Económica, la cual fuera publicada en el Diario Oficial de la Federación el 23 de mayo de 2014, y que ha tenido como fin la consigna de “impulsar el incremento sostenido de la productividad y la competitividad de la economía nacional”. Ante todo porque aquélla norma que fuese implementada por primera vez hace un cuarto de siglo atrás (1992), no ha cumplido con las expectativas de garantizar una competitividad económica sana, impulsar el crecimiento y reducir la informalidad en el país. De tal suerte que la quinta parte presta especial atención a la reforma energética, la cual fuera aprobada a finales de 2013. Y más tarde, se trata la promulgación consecuente de las 21 disposiciones legislativas secundarias para su implementación en 2014, lo que permitiría que las empresas privadas, nacionales o extranjeras, inviertan en México en la exploración y explotación de hidrocarburos (petróleo, gas y sus derivados). 
Además, también se abre y amplía al sector eléctrico, esto implica el hecho de que las empresas privadas en el ramo puedan generar y suministrar energía y, sensatamente, competir con la Comisión Federal de Electricidad (cfe). 
Antes de dar paso a la introducción de la ulterior división, cabe advertir que las reformas tratadas en las secciones iniciales, del 3 al 5, sólo son enunciados fundamentales ex profeso y obligadamente suscintos, ya que abordan temas que sobrepasan el ámbito y el interés del ejercicio de este apartado, los cuales ameritan ser tratados con mayor profundidad y de manera independiente en ediciones posteriores. Así, la sexta parte se refiere a la Reforma en materia de Telecomunicaciones, aprobada en mayo de 2013 y su correspondiente promulgación de leyes en mayo de 2014. En esta reforma el nuevo órgano conformado, el Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift), tiene la autoridad para la regulación y verificación de condiciones de competencia; lo que se pretende con ello es eliminar sistemática y paulatinamente los monopolios. Al final, cabe decir que la fuente de datos para el soporte de este texto estará circunscrito prioritariamente a la información expresada en el Estudio económico: México 2015 de la ocde, en razón de la calidad de su alto valor evaluativo y de su grado de suspicacia para llevarnos a la reflexión y a la posibilidad de una perspectiva económica más amplia respecto de las reformas aquí tratadas y las que están por venir.27
El capítulo vii asume la conciencia de que la seguridad pública de los países del llamado “Tercer Mundo”, y el terrorismo internacional bajo el panorama de una era de cambios: visualizados en el espectro de una revolución tecnológica ilimitada, en el arribo de una nueva economía mundial que nos compromete a un cambio sin igual y en el arranque del nuevo milenio sustentado con avidez el acaparamiento de la información, han representado dos de las grandes dramas esenciales que asolan a la humanidad y no sólo en esta región. 
México, al igual que otros Estados de América Latina han optado por implementar reformas a la Constitución Política como una medida para responder y adaptarse a estas circunstancias. Su análisis en este marco pretende proyectar, de manera general, las implicaciones económicas tocantes a la economía contemporánea y apoyadas en la visión de la seguridad multidimensional establecida por las Naciones Unidas. Por tanto, este capítulo tiene la encomienda de acentuar que la implementación de la reforma penal coadyuvará –si bien a largo plazo– a la eliminación paulatina del cohecho y al restablecimiento de la confianza de la ciudadanía hacia la administración judicial, ello por el hecho de la consistencia intrínseca que conforman sus elementos y, sobre todo por los mecanismos de los instrumentos procesales señalados como acusatorios y orales, presumiblemente más eficaces e incuestionables. Pero, ante todo, porque ello conlleva a un florecimiento humano superior, ya que otorga a las generaciones venideras un proceso penal eficaz y prometedoramente transparente, basado en el desarrollo económico y de la calidad humana. 
En ese sentido, dada la complejidad del tema de estudio, y como estructura y fortalecimiento de las reflexiones de este análisis, en el marco de la globalización es pertinente utilizar como arranque propicio las implicaciones económicas que más resaltan a la vista. De tal manera que se divididen en dos partes: la primera, ubicada en un ámbito nacional que enlistan la consolidación del empleo, la iniciativa privada y el dinero; la segunda, situada en su aspecto internacional, señalada por el robustecimiento de la integración económica, la inversión extranjera y la migración laboral. 
Paralelamente, con una perspectiva más amplia, el capítulo viii versa sobre los alcances que representan el fortificar el Estado de derecho y la idea de promover un estado de derecho en el ámbito internacional al nivel de las Naciones Unidas, como parte de la solución implícita a la seguridad humana y como una propuesta ciudadana alternativa más efectiva. Por tanto, se reflexionará sobre la importancia de esta doctrina en relación con la democracia y en base al derecho internacional de los derechos humanos, ya que es palpable que a partir de las últimas décadas del cierre del siglo xx, y durante el avance de las primeras décadas del siglo xxi, la seguridad ha sido el foco del desasosiego de la ciudadanía mexicana ante la situación personal, social y pública, como en lo internacional por igual. 
Si bien la anterior circunstancia cambia según el tipo de sociedad a la que atendemos, no debemos negar que han surgido nuevas amenazas a la seguridad, mismas que se manifiestan de naturaleza impredecible y con un carácter jerárquico a nivel global, entre otras: al equilibrio ecológico y las migraciones masivas, que aunadas al tráfico de drogas y las diferentes formas del crimen organizado compete y concierne a cualquier sociedad contemporánea. Fuera de los fenómenos clásicos relacionados con la incertidumbre propias de la pobreza y la desigualdad que la transfigura en un fenómeno complicado e insostenible.28 En este segmento se sustenta abogar por un Estado de derecho, tanto nacional como internacional, coyuntura que conviene argumentar a lo largo de este texto como una alternativa ciudadana segura y como una solución pertinente para contrarrestar la rémora de la corrupción y la impunidad, efectos de la inseguridad y la violencia en los Estados y no sus causas, siendo ésta una enfermedad no exclusiva de nuestra nación, pero donde el Estado de derecho presume ser el antídoto más efectivo ante la alta posición que ocupa México a nivel del mundo.29
Por último, con el enfoque de tratar esta exposición en función de la directriz de los temas generales de la obra. En su primera fragmentación se dará comienzo con el tema “Realidad social en México”, y en el segundo con la cuestión correspondiente a una forma de “Reflexión jurídica.” Finalmente, como cierre conducente, la tercera sección estará dedicada al Estado de derecho, como objeto propio de este capítulo y con el anhelo de edificar el andamiaje conveniente entre las aspiraciones del plan general de la obra y de sus correspondientes partes constitutivas.
Atendiendo a lo expuesto, y con la intención de abordar el punto de vista legislativo, la tentativa correspondiente a dilucidar compete al capítulo ix, que aspira a explorar y esclarecer una interpretación funcional y multidimensional del sistema acusatorio adversarial, con el objeto de participar tanto con la perspectiva de un sentido cívico, delante de la inseguridad que nos consume paulatinamente, como con la expectativa de exponer un estudio accesible al ciudadano común, en armonía con el compromiso y la complejidad que confiere una de las reformas más sobresalientes y amplias de los últimos años; más aún, cautivados por el marco sin precedentes que fuera evidenciado en la diligente legislación nacional y que a todas luces se apetece como distintiva. 
Efecto marginal es que la Carta Magna se haya visto enmendada colateralmente con los decretos de tantas otras reformas constitucionales en el devenir de lo que va del presente siglo, entonces, con la expectativa de desarrollar esta sección, debe enunciarse con neutralidad que no deja de ser relevante que la reforma constitucional concerniente al sistema penal acusatorio, y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, haya sido acompañada de una serie de enmiendas constitucionales, tanto de carácter nacional como de vinculación internacional, tales como la reforma en materia de los derechos humanos del 10 de junio de 201130, mismas que, referidas en conjunto, destacan en el terreno normativo nacional contemporáneo como un bloque de normas legales urgentes donde se vislumbra una clara preocupación por fortalecer eventuales soluciones a nuestros problemas nacionales actuales, por ejemplo la seguridad pública y el llamado “trabajo digno”, enmarcados en el contexto social, político y global que irremediablemente es perceptible por el temor que los mismos generan en su entorno, sobre todo cuando, por fortuna y en clara actitud de compensación, los derechos humanos aparecen revalorizados y reconocidos como sustanciales desde finales del siglo xx.
A fin de propiciar una democracia más puntual para defender, conservar y perpetuar el estado de derecho, es obvia la presunción de parte de la comunidad internacional que alude a naciones como México, así como atender, de forma comprometida, el cuidado conveniente y eminentemente apremiante de las relaciones entre los Estados y las organizaciones internacionales. En este sentido, es acertado enfatizar la importancia y magnitud jurídica internacional de estos derechos, según la interpretación de las palabras pronunciadas por Marcello Flores, quien destaca la trascendencia y respeto que deben tener los derechos humanos como parte fundamental de la política exterior e internacional de los Estados, viéndose éstos ante todo condicionados a la aprobación internacional y, por ende, evitando en lo posible el riesgo de aislarse de sus relaciones internacionales.31
Cabe advertir que las reflexiones estarán sustentadas en la cuestión planteada: esclarecer una interpretación funcional y multidimensional del sistema acusatorio adversarial para la protección de los derechos humanos; aunque siempre por su extrema relación vinculante con la materia de seguridad que se aborda y en el sobreentendido de que involucra varias medidas sobre la misma idea, resulta interesante relacionar el interesante colofón de Carbonell, en su escrito sobre la reforma constitucional en materia de derechos humanos:
Llega en un momento especialmente delicado, cuando la situación de los derechos humanos en el país se ha degradado considerablemente en el contexto de una exacerbada violencia y de una actuación desbocada e ilegal de un sector de las fuerzas armadas. 
Llega también cuando México acumula ya seis sentencias condenatorias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que han verificado en el plano internacional lo que ya se sabía: el Estado mexicano presenta profundas deficiencias en la tutela de los derechos.32
Sumado a la declaración anterior, y a manera de justificación adicional de la cuestión, es acertado referir las palabras de presentación que sustentan Witker y Natarén en su libro Tendencias actuales del diseño del proceso acusatorio en América Latina y México:
Los diseños procesales penales que integran la nueva justicia criminal en la región forman parte de los cambios y reformas en los Estados democráticos, que transitan de modelos autoritarios a otros con orientación republicana y participativa. La recuperación del Estado de derecho, y una proclamada defensa y respeto de los derechos humanos han sido las vertientes que han dado sustento a la emergencia de los nuevos enjuiciamientos penales, que cambian los perfiles inquisitivos por elementos acusatorio-adversariales en gestación.33
Puede percibirse que la presión internacional, entre otras tantas evidencias nacionales, haya orillado a la nación a condicionar sus leyes a las circunstancias actuales que confronta el pueblo mexicano, situación que se ha visto reflejada más aún y previo a la reforma, con los fundamentos argumentativos de la iniciativa presidencial del 9 de marzo de 2007, reconociéndose en ella que “nuestro sistema de justicia penal ha sido objeto recurrente de críticas y llamados a su modernización, tanto por la sociedad en general como por organismos públicos y privados, nacionales e internacionales”.34 
Por otro lado, es importante ser conscientes de la dimensión sistemática que representa el que se hayan echado a andar los procedimientos orales (2016), ya que es claro que nos enfrentamos al hecho de que el lego o el profesional de otras disciplinas distintas al derecho no tienen al alcance o la predisposición en los procedimientos y trámites jurídicos de carácter científico que generalmente son atribuidos a profesionales del Derecho o a la labor diaria de las instituciones legislativas, entre otras relativas a su disciplina. 
Lo anterior permite aventurar la urgencia de atender paralelamente el cómo educar a una sociedad no iniciada, con el propósito de que la reforma pueda tener las expectativas esperadas y ser un impedimento por falta de comprensión popular. Esta preocupación se suma a los objetivos del ensayo en cuestión, por ello, desde una perspectiva particular pero con rigor y dentro de la construcción general de este volumen, se pretende colaborar en el discernimiento de una reforma penal muy complicada de implementar a corto plazo, pero que va encaminada a resolver los problemas de seguridad, corrupción e impunidad que agobian a la sociedad en general. 
La intención del capítulo x consiste en reflexionar y formular una especulación abierta a la cuestión de si los textos fundamentales que protegen los derechos humanos: la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Pactos Internacionales de 1966 y, en conjunto, la Carta de los Derechos Humanos, se encuentran en peligro de marginación, revelan la contingencia de una Nueva Guerra Fría, el claro deceso del viejo orden mundial y la amenaza real en puerta de la seguridad internacional. En este sentido, y apoyándose en las disciplinas de la ciencia política y de las relaciones internacionales, cabe referir que el tema de la Guerra Fría asuma el hecho de que entran en juego tres elementos políticos o ideologías sustanciales que determinan la visión de un sistema ideal que supone debiera regir al estado moderno, lo cual ha orillado a márgenes indefinidos y diversas perspectivas políticas de la existencia de la misma: el fascismo, el comunismo y el capitalismo. 
Si bien la Guerra Fría fuera protagonizada y liderada por las nuevas potencias surgidas después de la Segunda Guerra Mundial, distinguidas por los Estados Unidos y la Unión Soviética, dos países antagónicos de carácter geopolítico e ideológico tuvieron el alcance de dividir prácticamente el mundo en occidental vs. oriental. Es así que la primera sección de estas escisiones postuladas tiene como objeto hacer un bosquejo del significado de la guerra como circunstancia precedente, a fin de crear los andamios pertinentes para el desarrollo del epígrafe en cuestión y poder considerar los apartados posteriores. La segunda sección tiene como finalidad presentar las causas, consecuencias y anacronismos de la Guerra Fría durante la posguerra, elementos que ofrecerán una imagen concreta y que diseñan el camino para definir la sección subsecuente. 
Finalmente, en este episodio, como tercera parte se relaciona la importancia de la elevación de los derechos humanos a nivel internacional, así como de los pactos, en su carácter de tratados, enunciados con el propósito de legislar las figuras jurídicas y dejar de soslayar el valor puramente declarativo de aquellos. De esta manera, se perfila la visión especulativa, las señales y actividades políticas de los Estados y de las alianzas militares acordadas, en relación y en razón de la cuarta y última parte de este escrito referente al preludio de una Nueva Guerra Fría, y sr manifiesta la probabilidad de una crisis de seguridad internacional que inevitablemente desestabiliza la seguridad nacional de los Estados, impactando a la seguridad pública que, como un vocablo integral y actualizado se ha denominado por la onu como “la seguridad ciudadana o seguridad humana”.
 

I. Política Internacional y Estado

1.1. Comunidad Jurídica Internacional y Estado
Como inicio es conveniente dilucidar la siguiente interpelación: ¿cuáles son los principios que sustenta la comunidad jurídica internacional? “En la actualidad –señala González–, los principios que rigen la comunidad jurídica internacional son, en sustancia, aquellos que derivados de la razón, de la naturaleza misma de las cosas y de la voluntad libre de los Estados, hacen posibles las relaciones permanentes y pacíficas entre los pueblos”.35
Ante esta aclaración implica evocar la cuestión: ¿tienen estos principios su base en el Derecho? A a primera vista, y por su propia naturaleza los compromisos internacionales aparecen fáciles de incumplimiento, así como se ha experimentado con los graves conflictos mundiales del siglo pasado. “Tales principios –responde González–, que en última instancia derivan de los principios éticos del Derecho, y que encuentran su explicación y especificación en la legislación positiva de los Estados, son la base sencilla y natural, el molde natural y fecundo de la comunidad jurídica entre las naciones”.36
Sin embargo, cabe afirmar que dichos fundamentos adolecen de un carácter esencialmente generalizado; es decir, para la toma de decisiones, además de las convenciones tradicionales universales, rigen sólo aquellas normas generales del Derecho reconocidas por todas las naciones. En este sentido, y en cuanto a su historia generacional, ya en las pasadas dos centurias se ha buscado establecer una especie de constitución o estatuto propio que la represente con jurisdicción, de forma que ha tenido una vida de formación tardía. Sin embargo, ello no ha impedido que las naciones establecieran compromisos con base en sus propios lineamientos e incluso se firmasen tratados para resolver cuestiones urgentes de interés mutuo. Como resultado surgen una serie de organismos, poco antes de la Primera Guerra Mundial, que adquiriría más tarde su carácter internacional, de entre los que destaca la Organización Internacional del Trabajo (oit)37 que representa, en esencia, una atención sustantiva y primaria a la seguridad social.38
Por tanto, el punto central que le da forma surge en el Tratado de Versalles, eso al finalizar el primer conflicto mundial, hecho que no resulta difícil de creer ya que el propósito natural era asegurar la paz, incluso sin importar los costos. Sin embargo, esta organización denominada Sociedad de las Naciones, resultaría inoperante, para ello fue necesario un conflicto bélico de envergadura similar, pero fundamentalmente por medio del liderazgo de mandatarios como Churchill y Roosevelt, dando lugar a la exitosa y vigente Organización de las Naciones Unidas (onu) en el año de 1945. Actualmente, se presume, no sin causas vanas, que se encuentra transitando por verdaderos problemas ante los últimos acontecimientos de crítica de algunos de sus miembros y, por consecuencia, por una evidente desestabilidad y descrédito internacional.39 
Por consiguiente, la Carta de las Naciones Unidas establecería en el capítulo 1, artículo 1 y 2, los siguientes propósitos y principios,40 Los propósitos,41 para su análisis se ha creído oportuno simplificarlos: 
	El arreglo de controversias, para el mantenimiento de la paz, con base en la justicia y el derecho internacional.

	El fomento del respeto, con base en los principios de la igualdad de derechos y la libre determinación de los pueblos.

	La colaboración oportuna en la solución de problemas internacionales.

	La oportunidad de fungir como centro coordinador de estos propósitos, entre las naciones.

En tanto que los principios se manifiestan en su artículo 2:
	La Organización está basada en el principio de la igualdad soberana de todos sus miembros.

	Los miembros de la Organización, a fin de asegurarse los derechos y beneficios inherentes a su condición, cumplirán de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta.

	Los miembros de la Organización arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos, de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz ni la seguridad internacional ni la justicia.

	Los miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas. 

	Los miembros de la Organización prestarán a ésta toda clase de ayuda en cualquier acción que ejerza de conformidad con esta Carta, y se abstendrán de dar ayuda a Estado alguno contra el cual la Organización estuviere ejerciendo acción preventiva o coercitiva. 

	La Organización hará que los Estados que no son miembros de las Naciones Unidas se conduzcan de acuerdo con estos principios en la medida que sea necesaria para mantener la paz y la seguridad internacionales. 

	Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará a los miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el capítulo vii.

Ahora bien, reparando en las observaciones de Sepúlveda, respecto de los fines y normas de la Carta, cabe citar:
El preámbulo tiene una contextura barroca, ya que ahí fueron a dar muchas propuestas hechas en San Francisco que no podían quedar dentro del texto, pues embarazaban a las Grandes Potencias. Debe observarse que la Carta no es un documento bien balanceado, pues es el producto de un juego de presiones, y necesariamente refleja las imperfecciones resultantes.42
Lo anterior asume que la construcción de los principios se prestan a confusión y a un dilema abierto, deficiencia que afecta a los menos poderosos, en tanto que los mismos vienen a ser las reglas fijas de conducta que han de seguir los Estados miembro y la misma Organización para llevar a buen fin y con efectividad el cumplimiento de los “propósitos”. Por tanto, y en razón de estas pequeñas pero sintomáticas advertencias, se puede deducir que los países menos desarrollados o que no configuren un peso importante dentro de la organización serán consecuentemente menos favorecidos en su soberanía como Estado-nación miembro. 

1.2. Derecho Internacional y Estado
El vínculo entre estas dos disciplinas está sustentado en que un tratado o pacto internacional, aunque obligatorio no tiene fundamento jurídico, pero sí una regla que debe ser respetada pues lo “pactado obliga”, de la locución latina pacta sunt servanda, como un principio básico del derecho civil y ajustado, específicamente, al derecho internacional para los contratos y tratados internacionales que concretamente señala el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969.43 En este sentido: “En la obligación internacional –aclara Zippelius– radica un elemento heterónomo que rebasa la esfera del orden jurídico propio y la libertad de disposición jurídica de un Estado en particular”.44
Por otro lado, se presume, según el orden jurídico, que la primacía no privilegia a las normas nacionales sino al derecho internacional, razón de su jerarquía aparentemente superior. Esto le ofrece al Estado una soberanía jurídica relativa contraria a la potestad suprema a la que se veía acostumbrada y que, a pesar de su lucha por mantenerla, observa una resistencia día a día menos afortunada.45
Existe también la premisa de que un tratado a nivel internacional tiene obligatoriedad de hecho, sólo si éste es confirmado por el poder legislativo del Estado como una ley interna de validez jurídica. En este sentido, si el Estado no armoniza su derecho interno con los tratados que celebra internacionalmente conlleva a sanciones internacionales. Esto impera actualmente, sin embargo, está claro que el Estado basado en su derecho interno está libre del derecho internacional, por lo que algunas naciones evitan dar validez definitiva a este principio.
De acuerdo con lo anterior, surge el cuestionamiento natural de saber si los procesos de integración económica disuelven a tal grado la soberanía del Estado que provoquen efectos contrarios a los esperados, como bien señala Zippelius:
[…] es concebible que los Estados miembros de una organización supraestatal otorguen a éstas facultades soberanas particulares, y que éstas se sustraigan así a la supremacía de competencias de los Estados, sin que, a un mismo tiempo, queden sujetas a una nueva supremacía de competencias. Un proceso evolutivo de tal naturaleza puede iniciarse con el otorgamiento de derechos de soberanía a las organizaciones supranacionales […] En tales casos, los Estados miembros ceden a la organización supranacional el ejercicio, en su territorio, de ciertas facultades de regulación (competencias), con efectos internos directos.46

1.3. Sistema Internacional y Estado
El Estado moderno enfrenta, por un lado, demandas externas en donde la globalización ha ido reduciendo los espacios ampliado las comunicaciones y, por el otro, las demandas nacionales imperantes con sus propias necesidades y exigencias. Pero al mismo tiempo es evidente que tiene que velar por sus propios intereses y capacidad de autodesarrollo. Es decir, el Estado a pesar de los desafíos que enfrenta sigue teniendo fuerza y lucha por mantener su potestad. Sin embargo, su enemigo más serio sea quizás que en el mundo se reafirma cada vez más en un solo sistema global, y que ante el surgimiento real de organizaciones internacionales cada vez mayores no sólo lo debilitan, sino que también lo acosan y, por ende, poco a poco va perdiendo su poder hegemónico. 
La economía mundial capitalista [observa Kaplan] que va emergiendo en la Edad Moderna y su correlato con el sistema político interestatal o internacional no desembocan en un imperio mundial. Van dando lugar a situaciones de equilibrios casi completos, en que varias potencias coexisten, en relativa igualdad de fuerzas, sin agrupamientos claros y continuos ni capacidad de una para imponer su voluntad a las otras. La hegemonía en el sistema interestatal corresponde a una potencia primera entre sus iguales, capaz de imponerle sus intereses, deseos y reglas, en lo económico, político, militar, diplomático y cultural.47 
Otro rasgo que también lo abruma son las crisis económicas y los conflictos bélicos, internos o externos, ya que afectan profundamente sus recursos. Fracasados y mermados apuestan a su capacidad de cobrar impuestos para su recuperación, pero con el correspondiente disgusto de la sociedad y en menoscabo de su desarrollo económico nacional.

1.4. Estado e Internet
Las actividades comerciales ligadas a la estructura mundial del internet han facilitado un volumen inmenso de venta de bienes y servicios, lo que ha dado lugar a una serie de problemas de orden tributario al Estado y, en consecuencia, al desarrollo de la inseguridad cibernética y la evación fiscal. Al respecto se enlistan las siguientes cuestiones:
	Dificultades de localización de la persona física o jurídica y del equipo informático; facilidad de utilización de seudónimos; sistemas de encriptación.

	Determinación de la naturaleza de la actividad realizada por el sujeto, efectos fiscales (p. ej., si vende un bien, intermedia o presta un servicio).

	Control de la renta o transacción: facilidades para deslocalizar el sistema informático; escasas huellas físicas de la transacción electrónica; se reduce el papel de los intermediarios financieros tradicionales, sobre los que hasta ahora se basaban buena parte de los mecanismos de control financiero.

	Dificultades para fijar dónde se ha realizado la transacción y la residencia fiscal; el trabajo en redes internacionales hace mucho más difícil establecer la noción de origen nacional del bien producido.

	Control de los grupos transnacionales: dificultades para determinar el método de valoración correcto; crisis de métodos tradicionales; facilidades de elusión fiscal.

	Desplazamiento de parte del valor de bienes físicos a prestaciones de servicios (p. ej., planos, manuales, etcétera.)

	Problemas de control y evasión respecto de impuestos sobre el juego (casinos virtuales).

	Necesidad de incrementar la cooperación con otras administraciones tributarias.48


1.5. Política y Derecho Internacional
Como una observación correlativa, y a modo de preparación del capítulo subsecuente, cabe significar que con el florecimiento acelerado de la comunidad internacional la relación legal entre la política y el derecho internacional es un hecho inevitable. No obstante, actualmente no cuentan con normas que les permitan un funcionamiento en este ámbito.
Es así que la política necesita de un instrumento jurídico para realizar a su manera el orden social. Los puntos en común son aquellos comportamientos de la sociedad que intenta conducir y regular. Como apunta Sepúlveda:
Una vez que existe el Derecho principia una acción recíproca con la política. Por una parte, la actividad legal tiene siempre una significación política. Luego, el Derecho regula muchas actividades políticas, tal como forma para escoger a un legislador, la jurisdicción que le corresponde, o de qué manera se harán o deben hacerse las leyes. El derecho no puede separarse de la política, porque si no, no habría derecho. La política, por supuesto, es el promotor primero del cambio, pero el Derecho sirve para mantener procesos ordenados, incluso aquellos con los que se efectúe el cambio. Política y Derecho se dan simultáneamente en una sociedad dada. Las características de esa sociedad permiten conocer la naturaleza de su derecho y las políticas de esa sociedad.49
 

II. El Derecho moderno y la seguridad

2.1. El Derecho moderno
El Derecho moderno que surge posterior al movimiento de la Revolución Francesa y la nueva teoría positivista, facilita las bases para dar paso al Estado moderno, al Derecho positivo50 y a la evolución del liberalismo, que permite un espacio ideal al capitalismo. 
No obstante, cabe puntualizar estos tres fundamentos arraigados a la civilización occidental son frenados ante la situación mundial en crisis múltiple. Ocurre que aquellos pretenden ser indiferentes a ella o bien luchan por ignorarla, sin embargo, podemos detectar cómo el Estado ha tenido que ceder paulatinamente su potestad a la sociedad privada como una consecuencia natural a los embates del proceso de globalización. Es más, se habla de la posible fractura del capitalismo en razón esencial de la escasez, a futuro, de las fuentes energéticas, por lo que el colapso de la civilización industrial se presume, si bien a largo plazo, como un hecho del que tendremos que estar alertas.51 A este respecto véase el artículo de Immanuel Wallerstein intitulado “Surgimiento y futura desaparición del sistema capitalista mundial: conceptos para un análisis comparativo”.52
En cuanto al Derecho, que a lo largo de la historia ha sido el único científicamente capaz de resolver los problemas sociales, se ha visto rebasado por los mismos y, de esta manera, sus preceptos jurídicos no alcanzan a solucionarlos.53 Se ha quedado prácticamente aislado, reflejando como único reducto la creación de su propio pensamiento jurídico, ya que no encuentra paralelo con la velocidad extremadamente cambiante de la realidad; es decir, se ha separado de lo externo y se ha convertido al extremo autónomo. Fundamentalmente, con base en la premisa de modernidad que lo sustenta, es el único sistema válido, estableciendo la prerrogativa de que toda norma que dicta sanciones corresponde sólo al Derecho, es decir a él mismo. 
Sin embargo, como se observa en esta era contemporánea, el contenido de éste se está viendo frustrado al no ser capaz de contrarrestar las nuevas normativas económicas y las circunstancias adversas resultantes de la eliminación de fronteras, las cuales imperan en un mundo globalizado y son manifiestas en los mecanismos de las integraciones regionales. En esta trayectoria, como apunta Sánchez:
El derecho constituye un “deber ser”, por lo tanto, es un “no ser hoy”; es decir, es una incertidumbre que podrá ser o no ser en el futuro. Ante esa expectativa los juristas y los legisladores buscan construir canales de certeza, para dar seguridad subjetiva a la población, aunque los hechos previstos nunca ocurran u ocurran de manera diferente a la esperada. De ello se deriva que las instituciones jurídicas permiten saber qué conductas son susceptibles de ser incluidas en un procedimiento judicial, dando una sensación de “seguridad” a las personas; pero es una “seguridad” aparente, porque en el mundo social no se puede evitar que se transgredan los bienes jurídicos tutelados y, en el mundo jurídico, tampoco se puede estar seguro de que quien tenga la razón, gane el juicio.54

2.2. La comunidad de seguridad en América del Norte
En esta sección es importante destacar que, con el final de la Guerra Fría el concepto de seguridad nacional e internacional se ha modificado diametralmente. Por tanto, el regionalismo y la ocupación de aquélla emergen como una alternativa real y apremiante para el desarrollo de las relaciones y protección conjunta entre los Estados. 
No obstante, no deja de ser destacable y sorprendente que la seguridad internacional aparezca como un factor trascendental para establecer tratados de integración o bien el de comunidades entre Estados-nación. Se presume como acertado y necesario, ya que ofrece a los países involucrados abordar problemas comunes con base en la necesidad cada vez más apremiante de cooperación conjunta sobre estos temas, precisamente en estos momentos, en que el poder del mundo ha dejado de ser bipolar entre Estados Unidos y la desaparecida Unión Soviética. 
Ahora bien, cabe recordar que las comunidades internacionales, como elementos de la disciplina de las relaciones internacionales, siempre fueron concebidas bajo términos de qué tanta fortaleza o debilidad representaban para los países vecinos. Así fue durante muchos siglos, actualmente para cualquier integración regional o mundial sopesa además la perspectiva de los intereses económicos y políticos, así como los acontecimientos mundiales a fin de alcanzar el máximo de oportunidades óptimas que estas relaciones internacionales puedan ofrecer. Es así, en este parámetro novedoso, que la globalización obliga a formar convenios de una seguridad más acorde con ella, es por eso que las comunidades de seguridad han resultado ser una respuesta natural, conveniente y fundamentalmente innovadora. 
A todo esto, Europa es sin lugar a dudas la comunidad más representativa y lograda,55 en cambio, América del Norte se encuentra en un proceso inicial. “Si bien es cierto que ésta se encuentra en una etapa de nacimiento, cuyos cimientos son aún opacos y faltos de fortaleza, se han ido constituyendo los primeros mecanismos de diálogo y cooperación con el objetivo de hacer frente a la aparición de nuevos retos y amenazas a la seguridad de la región. Ante ello, el concepto de comunidad, con todo su bagaje teórico,adquiere importancia”.56
Además, es posible que, como respuesta a la definición de las Naciones Unidas (2004) respecto de las amenazas a la seguridad internacional, a saber, cualquier suceso que cause muertes a gran escala o una reducción masiva en las oportunidades de vida y que socave el papel del Estado como unidad básica del sistema internacional, identificará seis grupos de amenazas:
	Las económicas y sociales: como la pobreza, las enfermedades infecciosas y la degradación ambiental.

	Los conflictos entre Estados.

	Los conflictos internos: como la guerra civil, el genocidio y otras atrocidades en gran escala.

	Las armas nucleares, radiológicas, químicas y biológicas.

	El terrorismo.

	La delincuencia organizada transnacional.57 


2.3. La Seguridad Nacional
En esta parte –como ejemplo–, me he permitido hablar sobre las estrategias del llamado Proyecto para el Nuevo Siglo Americano (pnsa), así como de los principios del Derecho posmoderno norteamericano. Estos dos aspectos servirán de mucho para validar el hecho de que a raíz de los ataques terroristas internacionales acaecidos en eeuu, Madrid y Londres, la seguridad nacional se ha convertido en prioridad en la agenda de los países desarrollados, generando en sus principios y estrategias cambios radicales que afectan a los países en vías de desarrollo, directa o indirectamente. Asimismo, se destacará cómo sus lineamientos atentan incluso con las premisas que sustentan los derechos humanos. 
Ya como una política de defensa nacional, el proyecto para el nuevo siglo americano constituido en 1997, intitulado: “Reconstruyendo las defensas estadounidenses. Estrategias, fuerzas y recursos para un nuevo siglo”, manifestaba la necesidad de preservar la posición de superpoder global de los ee.uu. En este sentido, George W. Bush, estableció tres principios que se denominarían como el Derecho posmoderno norteamericano, en donde los extranjeros no gozan de los mismos derechos que los nacionales: por sospecha aquellos pueden ser privados de su libertad y, en su caso, la negación de ser tratados como prisioneros de guerra. 
Es evidente que estos principios contradicen los lineamientos que defienden los derechos humanos, sustentándolos bajo la premisa engañosa del uso del poder nacional. En este sentido, Sánchez señala: “los derechos nacional e internacional que inventó la modernidad, si bien eran simbólicos, servían como parámetro para conocer los abusos de poder. Hoy el “derecho del poder” se instituye como “único derecho” en el mundo global, y se construye una nueva categoría de humano: El “hombre desnudo de derechos”, por virtud del mismo derecho”.58 En este sentido es vital no pasar por alto las observaciones de Wolfers:
Dado que el péndulo de la opinión pública se desliza con demasiada facilidad, de la complacencia extrema al recelo exagerado, de la confianza utópica y desmedida en la “buena voluntad” hasta la fe, traiciona en el empleo de la fuerza absoluta y es muy importante permanecer alertas ante cualquier simple panacea, incluso aquella que se ostenta bajo el disfraz realista de una política guiada exclusivamente por el interés de la seguridad nacional.59

2.4. La Seguridad Pública
Ante las dificultades evidentes que representa atender con eficacia el concepto y dimensiones de la seguridad pública, se ha optado por seleccionar aquellas ideas de expertos en la materia que más se asemejen a mis inclinaciones y criterio. De esa forma, se podrán dar a conocer con mayor precisión aquellos juicios que más me interesan y que sin duda irán de acuerdo con el propósito de esta exposición. He optado por esto en lugar de usar el mecanismo del parafraseo pues, en este aspecto no deseo incurrir en desatinos.
El primero de ellos pertenece a la noción de José G. Polina León, el cual considera:
[…] la seguridad pública, bajo la óptica de la Teoría de los Sistemas, queda claro de acuerdo con las premisas epistemológicas que le dan fundamento a la teoría, impiden ubicarla como un proceso que se incuba en los procesos sociales, en cambio remiten a su localización en el entorno, sin embargo, el riesgo y la inseguridad, vistos como una amenaza para los individuos de una “colectividad” se convierten en una realidad sólo si los sistemas de sociedad dejan de ser eficaces en el manejo de las experiencias sociales, la oferta deficitaria de oportunidades o bien el rendimiento sistémico no produce las motivaciones en grado suficiente para mantener un nivel aceptable de integración social, reduciendo los riesgos inherentes a la sociedad moderna.60
Asimismo, manifiesta más adelante, cómo no debe ser definida:
Desde el punto de vista teórico y cognitivo, la seguridad pública no debe ser definida como un sistema de protección de los individuos, su patrimonio y la defensa del régimen de garantías y libertades; este es el propósito, el objetivo fundamental del quehacer de las instituciones integrantes del sistema global de seguridad pública, es decir, la acción programática e instrumental del Estado para enfrentar un fenómeno creciente del mundo moderno y, por tanto, es un deseo, una aspiración y un reclamo de la sociedad a las estructuras del poder.61
Otra concepción que llama la atención es la que señala Alicia González Vidaurri:
[…] la “seguridad pública” –explica– ha sido entendida como una función del Estado, como la manifestación efectiva de la acción gubernamental, ejercida para salvaguardar la integridad de las personas, de los intereses, de los bienes privados y públicos. Esto implica [continúa] la protección de los ciudadanos en el ejercicio y en la ampliación de sus derechos, y no su reducción en nombre de la seguridad y de los intereses de los servidores públicos al servicio del Estado o de los grupos de poder económico o político.62
 

III. América Latina frente a las políticas internacionales de seguridad nacional

3.1. Antecedentes63
Al caer el muro de Berlín y dar fin a la Guerra Fría, fue evidente un nuevo escenario internacional, en donde el poder del sistema bipolar clásico desaparece, y en donde la seguridad internacional se reviste de un nuevo perfil de dimensiones que aparentan ser impredecibles. Súmese a ello que, entre otros factores, se da inicio a la era de la globalización y a la compartición de la seguridad interior del Estado con aquellos parámetros de seguridad internacional y los nuevos elementos que la rigen, éstos arropan un nuevo papel, puesto que la visión de las naciones se han transformado al grado tal que las teorías tradicionales de la seguridad ya no son lo presumiblemente fieles que eran, en razón de las características del espacio y tiempo presente, en la medida que las fronteras de los Estados van desapareciendo, y con base en los acuerdos internacionales de integración económica regional. Así, se toma en cuenta que las nuevas tecnologías de la información y la comunicación en general están traspasando los lindes territoriales.
Si a esto añadimos que como consecuencia natural los Estados están perdiendo día a día su soberanía distintiva, y que los mismos –sobre todo los países en vías de desarrollo–, no se han despojado satisfactoriamente de la deuda externa, del desempleo y del incremento del trabajo informal, consecuencia de la envestida de una nueva economía que bien podríamos llamar virtual, el problema se agudiza drásticamente. 
Bajo este contexto, los desequilibrios internacionales de finales del siglo pasado, y lo que va del presente, son los desafíos condicionantes de una inseguridad latinoamericana que no ha podido ajustar los principios reguladores de una seguridad multidimensional, a pesar de que la misma la acercaría a la posible solución de los problemas que aquella acarrea. 
Ahora bien, ante estas disyuntivas, América Latina no puede esperar pacientemente las eventuales soluciones de la comunidad internacional, puesto que se encuentran igualmente amordazadas ante la falta de conceptos innovadores y mecanismos internacionales acertados para implementar una nueva doctrina válida que reforme la hipótesis de cómo defender la seguridad mundial; sobre todo ante el fantasma y la imprevisibilidad de los términos excéntricos en los que se sustenta el terrorismo, esto es, se mantiene la misma problemática entre la comunidad internacional frente al terrorismo y los Estados-nación de los países latinoamericanos, ello ante el narcotráfico y la delincuencia organizada.
No obstante, por consenso común una cosa es cierta: que la reforma del sector de la seguridad, tanto nacional como internacional, no debe deslindarse ni descuidar los factores sociales, políticos, económicos e institucionales en conjunto; es decir, que aunque sea válido, urgente y apremiante mejorar la organización militar, policial y judicial, entidades fundamentales que conforman el Estado de Derecho, es igualmente oportuno e incluso más recomendable –ante los cambios drásticos de un nuevo milenio lleno de cambios impredecibles–, luchar y optar porque estos sectores sean esencialmente transparentes, como bien lo señala Labatut y Martínez:
Se trata, en definitiva, de que el sector de la seguridad sea transparente, se someta al gobierno y al parlamento, rinda cuentas de sus presupuestos, mejore la gestión de los recursos económicos y humanos, explique sus actuaciones, etc. De una forma sencilla se puede resumir señalando que el sector de la seguridad está en la estructura del Estado, pero no es el Estado.64
Precisamente es aquí donde se deja sentir que el verdadero obstáculo radica en la tentación de la acción al cohecho, parte indudable –no se puede ocultar– de la lucha, en mayor o menor grado, de la agenda de las instituciones de los países latinoamericanos, ya que no se puede disimular más. Por otro lado, a pesar de que esta actitud forma parte de los lados oscuros del ser humano, no necesariamente tiene que pasar a formar parte de una conducta aceptada por una sociedad o una nación tal, per se, ni tampoco aceptarla o considerarla como la formación de la cultura de una determinada comunidad o país; antes bien, se deben ver las fuentes y el porqué de esta conducta e ir implementando en lo posible su solución, con base en el apoyo de recursos educativos, sociales y económicos.
Pero indiscutiblemente la tarea no es fácil, sobre todo si no estamos conscientes de que esta tarea es un proceso condicionado a largo plazo, y en la que deben participar todos aquellos otros factores económicos, políticos, etc., de manera multidimensional como se ha mencionado aquí y con plena integridad, especialmente si atendemos las observaciones de los autores arriba citados:
Por ahora existe el planteamiento general y algunos ejemplos dirigidos en este sentido, pero sigue faltando el procedimiento y los acuerdos internacionales que regulen esta nueva actividad encaminada a crear seguridad. Se acepta que no es fácil llegar a ese acuerdo, pues los procesos de reforma, aún teniendo aspectos comunes, dependen de los países, de su historia y de sus circunstancias. La Oficina de Prevención de Crisis y Reconstrucción de las Naciones Unidas, la Unión Europea o el Departamento de Desarrollo Internacional del Reino Unido (otros países también se han comprometido en esta labor) coinciden en señalar algunas pautas que son comunes a todos ellos. En un primer momento se deben llevar a cabo consultas formales e informales para iniciar el proceso; debe elaborarse un diagnóstico de la situación, localizando los puntos sobre los que se deberá actuar; se deben valorar las acciones propuestas en términos realistas; evaluar las acciones y rectificar las propuestas; formar y apoyar a los gestores internos que deberán responsabilizarse de la gestión en el futuro. La participación de los donantes en las distintas fases del proceso de la reforma deberá ser constante, dejando claro que su papel es de apoyo y no de imposición.65

3.2. La problemática y la política conceptual del gasto público para la seguridad 
He creído conveniente armar este segmento con el prisma de las palabras de inauguración que diera Alicia Bárcena, secretaria ejecutiva de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal), en ocasión de la vigésima primera Reunión de Jefes de los Organismos Nacionales Encargados de Combatir el Tráfico Ilícito de Drogas en América Latina y el Caribe, llevada a cabo en octubre del 2011 en la ciudad de Santiago, Chile; a fin de que estas frases proporcionen un marco retroactivo de la situación de inseguridad por la que atraviesa América Latina de tiempo atrás, cito:
En estos momentos, la mayoría de nuestros Estados y ciertas regiones en particular, como México y Centroamérica, se encuentran heridos. Heridos por el terrorismo, el narcotráfico y, sobre todo, por una gran inseguridad. Hoy es el Triángulo Norte (Guatemala, El Salvador, Honduras) el que se ve más afectado, pero ninguna nación está a salvo del crimen organizado. Es un flagelo trasnacional y está infiltrándose en todos los estamentos de nuestra sociedad, acaparando cada vez más poder e influencia.66
Así, más adelante distingue que esta situación conlleva a una problemática económica de costos de los Estados latinoamericanos. Por lo que –observo– la cepal, como organismo internacional, manifiesta su compromiso abierto de colaboración que, si bien es ajeno a sus mandatos, da lugar al tema en cuestión y percibe concretamente que: 
Los países de la región están enfrentando otro problema: ¿cuál es el gasto público que el gobierno puede destinar a seguridad, a justicia? es un tema relevante, porque ese gasto no se está orientando a otras prioridades sociales, sino a vigilar y a proteger a la sociedad. Esta es, sin duda, una preocupación esencial. La cepal hace un estudio llamado “América Latina frente al espejo”, donde se establece que la preocupación número uno de la población es la seguridad.
Y con esta percepción refiere indirectamente la polémica que enfrenta la política conceptual de la seguridad actual, lo alusivo a que si el Estado-nación debiera aumentar el presupuesto del cuerpo policiaco y militar, o bien guiarlo hacia el fomento de los beneficios sociales y de educación; es decir, negar o seguir la tendencia internacional de inclinarse al memorándum de la llamada seguridad dura, en lugar de aquella concepción contemporánea de la seguridad multidimensional. Esto es, disuadir en lo posible de una seguridad tradicional y realista que a veces no se adapta a los cambios, en aras de una seguridad más amplia en donde se incorporan nuevos elementos del mundo actual, conocida como seguridad multidimensional. A fin de tener una idea más clara de lo anterior y sus orígenes, es necesario apoyarse en el trabajo de Chanona:
A propuesta de Robert MacNamara, presidente del Banco Mundial, en 1977 se creó la Comisión Independiente sobre Problemas Internacionales del Desarrollo. Encabezada por el excanciller alemán Willy Brandt. La Comisión trabajó en la publicación del informe titulado “Un programa para la supervivencia”, ello en el marco de las problemáticas norte-sur. En el informe, entregado a la onu en 1980, se enumeraron los retos que enfrentaría la humanidad a 20 años; las crisis humanitarias serían resultado de las disparidades económicas existentes entre las sociedades industrializadas del norte y las tercermundistas del sur. De esta forma, la Comisión rechazó el concepto militar de seguridad y propuso tomar en cuenta los problemas de pobreza y hambruna, poniendo en el centro del debate las amenazas de lo que posteriormente se denominaría seguridad multidimensional.67
En este sentido, deben considerarse nuevas realidades que identifican amenazas de naturaleza diversa y alcances insospechados, tales como los conceptos trastocados de la palabra guerra. Labatut y Martínez apuntan al respecto:
Cada vez se habla más de la guerra al terrorismo, al narcotráfico, a la delincuencia organizada, a las pandillas de delincuentes. La guerra es el escenario donde combaten los soldados con la finalidad de derrotar al contrario imponiéndole la voluntad del vencedor. Este fin puede suponer la destrucción del contrario, en cambio, en las situaciones descritas se trata de detener y llevar ante los jueces a quien ha trasgredido el orden y la ley vigente. En la táctica militar el movimiento ofensivo de las tropas trata de cerrar, al contrario, no dejándole otra salida que la rendición. Por el contrario, en la acción policial no se usa toda la violencia de que dispone la fuerza, sino que ésta deberá ser adecuada y proporcional a la situación. El uso de la fuerza policial se procura que sea siempre disuasiva o defensiva en caso de ataque. En el caso de manifestaciones y algaradas, la policía siempre deja una vía de huida con el fin de evitar males mayores e irreversibles. En estos momentos no se puede descartar que estallen guerras entre los Estados nacionales, pero son y serán una situación excepcional. En cambio, cada vez son más frecuentes los conflictos dentro de los Estados. Las amenazas que provoca el terrorismo de origen islamista radical se plantean en términos excéntricos. El atacante no respeta ninguna ley, norma o regla de enfrentamiento: muere matando. Frente a él, el soldado o el policía tienen que actuar de acuerdo con lo que se dispone en las leyes nacionales e internacionales. Cualquier transgresión les puede suponer sanciones y condenas.68

3.3. La seguridad en América Latina
La década de los noventa trajo consigo un decrecimiento importante de la seguridad pública en los países latinoamericanos. La solución de este problema representa la observación de dos subproblemas, el primero acorde con los últimos acontecimientos terroristas del nuevo milenio (Nueva York, España y Londres), mismos que atienden una seguridad internacional; y el segundo, el incremento extremo de la violencia como característica de los países en vías de desarrollo, que a su vez encaran una seguridad pública nacional. “En consecuencia –señala Arteaga–, no sorprenderá que comience a verificarse una fusión entre las estrategias de seguridad orientadas a reducir los delitos y la lógica seguritaria impulsada por los Estados Unidos (donde la Iniciativa Mérida, aprobada ya por el Congreso de ese país, y el Plan Colombia, pueden señalarse como ejemplos de este proceso)”.69

3.3. La seguridad contemporánea
Desde finales del siglo xx hasta nuestros días, la seguridad ha ido disipando su concepción inicial y, al mismo tiempo, la diversificación amplia de sus nuevas causas la vuelve cada vez más indefinible. Es por ello que ésta debe ser tratada sustancialmente desde un prisma multidisciplinar; esto es, el concepto tradicionalista del uso del poder militar para su solución sigue siendo válido en tanto que no sea un argumento exclusivo. Debe tomarse en cuenta la anchura regional e internacional en su estructura, como cimiento a que los desafíos que representan la gran gama de amenazas que atentan a la seguridad son tan variados y novedosos que sobrepasan y afectan seriamente la estabilidad de los Estados, sobre todo si tomamos en cuenta lo que expresa al respecto Labatut y Martínez: “La aproximación crítica de la seguridad se confirmó sobre todo en el transcurso de los años 90. Esta aproximación, que es múltiple, pone énfasis en los procesos de construcción social de las propuestas de la seguridad que obligan a reconocer la incapacidad de los Estados para garantizar la seguridad, definida como protección de la vida de los individuos”.70
Finalmente, y haciendo un poco de historia con el fin medir el grado de emergencia del estado de seguridad en América Latina, se anotan ciertas estadísticas de la violencia analizada por Arteaga:
Hacia finales de la década de los ochenta, la violencia delictiva en América Latina registra un incremento manifiesto, de tal suerte que, ya entre 1990 y 1995, 60 por ciento de su población había sido víctima de algún tipo de delito (Del Olmo, 2000). […] Para 2004, la tasa para Centro y Sudamérica oscila entre 25 y 30 homicidios por cada 1000,000 personas, mientras en el sur de África el indicador es cercano a 35 homicidios por cada 100,000 personas (Geneva Declaration Secretariat, 2008). De esta suerte, los cinco países en América Latina con las mayores tasas de homicidios son Colombia, Venezuela, Bolivia, Ecuador, Brasil; mientras que los tres países con las menores tasas de homicidios son Chile, Perú y Panamá (Hinton, 2006). […] Según los datos más recientes para la región, todos los países de América Latina presentan tasas de victimización superiores al 20 por ciento, ubicándose la mayor parte entre 30 por ciento y 40 por ciento, cinco de ellos suman entre 40 por ciento y 60 por ciento: Guatemala, El Salvador, Venezuela, México y Ecuador (Rico y Chinchila, 2002). De acuerdo con el Informe del 2008 del Latinobarómetro la tasa de victimización en la región es de 33 por ciento.71
 

IV. Democracia y derechos humanos

4.1. Antecedentes72
Ante el andar incierto del siglo xxi, referente al cumplimiento real de la seguridad en los países de América Latina, es imperativo glosar la paradoja manifiesta de que, aun siendo estos Estados supuestamente afirmados en sistemas democráticos o cuasi-democráticos –clasificación que se verá más adelante–, los derechos civiles y políticos viven una sombría e indiscriminada vulneración en una buena porción de ellos. Comparativamente, los problemas que presenta la falta de acción positiva respecto de los derechos económicos, sociales y culturales, ha resultado ser paradójicamente de mucho menor grado y preocupación que la de aquellos derechos, en tanto que las violaciones en contra de la dignidad humana han representado un verdadero problema para la consolidación de la democracia, en particular respecto de los derechos de ciudadanía y principalmente de la protección de la vida, así como de otros tantos derechos trascendentales que fueran alcanzados bajo luchas revolucionarias, como son los relativos a la libertad individual, la prohibición de la tortura, así como el derecho al voto y el derecho a libertad de expresión y de pensamiento.
En esta lógica, es útil y de vital importancia mostrar la propuesta de la clasificación que ha facilitado Jorge Carpizo, a fin de reconocer el sistema constitucional de un país dado y su grado de democracia, lo que de alguna manera puede valorar una de las causas del crecimiento de inseguridad en la región. A manera de ejemplo, cabe mencionar que México ha sido calificado como un país que distingue una concepción cuasi-democrática, bajo la definición de que “el individuo tiene constitucionalmente aseguradas toda una serie de garantías individuales y un digno mínimo económico, pero en la realidad, estos postulados no son simple letra sin contenido y no se cumplen bien”,73 es decir: “El respeto hacia la persona humana es incompleto. Son países cuya estabilidad política no es muy firme, la situación económica no es muy próspera y las desigualdades sociales y económicas son fuertes.”74
Si bien en ellos existen el fundamento de la división clásica de poderes, no se da la proporción necesaria de fuerzas en todos sus miembros. Siempre uno de ellos asume una hegemonía mayor que destruye el equilibrio que de principio debe existir. “Generalmente el ejecutivo tiene preponderancia especial, y respecto al pluralismo, éste se admite aunque en múltiples ocasiones existe un partido preponderante…” Más adelante expresa lo que más interesa respecto de la acción de diagnosis de este capítulo respecto de la seguridad: “Los países con constituciones cuasi-democráticas son generalmente países en vías de desarrollo con graves problemas económicos, educativos, políticos y sociales, en donde aún la justicia no opera cabalmente, pero son países que no son dictaduras ni tiranías, en los cuales se puede vivir y existe la posibilidad de que lleguen a configurar una constitución democrática…”.75
Ahora bien, como precedente fundamental y antecedente singular en el terreno internacional, cabe identificar que ante la disyuntiva de reforzar jurídicamente el carácter declarativo de los derechos humanos de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas se inclinó por diseñar un tratado internacional de naturaleza vinculante.76 En este sentido, la Organización de la Naciones Unidas (onu) tuvo la intención de desarrollar un tratado único de carácter global que mantuviera todos los derechos humanos previstos en la Declaración, de modo tal que cubriera tanto los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales básicos; además de la igualdad de género en el goce de estos derechos. 
No obstante, en la medida que la posición ideológica de los Estados miembros discrepaba sobre el contenido y la importancia de estos derechos en el marco de una posguerra, las conversaciones se tornaron intransigentes, a tal grado que impedían que se llegase a una resolución definitiva. Es decir, los occidentales-capitalistas se inclinaban en enfatizar los derechos civiles y políticos, mientras que los orientales-comunistas se sostenían sobre los derechos económicos, culturales y sociales. 
Era obvio que en el campo de estas diferencias enmarcadas dentro de una Guerra Fría existían motivos estratégicos y geopolíticos de gran alcance.77 Por tanto, la Comisión elaboró por separado, y equilibradamente, un pacto de derechos civiles y políticos, y otro sobre los derechos económicos, sociales y culturales. De tal suerte que las potencias líderes, por un lado los Estados Unidos, no ratificarían finalmente los segundos; mientras que por el otro, la Unión Soviética no garantizará los primeros.

4.2. Los Pactos internacionales de 1966
El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (pidcp) que fuera puesto a disposición de los Estados miembros por la Asamblea General, al igual que el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (pidesc), para su ratificación y adhesión el 16 de diciembre de 1966, en la resolución 2200 A (xxi), entraron en vigor el 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 49 y obligatorios para México desde 1981.78 Así como la decisión de establecer un órgano especial que tenga la función de supervisar la aplicación y redacción del texto de estos pactos: el Comité de Derechos Humanos de la onu (ccpr, por sus siglas en inglés). 79 

4.2.1. Identidad y categoría de los pactos internacionales
En esta escisión se ha juzgado oportuno no dejar pasar por alto lo que atinadamente alerta el portal de los derechos humanos de la onu, referente a que los preámbulos de los artículos 1, 2, 3 y 5, en ambos pactos internacionales son casi idénticos. Similitud sustentada en principios esenciales de la Declaración Universal de los Derechos Humanos básicos que no podrían faltar en ambos, a saber: la dignidad inherente a los seres humanos, la libre autodeterminación de los pueblos, el principio de no discriminación, la igualdad de derechos entre hombres y mujeres y las garantías a favor de las libertades y derechos fundamentales.80 
Además, es relevante expresar que, en el proceso de codificación de las dos categorías que comprenden, por un lado, los derechos civiles y, por el otro, los derechos políticos, los primeros están incluidos en las disposiciones contenidas en los primeros 18 artículos de la Declaración Universal; mientras que los segundos, en cambio, contienen los que están establecidos en los artículos 19 al 21.
Al respecto, el Art. 21 establece el propósito y los fines de este ensayo: el derecho político a la participación directa e indirecta a través de las elecciones.81 Pero como se interpreta de Sacussi, los derechos humanos son consideradas indivisibles en su naturaleza, en tanto que, convencionalmente se han ido transformando en materias de un solo cuerpo, del mismo modo, en su entorno global y regional. El primero con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, y el segundo con el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales de 1950 (Convención Europea de los Derechos Humanos).82
Menciona también que para el caso específico de América Latina están para ello los contenidos de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, conocida como Pacto de San José de Costa Rica. 

4.3. Sufragio Universal: Tutela Nacional e Internacional83
Ciertamente, a la protección establecida en las constituciones de los Estados, la Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948 le otorga la doble tutela a nivel internacional. Como bien nos advierte Vizioli respecto del tema en cuestión:
… tras reconocer, en el art. 20, el derecho de reunión y asociación, afirma el derecho de todas las personas a “participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos” (art. 21, párr. 1), especificando que el fundamento de la autoridad del gobierno estriba en la voluntad popular y que ésta “se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto” (art. 21, párr. 3). En el párrafo 2 del mismo artículo se reconoce a todas las personas el derecho de acceso “en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país”.84
Pero específicamente, tocante al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, este enfoque –señala– es similar en su línea de formulación, por lo que se intentará parafrasear el concepto de tal analogía.
La relación la establece basándose en el artículo 21, correspondiente al derecho de reunión pacífica, y en el artículo 22 referente al derecho de asociación, en donde se identifica que sólo por ley y en casos necesarios pueden limitarse estos derechos. 
Concretamente, en el primer artículo establece: “Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.” En tanto que referente al segundo, en su inciso 2, evoca la similitud jurídica:
… El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. El presente artículo no impedirá la imposición de restricciones legales al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas y de la policía.85
Consecuentemente, seguiría el art. 25, en donde se afirma la función del derecho a: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; c) tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.86
En este sentido, se trata de resaltar que en estos dos documentos no sugiere el derecho de afiliarse a partidos políticos, sino que devienen concretamente de su fundamentación en relación a favorecer los derechos de reunión y asociación.87
Finalmente, cabe destacar que el reconocimiento del derecho al voto, como un derecho fundamental, no había sido reconocido de forma explícita en México hasta la llegada de la reforma constitucional en materia de derechos humanos, del día 10 de junio de 2011. Más tarde, sus términos serán adecuados en el art. 7 en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales de 2014.
Es por ello que, la tutela del derecho al voto en México representa un duro trabajo de implementación a desarrollar, a fin de empatar el ideal propuesto por la onu en relación con el concepto que conlleva en toda extensión la “libre determinación del pueblo” y en la medida del crecimiento de su democracia.
En este sentido, la educación de estos derechos es una parte esencial para la participación efectiva; ya que ello representa, en última instancia, la trascendencia del voto en el desarrollo de la nación y, propiciando así, que los gobernantes tengan el respeto de la voluntad popular expresada mediante el sufragio.
En el entendido de esta formulación surge conducente referir lo que la Universidad de Minnesota expresa en su introducción referente al derecho al voto:
Uno de los modos más críticos que las personas individuales tienen para influir en la toma de decisiones de los gobiernos es votando. La votación es una expresión formal de preferencia por un candidato, por la oficina o por una resolución propuesta ante una cuestión. La votación, generalmente, ocurre en el contexto de una elección a gran escala, nacional o regional, sin embargo, elecciones de comunidad locales y en pequeña escala pueden ser también críticas, por lo que se refiere a participación individual en el gobierno.88
Por último, cabe señalar que el marco legal internacional del derecho al voto está sustentado en el art. 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el art. 25 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, así como en el art. 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en San José, Costa Rica, en noviembre de 1969, y en otros tratados internacionales de los que México ha ratificado su inclusión.89 En el marco legal nacional correspondiente lo establece el art. 7 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 23 de mayo 2014.90

4.4. Libertad de Expresión
En el entendido que este artículo ha pretendido destacar que una de las frases esenciales de la unesco, creada para el reforzamiento de los vínculos entre naciones y sociedades, es el establecer de manera categórica: “Que la libertad de expresión sea protegida ya que es una condición esencial para la democracia, el desarrollo y la dignidad humana.”91 Es por lo que en principio y como una reflexión pertinente sobre el tema de esta sección en particular, se asienta que la región de América Latina y el Caribe están conscientes de que la libertad de expresión es indudablemente el punto medular para la confirmación de la democracia, en tanto que no se han escatimado esfuerzos por parte de los Estados en pro de tal beneficio y la creación de instituciones pertinentes para la protección de los derechos humanos –sean estos ética o políticamente implementados–, acorde con las disposiciones internacionales. 
Compárese, para una mejor apreciación de esta afirmación, aunque ello no conlleve implícita una justificación de hecho, respecto de la política de algunos países asiáticos y musulmanes o con aquellos países que conllevan o pretendan gobiernos totalitarios que sobrepasan el valor de los derechos humanos.
Por igual, se percibe que aquel derecho fundamental no sólo lleva sobreentendido este elemento sustancial, sino que representa las aspiraciones naturales en el desarrollo sostenible de cada uno de los pertenecientes a una comunidad, en razón de la libertad que se desea frente al Estado, ante el cúmulo de ideas que pudieran presentarse para corregir eventualmente el proceso evolutivo del mismo y, en beneplácito común como pertenecientes a una sociedad que identifica a ambos. 
Es más, aceptamos que ello representa un valor invaluable en la apertura de un margen de conciliación apropiado, vía la comunicación escrita y verbal en los medios, en el sentido de que ello permite un diálogo abierto que, no deja de fungir como parte fundamental en la mediación de las ideas, eventualmente contrapuestas entre el Estado y la sociedad civil.
Esto, asimismo, en el entendido de que se busca el desarrollo común de la nación por medio de la libertad de expresión, en tanto representa una misma comunidad sustentada en las costumbres e historia que les pertenece, a pesar de las divergencias políticas entre el Estado representativo y la sociedad civil.
En suma, se considera que la libertad de expresión ofrece una relación más cercana entre la ciudadanía y el Estado, a fin de resolver los problemas comunes que como nación importan frente a un eventual conflicto político y/o social. En tanto que el primero le atribuye la titularidad del poder al segundo, mediante un mecanismo de participación electoral y de libertad de expresión, que en esencia consagra la real legitimidad del Estado en relación con la sociedad. 
Aunque, no necesariamente se dará este resultado deseado y compartido, en la medida que sea frecuente que los Estados en América Latina no cumplen con sus promesas o responsabilidades contractuales como representantes del pueblo, prerrogativas de un Estado social democrático. 
Ante estas expectativas, también se ha observado que el uso de esta libertad de expresión, como derecho fundamental, que compete a cualquier ciudadano de un Estado en la región, ha sido evidentemente inhibido de alguna manera y de forma eficiente; y que en el peor de los casos ha sido en extremo dramática, orientada con el propósito de silenciar una actividad donde la información dada resulta incomoda, sin que ello conlleve remordimientos de culpa o una justicia óptima evidente. A pesar de las condenas y pronunciamientos que ha manifestado la unesco de manera internacional, que en la mayoría de los casos no tienen efectos inmediatos ante la férrea soberanía nacional de algunos gobiernos latinoamericanos. Hecho que desgraciadamente va en aumento sin que hayamos sido capaces de encontrar una solución sociopolítica para evitarlo o, en definitiva, el haber alcanzado la madurez sociocultural suficiente que defina un remedio, pese a los mecanismos de defensa que nos ofrecen las instituciones de los derechos humanos, tanto nacional como internacionalmente.

4.5. UNESCO
En este apartado es importante rememorar el porqué del nacimiento de la Organización de la Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), ya que esta institución es una parte fundamental en la protección de la libertad de expresión. 
Se crea en 1945, al finalizar los conflictos de envergadura mundial ante el conocimiento firme de las naciones “de que los acuerdos políticos y económicos no son suficientes para construir una paz duradera. La paz debe cimentarse en base a la solidaridad moral e intelectual de la humanidad.”92 Asimismo, dentro de sus mensajes más esenciales aboga por desarrollar políticas integrales “… que sean capaces de responder a la dimensión social, medioambiental y económica del desarrollo sostenible”.93
De igual manera, es importante traer a colación los valores que fomentan la creación de los medios de comunicación: libres, independientes y pluralistas. Además de que sean difundidos en cualquier plataforma o formato, ante la definición general de que los medios favorecen finalmente la libertad de expresión y contribuyen a cuatro importantes elementos: al fortalecimiento de la paz, al desarrollo sostenible y, evidentemente, a los derechos humanos y a la erradicación de la pobreza. Es decir: “la libre circulación de ideas por medio de la palabra y de la imagen”.
En suma, su significado favorece a la libertad de prensa como un corolario de la libertad de expresión y, por ende, la seguridad de los periodistas. Y, lo que es lo más relevante, apoya incluso el periodismo independiente siempre que éste sea regulado bajo los principios de la ética profesional y de autorregulación.
La idea que se pretende rescatar de un organismo internacional como la unesco, es que el pluralismo de los medios de comunicación aseguran que el público pueda tomar decisiones con base en una información que contenga datos fidedignos. En este sentido, también se ha comprometido a formar periodistas como productores y consumidores de información. En el entendido de que la misión de esta organización internacional consiste en la defensa de la libertad de expresión como un derecho inalienable que fuera establecido en la Declaración de los Derechos Humanos para los efectos de una paz duradera doméstica y entre Estados.94
Ciertamente, por autonomía se considera que gracias a la unesco se ha conceptualizado esta libertad de expresión de manera responsable entre las naciones, como un derecho universal que el mundo debe privilegiar, es decir: todos y cada una de las personas tienen el derecho inherente a la libertad de opinión y de expresión. Lo que incluye consecuentemente el expresar una opinión sin obstáculos y sin fronteras, como bien lo acredita la Declaración de los Derechos Humanos, misma que fuera legalizada jurídicamente a través del carácter de un tratado en el Pacto de los Derechos Civiles y Políticos. A tal grado que podamos beneficiarnos en buscar, difundir y recibir información e ideas a través de los medios de comunicación y el internet. En este sentido, es importante reconocer que la unesco es la única institución dentro de las Naciones Unidas que ha cumplido con el mandato de impulsar y defender, así como monitorear la libertad de expresión y su corolario, la libertad de prensa, en razón de que en todo momento es reconocida por esta organización que esta expresión es un elemento del derecho humano fundamental.
Asimismo, aboga en todo momento porque los medios de comunicación deban sustentarse en la independencia y el pluralismo, como instrumentos fundamentales y componentes sustanciales en el proceso de la democracia. Del mismo modo, se ha preocupado por asesorar sobre la legislación de cómo deben formularse las políticas de estos medios de comunicación.
En definitiva, lo que se desea puntualizar es que el derecho internacional, a través de una organización internacional líder y representativa de las Naciones Unidas, como lo es la unesco, es quizás el único reducto imparcial a seguir en las naciones de América Latina.
 

V. La dogmática constitucional en el México contemporáneo: un análisis de legitimidad de los derechos humanos

5.1. Planteamiento
Como perímetro de referencia idóneo, a fin de facilitar un mejor entendimiento del desarrollo de este estudio a cien años de la promulgación de la Constitución que rige (1917) y dentro del contexto del sexto aniversario de las novedades constitucionales de la Reforma en materia de derechos humanos (2011), se inicia esta sección haciendo una remembranza de aquellas expectativas constitucionales de las reformas llevadas a cabo por el Congreso Constituyente de 1917, respecto de la Constitución de 1857.95
Sobre todo porque el escrito trata de adecuarse a la temática del evento conmemorativo que, de manera trascendental, muestra el desarrollo evolutivo del crecimiento de la democracia en el país, a través de la relación de la Constitución vigente con su inmediata precedente. En este sentido, las palabras de Woldenberg vienen muy al tenor de esta evocación:
Destruido el viejo Estado liberal oligárquico, en una situación de relativo vacío de poder, el Constituyente es la piedra de toque para construir un nuevo Estado, lo que supone no sólo nuevas relaciones entre las propias instituciones estatales, sino entre éstas y los gobernados. Pero se trata de un esfuerzo que no corre en el vacío. Por el contrario, de manera reiterada los diputados vuelven sus ojos al Congreso Constituyente de 1856-1857.96
En este entorno cabe destacar que el contenido de esta cita va muy de la mano con aquella evolución de la doctrina económica liberal, que asemeja su nacimiento evolutivo durante el movimiento cultural e intelectual de la Ilustración, desde finales del siglo xvii hasta principios de la Revolución francesa. Ciencia económica que fuera formulada por Adam Smith, donde se estableciera la importancia de la aplicación del concepto que definiera el origen del capitalismo sustentado en la mínima interferencia del Estado en la economía durante el siglo xix.
Retornando al punto inicial, este Estado liberal oligárquico que fuera delimitado ante la construcción de una monarquía constitucional respecto de la monarquía absoluta, que fuera enunciada con la expresión francesa laissez faire, y que tiene sustento en la economía de mercado y la propiedad privada, era contraria a la idea política del mercantilismo que coexistía en clara armonía con el pensamiento económico del absolutismo monárquico de la época. De tal manera que el Estado liberal aludido da lugar a las primicias del concepto de Estado de derecho, así como al concepto de lo que hoy conocemos propiamente como Estado-Nación, que contribuirá a dar el paso firme a lo que históricamente denominamos como la época moderna. Su principal premisa fue sustentada en el principio de que el individuo tendría la seguridad jurídica de no estar al arbitrio del poder del régimen absolutista de la época, sino de su libre individualidad dentro de una política de equilibrio y de contrapeso al poder de la autoridad, a través del establecimiento de la división de poderes.97
Esto desembocaría en una forma de gobierno liberal clásico que no define un modelo particular y generalizado; en tanto que sustenta una diversidad conceptual según la Nación de que la que se trate, es decir, acorde con la trayectoria evolutiva y tradicional de su historia monárquica. 
En tal medida, mientras que en Inglaterra, en razón de los términos que marcan la Revolución inglesa del siglo xvii de 1642-1649, nos llevan específicamente a una monarquía parlamentaria; en Francia, en cambio, ante el suceso de la Revolución francesa de 1789, nos conlleva a la definición de la conformación de una República específica; o bien, en España, tomando en cuenta sus pertenencias territoriales en las coloniales en América y en relación con el consecuente surgimiento de la Constitución española de 1812, hablaríamos entonces de una monarquía constitucional.
Sin embargo, cabe resaltar que en este Estado liberal, o limitado en la mayoría de las monarquías constitucionales europeas, no tomando en cuenta su denominación particular, igualmente se instaurará sin que haya diferencias de fondo o al menos antónimos entre ellas: la libertad individual, la existencia de un mercado libre, la libertad de expresión y la desaparición de la tortura judicial por igual; así como el establecimiento de favorecer, como un deseo fundamental de todas ellas, aquella teoría relativa a la igualdad de oportunidades, que en sustancia propone una forma diferente de gobierno; sobre todo en el ámbito de un mundo occidental común al que México se adhiere con justicia, y en donde la Constitución de 1917 plantea aportaciones importantes en el área de los derechos sociales, a nivel universal.98
Por otro lado, con base en la necesidad de búsqueda de soluciones ya enunciada, es oportuno parafrasear la percepción de Carbonell, en tanto que declara un cuestionamiento obligado que, al mismo tiempo, conlleva un sentimiento similar en el pueblo mexicano: de cómo hacer efectiva la garantía social de los derechos en la práctica, en tanto que aparentemente por el temor a la represión a la vendetta, se orilla a que los ciudadanos no pugnen por ella, dando así lugar al crecimiento de una cultura de sumisión. 
Por tanto, el autor maneja, a manera de remedio pertinente, el presupuesto del “activismo judicial” que, en un momento dado, la sociedad debiera realizar comprometidamente con el objeto de garantizar que la defensa de los derechos pudieran ser una realidad en la práctica; empero, siempre condicionada de manera pacífica y sin hacer uso de la violencia; pues como bien señala: “Toda la evidencia teórica y práctica permite llegar a concluir que los derechos tienen que ser ganados por la sociedad”. En este sentido, enfatiza su esencia histórica: “Lo que sí podemos observar es que los derechos han tenido que ser “arrancados” al poder, mediante luchas y enfrentamientos para romper con situaciones que durante siglos fueron vistas como normales y que, llegado un punto en la evolución de las sociedades, se rebelaron como insostenibles.”
La sugestión que se deduce de su pensamiento es que, de estas luchas o revoluciones, que si bien nos han dado margen legítimo a protestar contra las injusticias de cualquier Estado, debieran sustentarse en un proceder de tipo constitucional, es decir en “…una revolución de la legalidad, desde la legalidad; su objetivo no es otro más que exigir el cumplimiento estricto y completo de todo aquel desarrollo de legalidad del que contamos, ya hoy en día están debidamente señaladas por la Constitución y los tratados internacionales en materia de derechos humanos”. 99 Por lo que concluye: “No se trata de inventar medicinas para alcanzar la felicidad, ni de construir utopías, sino de cerrar la inaceptable brecha que existe entre las promesas recogidas en constituciones y pactos, y la realidad indignante e insoportable de sociedades tan profundamente injustas, como o son las latinoamericanas”.100

5.2. La Reforma de 2011
Ahora bien, después de esta observación, en donde se pone de manifiesto la vital trascendencia en la Constitución de 1917 en correspondencia con las luchas revolucionarias, es momento de hacer alusión a las nuevas aportaciones sustentadas en cambios constitucionales trascendentales, y no solo en el sustento de carácter revolucionario, sino en aquel evento capital de condición renovadora establecido en la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011. 
A partir de este momento, entra en acción una tutela internacional que obliga al Estado mexicano a responder no solo por la garantías individuales establecidas –digamos de la Constitución social de Carranza–, sino por el concepto contemporáneo de la universalidad de los derechos humanos y, naturalmente de sus correspondientes garantías. Ello como resultado agraciado de la intervención de la comunidad internacional en la creación y subsecuentes declaraciones de la Organización Internacional de las Naciones Unidas (onu), al final de la Segunda Guerra Mundial. 
En tal situación, resultan admisibles las palabras de Carbonell, a fin de enfatizar el amplio contexto de su implementación:
Como es obvio, la reforma constitucional en materia de derechos humanos debe ser entendida y explicada en un contexto más amplio, del cual se desprenden cuestiones políticas, jurídicas, sociales, económicas e incluso académicas, que fueron determinantes para llegar a configurar un nuevo paradigma de los derechos en una Constitución que ha sufrido muchos cambios desde 1917, pero a la que le faltaba una buena modernizada, precisamente en la parte relativa a los derechos.101
Es por eso que, si una reforma de tal trascendencia no ha logrado estabilizarse, es porque en su forma y alcance tal circunstancia se debe a su pretensión en extremo ambiciosa y, en cierta medida, porque atropella y sorprende inesperadamente con un sistema codificado por muchos años, el cual estaba dispuesto a no cambiar; es decir, en apego a la continuidad conservadora en favor de las estructuras jurídicas y, principalmente, a la tradición y comodidad de valores legales de antaño.
Parte de esta percepción sustancial es que los Estados miembros no quieren asumir y son escépticos, o bien son renegados a respetar el derecho internacional, como aquella tutela internacional en materia de derechos humanos, ya que a todas vistas incomoda y atenta con la soberanía institucional y nacional del Estado, ya que conlleva obligaciones implícitas de peso, en donde los Estados deben someterse bajo el principio pacta sunt servanda,102 a las fuentes del derecho internacional y de los tratados internacionales, así como del derecho consuetudinario.103
Valga sumar a esta circunstancia el siguiente cuestionamiento: ¿qué es lo que aportan fundamentalmente estos derechos humanos establecidos en el segundo párrafo del artículo 1 de la Constitución? Discusión acorde a esta presentación. La respuesta que salta a la vista, es sustentada en dos principios: el concepto de la interpretación conforme y la figura pro persona. En esta perspectiva, éstos darán lugar al Control de Constitucionalidad y al de la Convencionalidad de la leyes (normas generales), ante las posibles controversias constitucionales que se susciten, es decir, con base en lo denominado un ‘bloque de constitucionalidad’, integrado por la supremacía de la Constitución y, ahora, por los tratados internacionales convenidos, también de carácter legal supremo, principios que sustentan los Derechos Humanos y sus Garantías. 
Cabe referir, el primero establece de manera amplia que los derechos humanos deben interpretarse bajo un bloque constitucional más allá de la fuente del derecho interno; el segundo, que aun con conflicto de preferencia interpretativa entre dos normas, incluyendo el derecho internacional, se elegirá (preferencia de normas) aquella a favor de la conveniencia de las personas. Esto es relevante, ya que en apariencia tanto el principio de la interpretación conforme como el de pro persona aparentan ser una y la misma cosa. No obstante, desde su fuente de interpretación jurídica, una se refiere a que el interprete debe buscar la norma que el caso amerite como más eficiente, sobre la materia en concreto, dentro de la Constitución o dentro de los tratados internacionales convenidos por el Estado; mientras que la otra se refiere a que, pese a que el juez considere que tal o cual norma contemplada en este bloque es la más atinada al caso, deberá optar por aquella que favorezca más a la persona en cuestión, incluyendo una norma que pueda ser inferior jerárquicamente hablando. Es por ello que, la formulación racional de la pirámide jerárquica de Kelsen –válida en su tiempo y espacio histórico– prácticamente se viene abajo con la aparición de los principios jurídicos contemporáneos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.104
No obstante, es necesario complementar lo que Caballero apunta como sustento de lo que ha llamado, categóricamente, como un nuevo rostro constitucional a partir de esta Reforma de 2011: 
Empieza por devolver a las personas la aprobación de sus derechos, ante un modelo jurídico que, bajo una peculiar concepción de “garantías individuales”, fue cerrando los causes propios de su exigibilidad y justiciabilidad […]
En un marco normativo que ya era impostergable para remontar el atraso de varias décadas con una diversidad de temas con respecto a otros Estados constitucionales, específicamente en América Latina.
Se trata de un diseño cuya discusión tenía al menos 10 años, a partir del ejercicio de la Reforma del Estado […] y en el contexto de una apuesta de renovación constitucional ante la alternancia en la titularidad del Ejecutivo en 2000.
Si hay un talante con el que se pudiera caracterizar a este paquete de reformas en general, sería el fortalecimiento del concepto de derechos humanos en la Constitución […], así como la apertura al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, no sólo por el primero y segundo párrafo, que admiten expresamente a los tratados como fuente de derechos constitucionales, sino también por las obligaciones puntuales del Estado frente a ellos, así como los principios de Derecho Internacional que acompañan su reconocimiento y protección.
En este contexto, específicamente referente al reconocimiento de la naturaleza de las normas de derechos humanos presentes en las cartas fundamentales –constitución o tratados internacionales– esto es, el conformarse como principios mínimos susceptibles de ampliación mediante un sistema de reenvíos, y de integración con otros ordenamientos, lo que expresa la cláusula de interpretación conforme ahora recogida en el nuevo artículo primero, segundo párrafo de la Constitución.105

5.3. La Constitución formal y material
En las diferentes etapas evolutivas de la historia constitucional hemos apreciado que la fuerza normativa de la Constitución se sustenta en su naturaleza formal y material,106 toda vez que la esencia de la misma está predeterminada por su eficacia, es decir, en la fuerza legal que conlleve en su ordenamiento jurídico, empero, siempre y ante todo no como normas individualmente consideradas, sino a través de los valores y principios de la Constitución que finalmente puedan ser reflejados en la sociedad.
No obstante, también debemos tomar en cuenta que no existe una voluntad superior consumada que pueda exigir coactivamente el cumplimiento de la senda de lo formal a lo material, pese a la existencia de un rígido comportamiento jurídico que, siempre será inconsistente o en vano si no se posa en la praxis. Lo que da como resultado una deuda acumulada que este ordenamiento tiene en su relación fiel entre la causa de su legislación y el efecto congruente de las necesidades de la sociedad a fin de obtener la consumación democrática deseada y que, a su vez, nos conduzca a una confianza firme de los gobernados hacia el Estado.
Esto por cuanto la autoridad proviene y es confirmada con la satisfacción de la sociedad ante la ley, que al mismo tiempo le otorga fortaleza y legitimidad. En última instancia, será el eslabón que cierra el círculo unitario de la correspondencia entre la Constitución formal y los problemas civiles, políticos, económicos y culturales, como de otra índole, que tiene que ver con la materialización democrática y la voluntad de aquélla en aplicar los derechos fundamentales en la realidad. 
Por otro lado, es evidente que la Constitución contemporánea mexicana acarrea deficiencias a estos problemas que no dejan de ser complejos y escurridizos, pero que además débase tener presente la prerrogativa, en todo tiempo y espacio, de limitar prudente y eficazmente al legislador; sujetándolo bajo el principio de una Constitución rígida eficiente que evite que aquél se sienta tentado a diluir al extremo la concentración de principios constitucionales mediante la producción de una serie incontrolada de leyes, pese a que se amerite, considerando el que pudiera tener la validez de un fin legítimo: el ardid de satisfacer los problemas que el Estado está padeciendo, respecto de la delincuencia organizada y, en razón política, de confirmar así un Estado de derecho que la comunidad internacional juzga y demanda de manera recelosa. 
Al respecto, cabe disertar sobre el tema que resuelve la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH), a solicitud del gobierno uruguayo, relativo a la Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986,107 de cómo deben interpretarse las “leyes” (normas generales) en concordancia con el “alcance de las restricciones” del artículo 30 del capítulo iv, alusivo a la suspensión de garantías, interpretación y aplicación (Pacto de San José),108 en tanto que el centro de esta sección es interrogar qué tipo de ley establecería un modelo de interés general que justifique algo tan básico como la limitación de los derechos fundamentales.
Lo anterior implicaría atentar deliberadamente, en algunos casos, con los valores y principios de la Constitución, en la cual se sustenta la dogmática de todo orden jurídico aprobado por el constituyente. Es por ello que se hace referencia a esta consulta de una manera expositiva y no de análisis. En este sentido, baste citar la opinión de la Corte como resultado de una respuesta obligada y que nos concierne Define, después de un análisis profundo que comprende varias aristas: “que la palabra leyes en el artículo 30 de la Convención significa norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el procedimiento establecido por las constituciones de los Estados Partes para la formación de las leyes.”109
En este sentido, y con la visión preventiva de que la Constitución no tropiece eventualmente ante el riesgo constante de ser catalogada como ficticia, flexible y sustentada sólo en garantías constitucionales, se tiene que considerar que:
El mundo del derecho empieza en la Constitución y no en la ley. Por eso, lo que distingue a las Constituciones del siglo xx frente a la Constitución del xix [como bien lo podemos palpar en la comparación presentada entre la Constitución de 1857 y la Constitución de 1917]110 no son las garantías constitucionales, es decir, las garantías de la soberanía popular frente a la soberanía parlamentaria, las garantías de la Constitución frente a la ley. Mientras que Constitución del siglo xix es una Constitución flexible en la que no existen límites jurídicos para el legislador y en la que, en consecuencia, no puede plantearse el control de constitucionalidad de la ley. La Constitución del siglo xx va a ser una Constitución rígida, únicamente reformable a través de un procedimiento distinto del procedimiento legislativo ordinario y considerablemente agravado con respecto a éste, con base en el cual se va a ir afirmando progresivamente el control de constitucionalidad sobre los actos del legislador.111
Para tal afirmación el autor se apoya en la concepción sustentada en la sentencia Marbury vs Madison dictada –con justicia remarcable– por el juez Marshall, y que deliberadamente se retoma aquí, porque asume en pocas palabras la relevancia de lo ya citado y porque también definirá al sistema judicial de los ee.uu.: “los poderes del legislador son limitados y para que tales límites no se confundan u olviden se ha escrito la Constitución”.
En este sentido, cabe redefinir que con la monarquía constitucional o parlamentaria en Europa, desde los siglos xvii al xix, se consolida la limitación del régimen absolutista; en tanto que para el siglo xx, en cambio, se busca delimitar al propio legislador a través de la construcción de una Constitución rígida. Del otro lado, con los Estados Unidos de América ya había sido revelada la justicia constitucional por vez primera en 1803, respecto de la sentencia aludida; y un siglo más tarde, México manifestaría la primera Constitución social en 1917, frente a la búsqueda de evitar una Constitución ficticia que fuera manifiesta en la Constitución de 1857.
Más aún, es importante señalar que, tanto la monarquía parlamentaria de los ingleses (1642), como la república de los franceses establecida posterior a la Revolución francesa (1789), así como la monarquía constitucional de España (1812), habían tenido en común y como objeto erradicar el poder absoluto del monarca, modo de dar lugar al establecimiento de la soberanía popular versus la soberanía del Rey. Sin embargo, estos logros históricos, al que se le han ido agregando con justicia otros eventos más, no han sido suficientes para que los derechos fundamentales sean efectivos en la actualidad; sobre todo en la praxis del comportamiento de los supuestos Estados democráticos de América Latina. 
Mientras que en una era contemporánea en crisis al antiguo monarca se le ha sustituido displicentemente con la apariencia e imagen de un dictador democrático, o bien, entre otras denominaciones, bajo un aparente sistema presidencial, donde la división de poderes es ficticia y el poder absoluto se ha inclinado críticamente a favor, conveniencia e intereses económicos y políticos, de la autoridad y el arbitrio de un Presidente absoluto, en donde los beneficiados serán generalmente las pequeñas elites políticas y empresariales.112

5.4. Legalidad vs. legitimidad
En relación con el concepto que asume la ciencia política del tema en cuestión, se puede determinar que la legitimidad debe entenderse como la capacidad del Estado de obtener la obediencia de la comunidad sin prerrogativas, consensuada con la aprobación del pueblo; evitando así aquella tentación del Estado de recurrir a la coacción, o bien a una legislación fuera de contexto en situaciones extremas (como bien pudiera ser el caso, en cierta medida, de la figura jurídica del arraigo, evidencia de su carácter procesal en cierta medida resbaladizo, y que sobrepasa las expectativas esperadas en relación a los derechos humanos).
En aquel camino, lo que naturalmente se produce será la justificación de un Estado legítimo, en tanto que presupone cumplir con la aquiescencia del pueblo para aceptar y reconocer las disposiciones del gobierno, sin la necesidad de aplicar la fuerza violenta para su cumplimiento. No obstante, retomando la figura del arraigo, se debe reconocer que esto ha sido posible hasta cierto punto, gracias a la interpretación permisible que expresa el Art. 30 (Alcance de las restricciones) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y, en tanto que el Estado no ha sido capaz de resolver el problema de la delincuencia organizada. Más adelante se aborda este tema con detalle.
Por tanto, ante el consenso generalizado de la aprobación espontánea y eventual de la norma jurídica de parte del pueblo, el Estado obtiene de forma natural su legalidad, de tal manera y grado que la relación entre la legalidad y la legitimidad se consuman en uno solo, dando lugar al aseguramiento de un Estado de derecho y de una Constitución consolidada. 
En consecuencia, el Estado mexicano aún sigue esforzándose en alcanzar el logro de este consenso aprobatorio de la comunidad sociopolítica en materia de derechos humanos. Entretanto, silenciosa y paulatinamente, va generándose un claro detrimento de desconfianza y un preocupante descrédito ya evidente de la administración pública, lo que a la postre y en el peor de los casos pone en riesgo la posibilidad de que la sociedad en general, como una conducta de respuesta lógica, desacate finalmente tales derechos, o bien sea indiferente a la norma en materia de los derechos humanos; es decir, en tanto y cuanto no se compruebe su legitimidad con la aprobación del reconocimiento ciudadano, resultará fácil para éste inclinarse a infringir la ley ante sus conciudadanos, ya que irremediablemente la sociedad va aprehendiendo, de manera silenciosa y evolutiva, el desarrollo de una cultura negativa al respecto.
Entonces, si la legitimidad se confirma cuando una norma jurídica se acata sin la necesidad de la aplicación de un control violento, luego entonces surge la cuestión de cómo puede ser ésta reconocida. Primero –se infiere de los especialistas–, porque se presupone que la norma solamente puede ser válida cuando es legislada por un órgano competente, es decir, cuando pertenece a un sistema jurídico específico. Segundo, porque se reconoce que independientemente de que sea válida o no, una norma debe ser justa. Es decir, deberá ajustarse a los objetivos de la sociedad de una manera precisa y equitativa, posición que solamente acontece a partir de que la sociedad se dé cuenta, o descubra por consenso común, que una norma puede ser considerada como justa o injusta, y no como consecuencia de una voluntad de parte de ella o del Estado. Y, por último, porque somos conscientes de que la norma debe reunir el requisito de eficacia, en tanto que la desobediencia pone en evidencia su inefectividad y, en consecuencia, en serios aprietos la validez jurídica del Estado. Esto independientemente de las dos prerrogativas mencionadas. 
Entretanto, todo tiene en sustancia una relación cercana con la capacidad otorgada al poder legislativo para la creación de leyes en el campo del concepto de la división de poderes y, sustentado en el principio que rige el Estado de derecho; bien que conlleva el privilegio de definir la implementación de la fuerza del Estado en materia jurídica. Sin embargo, es imprescindible condicionar su funcionamiento de manera sustancial, con el objeto de rescatar, ante los actuales acontecimientos políticos, sociales y económicos, la premisa constitucional de defender prioritariamente los principios y valores de la ley suprema de la Constitución; así como, por aquello que tanto ha luchado el constituyente: la representación idónea y acorde al consentimiento del pueblo. Es decir, como bien señala Locke, y como un apoyo meritorio a este razonamiento tenemos claro que:
[…] debido a la fragilidad de los hombres (los cuales tienden a acumular poder), éstos podrían ser tentados a tener en sus manos el poder de hacer leyes y el de ejecutarlas para así eximirse de obedecer las leyes que ellos mismos hacen; y como podrían también tener tentaciones de hacer las leyes a su medida y de ejecutarlas para beneficio propio, llegando así a crearse intereses distintos de los de resto de la comunidad y contrarios a los fines de la sociedad y del gobierno […]113

5.5. La ductilidad constitucional o la Constitución pluralista
Por otro lado, existe el razonamiento constitucional de Zagrebelsky, el cual se trata aquí con la perspectiva y objeto de una clara solución a la problemática (Estado de derecho) por la que atraviesa México; enunciando su premisa: “El único contenido “sólido” que la ciencia de una Constitución pluralista debería defender, rigurosa y decididamente contra las agresiones de sus enemigos, es el de la pluralidad de sus valores y principios”.
De esta manera pone de manifiesto una visión jurídica que debe ser tomada en cuenta, cuando define que en este campo de convivencia entre los valores y principios no es una cuestión de la ciencia constitucional, sino de la política constitucional.114 Según se interpreta, se trata de la postura de inclusión y no de exclusión de las partes, en un juego de carácter pluralista, sobre todo cuando entramos en el campo de la inestabilidad de las relaciones entre los conceptos. En este sentir llegamos así al objeto de nuestro interés, rescatando que “La dogmática constitucional debe ser como el líquido donde las sustancias que se vierten –los conceptos– mantienen su individualidad y coexisten sin choques destructivos, aunque con ciertos movimientos de oscilación y, en todo caso, sin que jamás un solo componente pueda imponerse o eliminar a los demás.”115
La idea general de este concepto en el trasfondo, está sujeto a que las normas jurídicas en esta época ya no deben sostenerse en las enunciaciones de los intereses de las partes ni de aquellas expresiones y conjuntos de ideas universales e inmutables, donde una parte imponga y la otra parte acate, y en donde los jueces no sólo actúen como portadores de la ley, sino con una actitud de guiar comprometidamente su correcta aplicación. En suma, esto es lo que al parecer sustenta el pensamiento esencial del autor referente a la tesis presentada en su libro titulado El derecho dúctil: 
Los términos a los que hay que asociar la ductilidad constitucional de la que aquí se habla son la coexistencia y el compromiso. La visión de la política que está implícita no es la de la relación de exclusión e imposición por la fuerza (en el sentido del amigo-enemigo hobbesiano y schmittiano), sino la inclusiva de integración a través de la red de valores y procedimientos comunicativos, que es además la única visión no catastrófica de la política posible en nuestro tiempo.116
Es decir, la convivencia esencial de valores y principios en la que debe sustentarse una Constitución, con fundamento en sus encomiendas de unidad e integración, evitando así contraponerse con aquel principio material pluralista, demanda que aquellos poderes se comprometan en no establecer un carácter absoluto, sino armonizados con aquellos otros que existen en convivencia.117
Es por ello, y con el fin de concluir esta exposición, que según la concepción filosófica de Locke, desde siglos atrás ya advertía que el poder legislativo de todo Estado debe estar sometido a condiciones, “… por virtud del mandato que la sociedad y la ley de Dios y de naturaleza han depositado en sus manos…”, a saber:
Primero: Tienen que gobernar guiándose por leyes promulgadas y establecidas […]
Segundo: Estas leyes no pueden estar encaminadas a otro fin último que no sea el bien del pueblo.
Tercero: No podrán los gobernantes aumentar los impuestos sobre la propiedad del pueblo sin el consentimiento de éste, ya venga dado por el pueblo mismo o por sus diputados […]
Cuarto: La legislatura no deberá ni podrá transferir a nadie el poder de hacer leyes, ni depositarlo en lugar diferente de aquel en el que el pueblo lo ha depositado.118
 

VI. Las reformas estructurales en México119
El paquete de reformas emitidas y recomendadas internacionalmente por la ocde a México, y que fueran puestas en marcha durante el periodo 2013-2016, no han tenido paralelo en el área de la política pública circunscrita en la dimensión de realizar los cambios profundos que durante tres décadas se postergaron en el área de la educación, el trabajo, los impuestos, las telecomunicaciones, el sector energético y el sistema judicial, entre otras. 
Es evidente que detrás de este gran evento lleno de expectativas de envergadura nacional, pero que también engloba el rango internacional por la ocde en el contexto de la globalización y dentro de un periodo de cinco años de cambios legislativos e institucionales, surja la necesidad de elaborar dictámenes de los avances y desafíos examinados en la realidad. Aunque, para dicha organización internacional “todavía es prematuro evaluar el efecto de estos cambios”.120 No obstante, no es circunstancial que la ocde haya apoyado al gobierno de México en el diseño y evolución de la implementación de estas reformas. Por tanto, como bien señala su secretario general, “el índice de pobreza de México casi duplica el promedio de la ocde y las desigualdades regionales siguen siendo considerables”.121 De tal manera que: 
El crecimiento de la productividad es bajo en muchos sectores, y alrededor de 30 millones de personas siguen trabajando en empleos informales, sin acceso a ingresos estables, oportunidades de capacitación, servicios financieros, atención médica o cobertura de pensiones. Si bien la proporción de alumnos con bajo rendimiento escolar ha disminuido, los estudiantes mexicanos de 15 años todavía obtienen puntuaciones inferiores al promedio de la ocde, de acuerdo con los resultados de pisa, el Programa de la ocde para la Evaluación Internacional de los Alumnos. La aplicación del estado de derecho sigue siendo deficiente, sobre todo en los ámbitos estatal y municipal, lo que contribuye a los elevados niveles de delincuencia e inseguridad. México tiene la tasa de homicidios más alta de la ocde, y tan solo 46% de las personas se sienten seguras al caminar solas por la noche, muy inferior al promedio de la ocde de 68%. La corrupción sigue siendo un problema mayor: más del 60% de las personas creen que la corrupción gubernamental es generalizada.122
En este sentido, la ocde publica un libro con la inscripción: “Hacia un México más fuerte e incluyente”, el cual comprende una serie de mejoras políticas, en donde se propone que: “México continúe con su programa de reformas”.123 Con la idea de que “requiere fortalecer algunas de las reformas recientes, mantenerlas actualizadas y promoverlas para garantizar su aplicación eficaz. [En esta estela reformista] La ocde está lista para seguir acompañando a México en este camino. [Y propone:] Juntos, continuemos diseñando, promoviendo y aplicando mejores políticas para una vida mejor en México”.124
En consecuencia, estas reformas denominadas de segunda fase, con base en los desafíos presentados y a la inclinación mundial de un creciente proteccionismo y nacionalismo en los Estados, ha estimado conveniente recomendar a México impulsar y continuar con cambios estructurales en temas sustanciales como el fortalecimiento institucional, Estado de derecho y el combate a la corrupción e inseguridad, siendo las debilidades más acentuadas en la realidad de las reformas de la primera fase.

6.1. Antecedentes
Como se ha anotado, durante un periodo de tres décadas la economía mexicana ha atravesado por un camino áspero de profundas crisis económicas –dentro de éstas la más reciente es la de 2008–, por lo que ha estado sometida de principio en ellas y en una progresión de reformas significativas en el campo macroeconómico, microeconómico, comercial, regulatorio, sectorial y laboral, sin obtener finalmente el éxito deseado.
En el ámbito macroeconómico, la política fiscal de carácter esencialmente expansivo dio marcha atrás para dar paso a una dirección conservadora en donde el control de la inflación fuera la meta sustancial. En tanto que, tocante al espacio microeconómico y precisamente durante los ochentas del siglo pasado, el foco esencial de las reformas consistió en fortalecer la eficacia de la economía con el objeto de generar, a la postre y paulatinamente, un crecimiento certero en el futuro. Destacando sobre todo la privatización de empresas públicas y la liberalización comercial, así como la derogación de los subsidios a la producción, el consumo y el crédito.125 Como contrafuerte a esto, se desglosarn las palabras de Ross y Moreno, respecto de esta actitud política basada en intentar garantizar un desarrollo económico sostenible por vías alternas y de tendencias liberales: 
[Por tanto] También se [ha] considera[do] la privatización de las empresas públicas –incluyendo en una primera etapa la venta de pequeñas y medianas empresas y, en una etapa posterior, la venta de la empresa de telefonía [siendo concedida por subasta pública al Grupo Carso, propiedad del empresario de Telmex]126 y las del sistema bancario nacional, que involucran activos más importantes– y el uso de ingresos provenientes de las privatizaciones. El debilitamiento de la política industrial también se examina, incluyendo la eliminación de los subsidios crediticios y a la producción, de las reducciones de impuestos y de esquemas de protección comercial…127
A igual distancia, cabe recordar que en las postrimerías de los setentas, enmarcadas dentro de la crisis de 1976, en donde el tipo de cambio había permanecido fijo y cómodamente conducente durante 22 años –hecho que mantenía a la sociedad y al gobierno mexicano dentro de una aparente visión de bienestar económico–, éste irremediablemente tiene que ser abandonado ante la convicción y reconocimiento del Estado –circunstancia que se eludía con una postura displicente–, de la existencia de una tasa superior a la tasa externa, un creciente déficit fiscal y el derrocamiento de lo que se ha denominado como los años dorados de la economía internacional. No obstante, por fortuna, ante el peso de las responsabilidades acaecidas, esta depresión fue pasajera con el hallazgo de yacimientos petroleros, devolviendo la confianza y desencadenando lo que se aprecia como el mayor auge petrolero de 1978 a 1981.
En este sentido, resulta apropiado anotar lo que se menciona en la introducción del libro Desarrollo y crecimiento en la economía mexicana, en donde se puntualiza que a semejanza del periodo anterior (1976) “… el proceso de rápido crecimiento estuvo acompañado de desequilibrios macroeconómicos que se agudizaron en 1981 debido a la pérdida de control del gasto público. Junto con el dramático cambio en el entorno internacional, el drástico aumento en las tasas de interés resultado del choque Volker; 128 el debilitamiento del mercado petrolero iniciado en 1981 y la reducción eventual de los flujos de capital que dio como resultado la crisis de la deuda de 1982”.129 
Por lo que a la postre esta situación de lucha inflacionaria en ee.uu. tuvo su fin gracias a Paul A. Volcker, director de la reserva federal desde 1979 hasta 1987, que favoreciera las políticas antiinflacionarias, bajando con éxito el nivel de precios de 11.8 a 4.3, a pesar del alto costo de desempleo originado. La relativa estabilidad ocasionada por un saldo inflacionario bajo fue seguida por el suplente Alan Greenspan y posteriormente sostenido, aunque con una economía insuficiente, por Ben Bernake.130
En correspondencia, la crisis mexicana por la deuda externa de 1982 y la caída del precio del petróleo de 1986, se unen a la llamada década perdida de desarrollo económico y las políticas radicales iniciadas a mediados de los ochentas. Al margen de esta situación, el Estado mexicano se inclinaría por un proceso de reformas a favor de la liberalización comercial, dando como resultado, en 1984, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan), la apertura definitiva de la desregulación de la inversión extranjera directa y la injerencia de los mercados internos al capital extranjero.131
Ya en los albores de los noventas todas las reformas subsecuentes se han orientado a las estrategias de desarrollo sustentadas en atraer la inversión directa a países emergentes como México, ya que es sustento vital para el futuro de estas economías.132 “Aunado a las políticas del Consenso de Washington, la apertura de amplias zonas en el mundo hacia el comercio exterior, derivado de la incorporación de las economías socialistas a la esfera capitalista, ha sido un factor clave del crecimiento del comercio mundial, que por años ha sostenido la estrategia de crecimiento hacia fuera, que los tecnócratas de Washington han venido propugnando”.133

6.2. Pacto por México
En la medida que las perspectivas ejecutivas federales buscan un cambio constitutivo para México, a partir de 2012, año en donde “el gobierno electo alcanzó rápidamente un acuerdo histórico con partidos políticos de ideologías divergentes para establecer un ambicioso y consensuado paquete de reformas: el Pacto por México. 134 Así, el bloque de reformas políticas y estructurales legislativamente implementadas han tenido la intención de combatir el espectro de la informalidad del mercado laboral, reducir los niveles de pobreza así como la desigualdad de ingreso y de oportunidades y, de esta manera, reavivar la economía del país y encaminarla hacia la prosperidad, lo que paradójicamente las reformas de finales del milenio anterior no habían alcanzado.
Sin embargo, como requisito ineludible todas las legislaciones que incluyen iniciativas respecto del mercado laboral, educación, energía, telecomunicaciones, sistema tributario, entre otras materias, presuponen que sólo se tendrá certeza de su impacto económico en el país si son acompañadas de acciones decisivas para corregir el manejo de las instituciones judiciales, fortalecer el Estado de derecho y atender los problemas de seguridad, así como de combatir el resabio de la corrupción.
Estas condicionantes devenidas del criterio de los estudios económicos realizados por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde),135 define económicamente que, si se implementan a plenitud tanto las reformas como las acciones concretas respecto del sistema que compete a la administración pública, en tal caso, el crecimiento del pib per cápita anual de la economía mexicana podría sostenerse en un punto porcentual creciente durante los próximos diez años.136 Esto indudablemente presagia el mayor desafío que México tendrá que solventar, y que tanto el Estado como la sociedad civil anhelan como una utopía real a realizar con propósito.
En este alcance ideal, a corto plazo, la competencia de mercado generadas por estas enmiendas podría verse fortalecida con la eliminación de los sectores dominados por los monopolios; mientras que en el sistema educativo sus efectos naturalmente serán visibles a largo plazo.137 Asimismo, el análisis alude a que las reformas, aunadas a la recuperación global manifestada después de la crisis recesiva de 2008, pueden generar un crecimiento anual que llegue hasta 4%. 
Sin embargo, a mediano plazo el estudio predice que, como un eventual tropiezo, la economía mexicana puede verse afectada por la disminución de los precios del petróleo y por el agravamiento ulterior de la política monetaria de carácter expansivo de los Estados Unidos, definida en significativos efectos económicos y financieros, en tanto que presume una de las economías más poderosas del mundo en proceso mutante.138
Mas, su principal observación en esos parámetros eraa positiva, consistente en que México tuvo la oportunidad de acelerar sus tasas de crecimiento económico y competir con los mejores posicionados en su convergencia con el ocde, a partir de 2015;139 en relación a que México destaca con base en la suma de reformas legisladas en materia de política pública, de entre otras economías, incluyendo al G7, Unión Europea, Países emergentes de la ocde y Europa del sur, como el mayor reformador de los últimos dos años, mismas que fueran adoptadas de manera sustancial en 2013-2014, alcanzando en promedio 58% de las recomendaciones de reforma de esta organización.140
Se detecta que la influencia de los organismos internacionales forman parte esencial para la política actual de México, enfatizadas durante la primera década del presente siglo y distintivamente a partir de la segunda década y, por otro, no se deja fuera la presunción de una deficiencia de rezago político, diferido desde la década de los ochentas del siglo pasado, cuando se observan las primeras manifestaciones para llevar a cabo reformas estructurales e implementar políticas ante los cambios tecnológicos de vanguardia, así como el acuerdo político de resolver necesidades urgentes de problemas nacionales que no podían ser postergadas, tales como la informalidad del trabajo o el monopolio en las telecomunicaciones y, ante todo, la aprobación legal del seguro de desempleo y pensión universal. De ahí que la alta cifra de enmiendas es el corolario de esta circunstancia tardía. Por tanto, el júbilo y el logro de la armonización de los acuerdos para su lanzamiento debería ser tratado de forma conservadora, aunque si bien parcialmente afortunado. 

6.3. Ley de Responsabilidad Fiscal 2014
Los propósitos de esta reforma secundaria derivada de la reforma hacendaria predisponen un necesario presupuesto sustentable –pese a que desde el punto de vista macroeconómico el déficit presupuestario del país haya sido condicionado también en razón de la desaceleración económica–, a través de un incremento a la tasa de recaudación a mediano plazo, lo que llevaría a colectar una base tributaria hasta de 2.5% del pib en 2018. Así, la Ley de Responsabilidad Fiscal 2014, encaminada a enmendar los diversos impuestos existentes, comprende los siguientes gravámenes: el impuesto sobre la renta de las personas físicas, el empresarial, al consumo y a la energía.
En referencia a estas medidas, para las personas físicas la tasa marginal sería de 35%, salvo las deducciones, las cuales tendrían topes delimitados, en tanto que para el empresarial la novedad se circunscribe a que habrá un impuesto por las ganancias de capital en la venta de valores –bonos e inmuebles–, incluyendo 10% de impuesto a la remuneración de los dividendos.
Estos rubros eran antes exenciones o dispensas de las cuales se veían beneficiados fundamentalmente los inversionistas. Lo que representa que la empresa, en el caso de que decida repartir utilidades a sus accionistas deberá pagar aquella deducción más la tarifa correspondiente al isr. Lo que originará que las empresas tengan la tendencia a la reinversión de utilidades.
De esta manera, se une México al llamado sistema dual implementado por la mayoría de los países desarrollados como emergentes, sustentado en una política económica de rentabilidad.
Asimismo, se derogó el Impuesto Empresarial a Tasa Única (ietu) y se acotaron las provisiones para la depreciación; se abolieron las exenciones a los gastos de inversión y las preferencias fiscales de las maquiladoras, y hubo un aumento del impuesto al consumo en las zonas fronterizas.141 Adicionalmente, hubo impuestos de carácter especial para aquellos combustibles de gran contenido energético, como el carbón y el petróleo, a excepción del gas natural. Finalmente, el carbono también ha sido efecto de impuesto, así como los alimentos que contengan un alto contenido de calorías y bebidas azucaradas.
En esencia, esta ley pretende limitar los Requerimientos Financieros del Sector Público como freno a la aceleración de la deuda pública, programando así una neutralidad fiscal para consolidarlo en 2016 y tener un balance apropiado en 2018, en relación con el pib.
Más aún, se buscó generar un fondo con la reforma del sector energético, el cual estará a cargo del Banco de México, con la salvedad de la injerencia de una correcta proporción de consejeros independientes.142

6.4. Ley Federal de Competencia Económica
El artículo 28, que adiciona diversas disposiciones de acuerdo con el Decreto de Reforma de la Constitución en materia de telecomunicaciones del 11 de junio de 2013, especifica que el Estado tendrá a su disposición dos órganos autónomos con personalidad jurídica y patrimonio propio: 
	Una Comisión Federal de Competencia Económica (cofece), la cual se encargará, además de otras facultades, de “garantizar la libre competencia y concurrencia, así como prevenir, investigar y combatir los monopolios, las prácticas monopólicas, las concentraciones y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados, en los términos que establecen esta Constitución y las leyes”.

	Que “El Instituto Federal de Telecomunicaciones [ift] será la autoridad en materia de competencia económica de los sectores de radiodifusión y telecomunicaciones, por lo que en éstos ejercerá, en forma exclusiva, las facultades que este artículo y las leyes establecen para la Comisión Federal de Competencia Económica y regulará de forma asimétrica a los participantes en estos mercados con el objeto de eliminar eficazmente las barreras a la competencia y la libre concurrencia…”143 

Por tanto, la nueva Ley Federal de Competencia Económica expedida en el Diario Oficial de la Federación el 23 de mayo de 2014, establece en su Artículo 1: La presente Ley es reglamentaria del artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de libre concurrencia, competencia económica, monopolios, prácticas monopólicas y concentraciones, es de orden público e interés social, aplicable a todas las áreas de la actividad económica y de observancia general en toda la República. 
Además especifica, en su Artículo 2: Esta Ley tiene por objeto promover, proteger y garantizar la libre concurrencia y la competencia económica, así́ como prevenir, investigar, combatir, perseguir con eficacia, castigar severamente y eliminar los monopolios, las prácticas monopólicas, las concentraciones ilícitas, las barreras a la libre concurrencia y la competencia económica, y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados.144

6.5. Reforma Energética
Petróleos Mexicanos (Pemex) es consciente de que carece de una tecnología de punta para la explotación y financiamiento de nuevos recursos energéticos. Más aún, adolece de una producción decreciente. Es por ello que se asume que la Reforma energética lanzada a finales de 2013, y sus respectivas leyes secundarias en agosto de 2014, han establecido organismos reguladores, autónomos y con financiamiento independiente para efectos de concesión de licencias, lo que deja la puerta abierta a inversionistas nacionales y extranjeros para la exploración, producción y transporte de petróleo y gas, incluyendo la refinación y la comercialización de hidrocarburos, como un sector atrayente de inversionistas. 
En este sentido, el documento expresa: “La reforma energética es consistente con recomendaciones planteadas en Estudios económicos de la ocde realizado en años previos (ocde, 2013ª), y prevé una variedad de modalidades de participación del sector privado, tales como participación de utilidades, producción compartida y acuerdos de licencia”.145
Además, el incremento de los precios al menudeo, de gasolina y diésel, estarán acorde con la inflación hasta 2017, pero a partir de 2018 serán sujetos de las regulaciones del libre mercado.
Por último, la Comisión Federal de Electricidad (cfe) también ha sido parte de esta liberación estatal, a fin de promover competencia entre nuevos participantes del sector privado. 

6.6. Reforma en materia de Telecomunicaciones
A manera de prefacio sobre la materia, debe considerarse que en México los sectores de telecomunicaciones y de radiodifusión han estado concentrados o monopolizados, lo que se ha reflejado en detrimento de la economía de los usuarios, debido a un servicio de precios elevados, mala calidad y baja cobertura, disminuyendo paulatinamente el derecho a la información y siendo un obstáculo a la libertad de expresión.
Es así que el gobierno, con la perspectiva de que para el progreso económico y social de los países es necesario una eficiente infraestructura en las telecomunicaciones y la radiodifusión, puesto que es herramienta fundamental para el crecimiento, la productividad, incremento del desarrollo de la democracia y el fortalecimiento de los derechos humanos, apuesta a que la reforma en esta materia permitirá alcanzar estos fines, además de un mejor acceso a la cultura y la educación.146
Consecuentemente, se busca frenar el ejercicio del monopolio y fomentar un campo competitivo en aquellas zonas de la población mexicana olvidadas por este sector, y que han lesionado el bienestar y el desarrollo de los mexicanos ante los avances de la tecnología del mundo globalizado.
En este sentido, en junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (dof), la declaración del decreto en que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6º, 7º, 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones.147
Asimismo, se crea el Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift), como un órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con el fin de regular, promover y supervisar el uso y explotación de la banda radioeléctrica y de todos aquellos componentes garantizados en lo establecido en los artículos reformados 6º y 7º de la Constitución. Además, con el fin de promover la inversión, se han puesto en operación tribunales especializados en la materia.148 Actualmente, tanto éstos como el ift están en pleno funcionamiento al promulgarse las leyes secundarias en mayo de 2014.
Adicionalmente, el ift será la autoridad en materia de competencia económica de los sectores señalados, a fin de ejercer en éstos una concurrencia óptima, ya que, como señalan los estudios de la ocde, “Telmex, el operador dominante en el mercado de telefonía fija, posee 80% de participación de mercado, en tanto que Telcel, empresa de telefonía móvil, tiene 70% de participación en su mercado correspondiente”.149 Lo anterior representa que los precios para los usuarios estén a un nivel muy alto, incluso a nivel internacional.
Como seguimiento y cumplimiento de la reforma a la Constitución en esta materia, es importante puntualizar que el 12 de enero de 2015 se publica en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo expedido mediante el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones, con las disposiciones regulatorias de la Ley Federal de Competencia para los sectores de telecomunicaciones y radiodifusión.
Baste citar aquí el Artículo 1 del Capítulo I de dicho acuerdo único: “… El presente instrumento tiene por objeto establecer las Disposiciones Regulatorias necesarias para el cumplimiento de las atribuciones del Instituto Federal de Telecomunicaciones en la sustanciación de los procedimientos en materia de competencia económica, en términos de la Ley Federal de Competencia Económica”.150
 

VII. Implicaciones económicas de la Reforma Penal en México

7.1. Implicaciones económicas nacionales151

7.7.1. Desempleo
México destaca estadísticamente por su gran “población activa”152. La reforma penal inclinará la balanza gradualmente en el decrecimiento del desempleo y proporcionalmente en relación con el desarrollo y la efectividad de su implementación. Por lo tanto, los “parados”, en su mayoría jóvenes de entre 15 y 24 años, no se dejará tentar por el “atractivo” monetario de enrolarse en los asuntos delictuosos, pues éstos estarán, por un lado, conscientes del respeto, confiabilidad y eficacia del procedimiento penal reformado153 y, por el otro, acrecentará su determinación en la búsqueda de un trabajo honesto con la fe del bien social y su posible éxito, lo que aumentará la estimación en sí mismos y disminuirá la degradación psicológica originada por la falta de él y por el temor a la pobreza. Acaso estos dos fundamentos sean los responsables indirectos pero fuertes indicadores, entre otros motivos, de que se ha visto favorecida la delincuencia como opción alternativa.
En el caso de que esto fuera una realidad, encaminándose en un futuro mediato, entonces el empleo, colateralmente motivará la producción; elevando así, por consecuencia, el producto interno bruto (pib) de la nación. Es evidente que las fórmulas económicas no siempre aseguran su efectividad en la realidad, pero la idea ofrecida a los jóvenes, de un camino más seguro en su vida a través de las estructuras legales, fomentará una mejor actitud para su colaboración al desarrollo de la sociedad. 
Es cierto que no se puede hablar exclusivamente de un desarrollo “economicista” basado en un crecimiento económico, mas ante todo nos referimos a la concepción total del desarrollo humano, indicativo que determina un progreso más riguroso del progreso: a la clasificación del Índice de Desarrollo Humano (idh). En tanto, como bien señala Guerra:154 “el desarrollo humano debe superar necesariamente la visión estrecha del simple concepto de crecimiento económico, variable importante, incluso determinantes en algunos casos, pero de ninguna manera indicadora de sí mismo de desarrollo”. Y confirma con una locución latina: “Ceteris paribus, habrá mayor calidad de vida y por lo tanto mayor desarrollo en un país A si se constata menos violencia y delincuencia que en un país B.”

7.1.2. Iniciativa privada y revitalización de las instituciones públicas. 
La iniciativa privada, base de una economía de libre mercado y generadora del impulso de la competencia se ha paralizado por los efectos de la extorsión. Por ello, es imprescindible que los Estados promulguen normas que atiendan este problema y que aseguren una economía para el bienestar y el bien de la comunidad. Al respecto, el Banco Mundial planteaba en 1997 como una de sus estrategias:
Aumentar la capacidad del Estado mediante la revitalización de las instituciones públicas. Ello comprende los siguientes elementos: establecer normas y controles eficaces para poner coto a las medidas estatales arbitrarias y luchar contra la corrupción arraigada; exponer a las instituciones estatales a una competencia mayor a fin de incrementar su eficiencia; mejorar el desempeño de las instituciones estatales mediante el aumento de las remuneraciones e incentivos, y hacer que el sector estatal responda más eficazmente a las necesidades de la población, cerrando la brecha entre gobierno y pueblo mediante una mayor participación y descentralización.155
Asimismo, Calderón, manifestaba como un consenso general:
1. Se admite casi unánimemente que el sistema de precios propio de la economía de mercado, así como todas sus características institucionales, como la propiedad privada, la libertad de iniciativa y trabajo, la protección de la justicia conmutativa, etc., se acepta como un valor que las sociedades no sólo deben respetar, sino proteger.
2. Se admite casi unánimemente que el estado debe asumir el papel de defender el sistema económico de mercado. 
3. Se admite casi unánimemente que el estado debe de aceptar subsidiariamente llevar a cabo acciones de protección directa o indirecta para aquellas personas y/o colectivos que sufran especialmente los efectos secundarios del sistema: sanidad, defensa gratuita, protecciones para situaciones de desempleo, vejez o enfermedad, son las tareas más características.156

7.1.3. Lavado de dinero y evasión fiscal
La reforma penal con sus principios del proceso acusatorio y oral, coadyuvaría a disminuir el lavado de dinero (ld) y como consecuencia la evasión fiscal; mecanismos que conllevan a un empobrecimiento lento pero real de las Naciones. Entonces, este cambio legal se manifiesta como una herramienta más para producir un beneficio económico de los Estados, ya que combate directamente las actividades ilícitas o criminales que generan el dinero negro, tales como la prostitución, el narcotráfico, contrabando de armas, etc., así como la necesidad de su blanqueamiento a través de los bancos, empresas imaginarias u otros recursos que favorezcan su legitimación como medio de intercambio en el mercado común.
Además, estos esfuerzos colateralmente se sumarían a las actividades de la Unidad de Inteligencia Financiera (uif) de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, lo cual reforzaría los esfuerzos para la malversación pública, el fraude y la corrupción: técnicas sutiles pero dañinas, las cuales se han visto favorecidas con la exageración y el pretexto de los usos de confidencialidad bancaria a nivel mundial, efectos de una nueva economía basada en las transacciones millonarias muchas veces no identificadas por la sofisticada tecnología de las comunicaciones.
Consciente de lo anterior, mediante el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 2004, el gobierno mexicano ha establecido la Unidad de Inteligencia Financiera en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como una instancia central nacional para la recepción, análisis y difusión de reportes de operaciones y otra información financiera que puede ser útil para detectar operaciones posiblemente relacionadas con el lavado de dinero o el financiamiento al terrorismo (ld/ft).157
A fin de proporcionar un acercamiento del grado de la problemática manifestada, véase más abajo la gráfica 1, la cual muestra las estadísticas de operaciones inusuales: sistema estadístico de registro de donde puede detectar e iniciar investigaciones sobre posibles transacciones ilegales o, específicamente, movimientos sospechosos de lavado de dinero y financiamiento del terrorismo internacional. Puede observarse claramente la inclinación, aunque relativa, de una tendencia a la baja: de 63,674 operaciones dudosas registradas en el 2005 a un porcentaje de 46,876 en el 2010. Pese a que el dato sigue siendo todavía sorprendente si manifiesta una desaceleración, gracias a la presión que ejerce esta institución y, por qué no, al temor de la reforma en conjunto con las actividades basadas en un marco jurídico de prevención de actividades inciertas. 

Gráfica 1.158
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7.2. Implicaciones económicas internacionales

7.2.1. Integración regional
El hecho de que como política estatal ciertos países latinoamericanos se hayan inclinado por implementar el derecho procesal acusatorio –México, tras de ellos–, indudablemente fomentará aún más los acercamientos y la integración; pues al contar con una paridad latinoamericana en los procedimientos penales se generarán intercambios de experiencias jurisdiccionales y académicas que desembocarán en una integración regional mejor fundamentada en el continente americano y, no tan sólo económica como hasta ahora, sino que también con las ganancias naturales implícitas que ofrecen otras disciplinas, como el derecho, con el deseo de integrarse regionalmente con mayor facilidad en un espacio geográfico que le pertenece. 
Asimismo, la enmienda da una mayor confiabilidad a los acuerdos comerciales exteriores con los países desarrollados, tales como la Unión Europea y los Estados Unidos. Es decir, los países en desarrollo podrán disminuir la brecha con sus inmediatos, en la medida en que este procedimiento asegure cada vez más una estabilidad jurídica, tal como Conde lo asegura:
En definitiva, el regionalismo está adquiriendo protagonismo por sí mismo en la configuración de las relaciones comerciales internacionales. En este contexto, y en el marco del nuevo orden mundial que se está gestando desde los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2002, el regionalismo puede ser una fórmula para reforzar la actuación decidida de los países desarrollados por integrar a los menos desarrollados en el sistema de comercio internacional. Para ello los participantes en los diferentes procesos de integración deberán promover el regionalismo abierto, con la tendencia a incorporar el mayor número de países posible, y respetar las normativas multilaterales de la Organización Mundial de Comercio (omc), apoyando las negociaciones iniciadas con la Ronda Doha.159
Lo que se intenta resaltar con lo anterior, es que hay una tendencia natural a generar un sistema legal unificado basado en principios que faciliten las interrelaciones entre Estados, organizaciones, empresas, a fin de adaptarse al nuevo orden global que se vislumbra. 
En este sentido, el conocimiento y la cultura de los procedimientos procesales acusatorios basados en la oralidad, típico de los países anglosajones (common law) y, entre ellos, nuestro vecino estadounidense, nos abrirían un entendimiento mayor en cuanto a las negociaciones y desacuerdos que se pudiesen emprender con los mismos; por ejemplo, en pro del desarrollo de las futuras permutas que abarquen nuestro tratado bilateral (nafta) o, particularmente, en la dimensión y la defensa de los migrantes ilegales ante las situaciones de su nuevo estado territorial temporal.

7.2.2. Inversión extranjera y el riesgo político, financiero y económico
A pesar de la división de opiniones respecto de los pros y los contras de la inversión extranjera, ésta favorece igualmente tanto a un país A en vías de desarrollo como a un país B desarrollado; mas, es evidente también, que esto conlleva, en mayor o en menor grado, riesgos para ambos. 
En el entendido de que en la relación entre estas dos partes (A-B), la inversión la asume el país desarrollado, se trata aquí primero ese caso para la argumentación y del cual anota Carbaugh: 
Evaluar el costo y los beneficios de hacer negocios en el extranjero conlleva análisis del riesgo político, financiero y económico. El análisis del “riesgo político” tiene la intención de evaluar la estabilidad política de un país e incluye un criterio como la estabilidad gubernamental, la corrupción, el conflicto nacional, tensiones religiosas y étnicas. El análisis de “riesgo financiero” investiga la capacidad de un país para financiar sus deudas e incluye factores como la deuda extranjera, como porcentaje del pib, falta de pago de la deuda y estabilidad del tipo de cambio. Finalmente, el análisis del “riesgo económico” determina las fortalezas y debilidades económicas actuales de un país al observar su tasa de crecimiento en el pib, el pib per cápita, tasa de inflación y demás. Luego, los analistas calculan una calificación de riesgo basado en estas tres categorías. Esta calificación compuesta brinda una evaluación general del riesgo de hacer negocios en algún país.160
Con fundamento en estas aseveraciones, se puede inferir que, en la medida en que el nuevo sistema procesal se implemente y compruebe que es efectivo en sus procedimientos para fortalecer la seguridad pública, entonces los beneficios de la inversión directa serán visibles. 
Es por ello que resulta urgente, a pesar de la dificultades que ello implique, que los Estados de la República pongan su empeño y voto de confianza en la implementación fiel de sus lineamientos, con el fin de poder ver el anhelado resultado positivo y, por ende, que los inversionistas, a través de subsidiarias o licencias,161 y las instituciones internacionales como la Organización Mundial de Comercio (omc) y el Fondo Monetario Internacional (fmi), tengan la confianza en colocar el dinero necesario para el desarrollo de los Estados con características acordes a sus lineamientos de seguridad pero, sobre todo, asegurar el grado de confiabilidad pertinente tanto en el campo de la política internacional como en la economía interna, ante la comunidad internacional y la de sus vecinos más cercanos. 
Asimismo, la decisión de establecer transnacionales en un país equis (x) le favorecerá, en el sentido de que el inversor conlleva al momento de invertir la compra obligada de la moneda nacional de la entidad; entonces, este mecanismo originará una disminución del monto de la moneda nacional en el mercado financiero y, a la vez, un crecimiento de su valor nominal; hecho que le beneficia económicamente al país receptor, pudiendo adquirir las divisas necesarias en mayor número con un número menor de moneda nacional, ya que la paridad monetaria le favorece. No obstante, como se señalaba, el país huésped también enfrenta riesgos con la inversión extranjera. Aquí hemos presentado estos aspectos de manera general, con el fin de sugerir lo que puede acelerar económicamente la reforma en el contexto de una globalización económica irreversible: un campo atractivo a la inversión por su grado de seguridad.
Es natural, como se sugiere de manera generalizada, que esta iniciativa implique un costo elevado a la administración de justicia, tanto federal como estatal, y que sea un obstáculo primordial, entre otros aspectos, en el ánimo de los responsables para su implementación, pues evidentemente no se alcanzarán a ver los beneficios inmediatos, más porque su esencia está circunscrita a un alcance a mediano y largo plazo. 
Pero regresando al tema del financiamiento exterior, y para medir lo anterior y que el lector pondere sus propias conclusiones, es justo mencionar el conflicto que generan la empresas multinacionales (emn), como parte de los mecanismos de la inversión extranjera directa, bajo el prisma de Carbaugh: 
Los partidarios de las emn, con frecuencia señalan los beneficios que estas empresas proporcionan a las naciones, incluido el país de origen donde se ubica la organización principal y el país anfitrión donde se establecen las empresas subsidiarias. Supuestamente existen beneficios, en forma de niveles adicionales de inversión y capital, creación de nuevos empleos y desarrollo de tecnologías y procesos de producción. Pero los críticos afirman que las emn con frecuencia crean restricciones comerciales, ocasionan conflictos con los objetivos económicos y políticos de la nación, y tienen efectos adversos en la balanza de pagos de una nación. 162

7.2.3. Migración laboral
Aunque se debe reconocer que las enmiendas efectuadas en junio de 2008 sólo tendrán efectos secundarios e indirectos en los migrantes, obviamente no es el tema de este artículo profundizar en teorías migratorias, mas sí resaltar sus implicaciones económicas. En este sentido se ha optado por aquella que mejor se ajusta al objetivo de este artículo: el de la teoría económica neoclásica, ya que aborda los factores de expulsión y atracción de la migración laboral, elementos que ayudan a plantear nuestro esquema de presentación económica. 
Esta teoría concibe a la migración como una conducta intencional diseñada para maximizar el bienestar individual o de un hogar, basada en la comparación de oportunidades de ingreso en diversos lugares. La migración laboral ocurre cuando la diferencia de salarios u oportunidades de empleo en lugares distintos es bastante grande como para animar a los individuos a invertir en los costos iniciales a cambio de una expectativa de un ingreso mayor. Un elemento importante del enfoque neoclásico es la suposición de que la migración representa una inversión en el capital humano cuyos beneficios no se realizan inmediatamente, sino que se acrecientan con el paso del tiempo.163
Efectivamente, los migrantes tienen ciertas actitudes que los caracterizan como personas proactivas, es decir, su capital humano está basado en la disposición de su deseo ferviente y predisposición a cambiar, elementos que son muy importantes para el progreso individual basados en los estudios que apuestan las consultorías especialistas en recursos humanos. Tal como enfatiza Belly, en su artículo: “La actitud correcta es el primer paso. Los empleados con mayor desempeño y ascenso en las compañías, lo logran no solo por tener conocimientos únicos e indispensables (alto capital humano), sino que ese es el resultado de haber adoptado y tenido una actitud correcta con relación al entorno”.164
Si a los migrantes los distingue esta postura, lo menos que se puede esperar de ellos es que en condiciones distintas a su situación actual y, conjuntamente, con la seguridad y empleo en su propia nación, potencialmente serían personas eficientes que redituarían mucho con sus labores a la nación, como lo hacen actualmente ya con el beneficio de sus remesas. 
 

VIII. El Estado de derecho en México

8.1. Realidad social en México165
Evidentemente la realidad mexicana presenta un cambio importante en la postura de cómo percibir la vida, básicamente porque aquélla implica una “sociedad múltiple”, en tanto resultado de los efectos de la migración.166
Asimismo, se ha percibido una nueva apertura en las relaciones interpersonales de la ciudadanía y una sobresaliente diversidad social, así como la presencia destacada de la mujer en todos los perímetros de la sociedad. De esta manera, la sociedad civil mexicana apunta hacia un crecimiento de madurez social, la cual presume un cambio esencial en la toma de decisiones para enfrentar los desafíos políticos y económicos que presentan el principio de siglo. 
Por tanto, sugiere que este florecimiento pudiera inclinar la balanza con la propiedad y la autoridad suficiente para la exhortación soberana de un estado de derecho en México, acorde con los principios de la comunidad internacional y a fin de proteger con mayor efectividad la necesidades de seguridad de cualquier ciudadano común, como una prioridad humanitaria y política urgente.
No obstante, está presente el peligro de que en nuestro país –y aun para las sociedades latinoamericanas– pudiese convertirse en ordinario o natural vivir sin el privilegio y benevolencias que tal derecho representa, en tanto que estamos aprendiendo a vivir sin él.

8.2. El desafío de la informalización
Lógicamente, ante el hecho de las indudables transformaciones globales que han arrastrado el fantasma de la informalidad, esto representa un espacio de inseguridad que atenta con el trabajo formal, donde el dinero ha dejado de ser formal, lo que facilita el crecimiento de la informalidad política y es un desafío manifiesto. Claro reflejo es la presencia de la informalidad en México, en todos y cada uno de los sectores –ante todo económicos y políticos– que afectan en detrimento de la seguridad fiscal de la nación, muestra son las evidencias fehacientes de las secuelas de la informalidad y del dinero negro.
En cuanto a la informalidad del trabajo, se observa una falta de crecimiento alarmante en los contratos de trabajo, en donde se posibilita además la delimitación arbitraria de las horas de labores y en donde los salarios son insuficientes. Es decir, en donde la jornada de trabajo y las remuneraciones se han transformado en un condicionante de talante flexible. Retroceso hacia las condicionantes de la sociedad manifiesta durante la época de la Primera Revolución Industrial, que ahora resurge por la influencia de la Tercera y Cuarta Revolución Industrial,167 en clara hermandad con el fenómeno neoliberal y definida como un símbolo económico dentro del lado oscuro del espectro de la globalización. 
Además, desafortunadamente atenta contra uno de los sectores más vulnerables, como son los jóvenes que en todo momento corren el riesgo de adherirse a organizaciones delictivas en la búsqueda de soluciones socioeconómicas apremiantes, como respuesta a la búsqueda de remuneración que atiende sólo una condición fácil y práctica, empero, ampliamente aparente en cuanto que satisface el deseo inmediato de salir del pesar de la pobreza sin medir sus consecuencias.
Es por ello que el Programa de Naciones Unidas para el Sesarrollo (pnud), declaró en octubre de 2010 que el trabajo digno superaría los desequilibrios de la pobreza a través del mensaje de Helen Clark, administradora del pnud, con motivo del Día Internacional para la Erradicación de la Pobreza (17 de octubre de 2014). 
Entre otras recomendaciones advertía que “No podemos dejar de lado a los jóvenes, por cuanto representan los potenciales motores de la innovación y el desarrollo económico. Un trabajo decente para los jóvenes, que actualmente soportan la más alta tasa de desempleo jamás registrada, es fundamental no sólo para conseguir un crecimiento sostenido, sino también para asegurar la estabilidad social”.168
En cuanto a la informalidad del dinero, sus orígenes se vislumbran específicamente con el decaimiento brusco de la estabilidad que proporcionaba el orden monetario internacional de Bretton-Woods. Con el cierre de los tipos de cambio fijos en los años setentas del siglo pasado, se dio margen al crecimiento de la inseguridad en las transacciones de los mercados internacionales.
Como se sabe, el sistema de tipos de cambio estaban vinculados al dólar y éste al oro, empero debilitado ante la especulación de los flujos de capital. Lo que a la postre vio amenazada fuertemente su aparente estabilidad ante el creciente poder económico de Alemania, en Europa, y de Japón, en Asia.169
De esta manera, sin olvidar la guerra de Vietnam y la falta de flexibilidad del sistema respecto del tipo de cambio fijo, éste se vio inevitablemente colapsado y el presidente Nixon no tuvo otro remedio que abandonar esa empresa, en el año de 1971.
No obstante, el Fondo Monetario Internacional (fmi) y el Banco Mundial (bm) siguieron su carrera de largo, empero, desafortunadamente las condiciones establecidas para los préstamos siguieron circunscritas en los derechos de los acreedores, desatendiendo el bienestar de los pobres. 
Lo mismo ocurrió con el Banco Mundial, censurado por no atender las consecuencias ambientales de los diferentes proyectos financiados y que fueran dirigidos principalmente a los países en desarrollo y emergentes.170
Por otro lado, es un hecho que el dinero derivado de actividades delictivas no puede tener uso y formalidad dentro del sistema financiero, a menos que sea “lavado”. Así, en esta situación faculta referir lo que Altvater y Mahnkopf evidencian puntualmente:
Lo llevan a cabo en grande algunos Estados que se ofrecen como instalaciones para el lavado mediante centros financiero offshore y territorios en países desarrollados “respetables” (special jurisdiction), que presentan una legislación especial y laxa como las islas del Canal de la Mancha o algunos en Estados Unidos. Allí la política está abiertamente al servicio de los grandes actores de los mercados financieros que no son sólo empresas y bancos que operan de manera transnacional sino también los gobiernos corruptos y el crimen organizado.171
Finalmente, respecto de la informalidad política, ésta se hace presente en el siglo pasado a raíz de los cambios globales y de la fuerte presión de la corriente neoliberal. Es la manera de responder a la crisis en que habían caído los Estados ante la mundialización. Es decir, había que organizar la política de una manera diferente y no de la manera acostumbrada, buscando adaptarse lo más rápidamente posible a los desafíos que presentaba el ámbito de la globalización. Ya no mediante tratados internacionales y bajo la formalidad de organizaciones establecidas para dicho propósito –que aun aquí el poder del Estado se veía ya delegado a niveles supraestatales–, sino a favor de encuentros informales entre los jefes de Estado de los países más desarrollados, posibilitando agrupar incluso a los ministros del exterior de los principales mercados emergentes denominado con el acrónimo bric, componente de varias naciones (Brasil, Rusia, India y China), y establecidas formalmente en el 2008.172
Por tanto, “Los poderes formales extraconstitucionales y extralegales corrompen las decisiones de la instituciones formales del sistema político […] Los modelos y reglas informales socavan y limitan el modo de funcionamiento de las instituciones legitimadas democráticamente; el Estado de derecho y la división de poderes no pueden afianzarse”.173 En este sentido es claro que la seguridad ya no está garantizada.
Es por esto que las Naciones Unidas promueven firmemente el Estado de derecho, tanto a nivel nacional como internacional, con el fin de evitar conflictos que disturben la paz al haber avalado con eficacia la aplicación de los derechos humanos. Así, de esta manera, alcanzar un desarrollo económico sostenido que vaya solventando paulatinamente la pobreza y alcanzar una mejor perspectiva del bienestar del ciudadano común.174

8.3. Reflexión jurídica: Seguridad pública
Alicia González advierte que la seguridad pública no debe verse como una reducción de los derechos ciudadanos en apego a la utilidad del Estado o de los intereses de asociaciones de grupos de poder, tanto económico como político. Por tanto, define que:
La seguridad pública debe entenderse como la protección de las garantías ciudadanas por parte de las autoridades del gobierno, en el sentido de proporcionar la paz y la seguridad necesarias para que los ciudadanos puedan ejercer las garantías consagradas en la Constitución y en los tratados o convenciones internacionales, y cuyo fin sea la vigencia de esos derechos en la vida cotidiana.175
Mas aún, es incuestionable que aquélla, como una de las mayores preocupaciones de la sociedad mexicana actual, simboliza un gran desafío para los Estados de América Latina y que se ha convertido en un problema del marco normativo a nivel global. Es por ello que, la comunidad internacional ha puesto énfasis en presentar diferentes mecanismos internacionales para enfrentar con mayor eficiencia el problema que nos aqueja. 
Sin embargo, Hernández saca a la luz un evidente obstáculo social, explicando que “existe en nuestro país un desconocimiento generalizado, tanto de la existencia de estos, y como consecuencia lógica de lo anterior, de su aplicación. El régimen jurídico multilateral, además, se encuentra en múltiples instrumentos, lo que lo hace un régimen muy difuso”.176

8.4. la Democracia y el poder invisible
En tanto que la democracia en una época posmoderna ha caído en un espacio que raya incluso en lo trillado y en el desprestigio debido a las constantes violaciones de los principios que la sustentan, no ha dejado de ser la más importante doctrina política para que el Estado atienda la soberanía del pueblo y siga siendo la mejor forma de gobernar equitativamente, aunque no cumpla con sus promesas manifiestas. 
Como bien observa Bobbio –que aquí lo reiteramos como oportuno y comparativo–, siendo además un soporte de experiencia similar de otro Estado con México: “No mantiene [la promesa] de eliminar las élites en el poder; no mantiene la promesa de autogobierno; no mantiene la promesa de integrar la igualdad formal con la sustantiva, y con escasa frecuencia –curiosamente– se le acusa también de no lograr aniquilar el poder invisible”.177
Por lo tanto, se confirma que la democracia distingue el principio de una administración que permite la vigilancia de la opinión pública, es decir, sin eludir la mirada crítica de la sociedad civil. 
Cabe recordar que ya ha pasado aquel tiempo y espacio en el que el derecho divino otorgaba al monarca el privilegio de ocultar a sus súbditos el secreto de sus decisiones. Por tanto, surge oportuno y no está por demás apuntar, fuera de esta concepción absoluta, lo que el célebre Kant argüía con su distinguida sabiduría jurídica: Que las acciones tomadas en secreto respecto del derecho de otros atentan contra la justicia, lo que identifica más a un poder autocrático.
Luego, con el objeto de ser más preciso y fiel al tema, aparece prudente parafrasear aquí lo que para Bobbio representa el concepto del poder invisible. Ante todo, establece que éste puede adoptar diferentes formas, pero siempre ligado en su relación con el poder visible. 
En primer lugar, habla de aquel poder invisible que combate al Estado, el cual acepta un secreto a fin de combatirlo de forma apropiada, y que generalmente se escenifica por las grandes organizaciones criminales o de grupos terroristas.178
En segundo lugar, súmese a las citadas organizaciones el deseo de beneficios ilícitos y obtención de ventajas, actuando en clandestinidad y ocultándose bajo el velo de sociedades ficticias o de oportunidad bajo la evidencia de actos deshonestos. México no es la exclusión a la contaminación y desarrollo de esta tendencia internacional. 
Finalmente, hace mención a los servicios secretos como una forma de invisibilidad del poder, de lo que no está esencialmente en contra, ya que desde su punto de vista esto puede ser compatible con la democracia, siempre y cuando, como condicionante, sean controlados por el Estado y asimismo supervisados por los ciudadanos.
No obstante, a pesar de que se presupone que el poder invisible contra el Estado ha sido y existirá por siempre, debe reconocerse que dentro de un régimen democrático aquel actúa deshonestamente a la par con el Estado, tanto en convivencia como en competencia, es decir, obtiene igualmente favores ilícitos o bien viola las leyes, por lo que no debería permitirse su existencia ni excusa alguna en defensa del principio doctrinal que lo afirma.
En este sentido, los países latinoamericanos en conjunto no escapan a la definición de este poder invisible, en donde la impunidad y la corrupción han aparecido en su campo de acción, siendo la piedra angular que lleva consigo uno de los mayores impedimentos de su desarrollo, fincados en un excesivo deseo del poder y una ambición exagerada condicionada a veces por una simple vanidad.
Sin duda [dice Bobbio] recabar ventajas personales en la carrera, el poder y la riqueza, gracias a la pertenencia a alguna afiliación secreta es moralmente reprobable. Un país en el cual un número tan grande de personajes pertenecientes a la clase directiva, o a la “clase elegida”, como se decía antaño (y como hoy en día no se podría decir), forma parte de asociaciones que se ocultan para ocultar, ofrece de sí mismo un magro espectáculo.179
Con esta declaración, obviamente, se inclina más bien a la cuestión política y no a la moral, pues para el objeto no resulta imperioso. Lo que trata de descollar es el ejercicio político del poder oculto.
En consecuencia, y fiel a este precepto, no podemos pasar por alto que el secreto, histórica y presuntuosamente, ha sido considerado consciente o inconscientemente debilidad humana o justa realidad, como un concepto que, sin dejar de ser relativo, es y será la esencia del arte frío de gobernar. 

8.5. Reforma del Estado
Hemos sido deponentes de que en el andar de la historia de México existe un profundo deseo en el fortalecimiento de la calidad del gobierno, teniendo como primer momento estratégico una política general de reformas del Estado, iniciada durante los años ochenta del siglo pasado con base en la perspectiva de alcanzar una economía liberal que se antojaba envidiable y progresista.
De esta manera, como una compensación valiosa se trató de persuadir a los representantes políticos, sociales y económicos de la nación mexicana, de la necesidad de un Estado de derecho legítimo y firme, a fin de que las complejidades de las labores gubernamentales pudieran ser enfrentadas con justicia, sobre todo porque existía la necesidad en la consciencia de todos, tanto del gobierno como de la sociedad civil, de una madurez urgente del sistema democrático en búsqueda del desarrollo del país. Además, como parte de un consenso social, se expresaba el anhelo de cualquier mexicano de realizar reformas urgentes en búsqueda de un mejor Estado ante las expectativas pujantes de la mundialización.
Asimismo, a pesar de que es sensato pensar que para un cambio trascendental no basta la creación de una reforma constitucional, sí, en cambio, se asume la posibilidad de echar a andar soluciones inmediatas y de reaccionar políticamente ante las necesidades que exige el país. 
Es cierto que el gobierno no ha tenido otra alternativa que iniciar una transformación de la visión del Estado mexicano, con la estrategia de llevar a cabo reformas institucionales como un punto de arranque, con la idea o dispensa política de establecer un proceso posterior de adecuación paulatina entre el Estado y la sociedad, y motivar así el empuje de un desarrollo dinámico más acelerado. A lo que anota Velázquez:
Por tanto, no puede ser vista como una mera alteración del organigrama, sino como una transformación a fondo en las relaciones entre diferentes actores y agentes económicos, políticos, sociales y administrativos; de esta suerte, con la redefinición de sus relaciones con la sociedad, es un proceso eminentemente político, a través del cual se reconfiguran básicamente las relaciones de poder y el proyecto comprensivo de Estado en las naciones contemporáneas.180
Pues todos estamos conscientes de que el Estado mexicano se ha ido debilitando respecto del Estado de derecho, bien por las consecuencias de la globalización, o bien, como lo declaran algunos especialistas, de que la respuesta está en la racionalización administrativa y, en la perspectiva de que los funcionarios pudieran ser elegidos por su capacidad y no por la lealtad a sus perfiles políticos, aunque esto tenga cierta arista de relativismo.
Asimismo, debemos tener presente que el Estado de derecho es un dispositivo esencial con el que cuenta la sociedad civil para verificar la acción estatal, por lo que atenderemos a éste con mayor detalle en la sección final.

8.6. Estado de derecho nacional e internacional
Dos tendencias se han observado sobre el derecho internacional en el presente siglo xxi. La primera, positiva, se define por la gran riqueza en la creación de instituciones y normas que las sustentan. La segunda, negativa, representada por la multiplicación desenfrenada de las mismas. 
Becerra, en este sentido, esclarece a manera de ejemplo que “la proliferación de órganos judiciales internacionales que se suman a la Corte Internacional de Justicia, con los tribunales de Núremberg, Tokio, Yugoslavia, Ruanda [súmese a ellos: Sierra Leona y las salas especiales de Camboya], la Corte Penal Internacional, los tribunales regionales de derechos humanos y los múltiples mecanismos de controversias en materia comercial, han producido lo que ha sido objeto de atención de la Comisión de Derecho Internacional de la onu, una “fragmentación del derecho internacional”.181
Por otro lado, es evidente la tendencia de la comunidad internacional a subordinar al Estado al derecho internacional fuera de los límites de su soberanía, lo que ha generado controversias en los Estados y nacientes teorías como la de la convencionalidad de las normas. 
Desde luego, esto tiene una historia remota que se puede ubicar a finales del siglo xviii y principios del siglo xix, en el proceso de transformación del Estado absoluto al Estado liberal, que ya se venía gestando tiempo atrás por los grandes pensadores de la Ilustración, como Montesquieu, célebre por su teoría de la división de poderes.
Aquí viene a bien referir las palabras de Villegas, que explican adecuadamente lo que se pretende puntualizar: “En el ámbito de la tradición jurídica continental podemos identificar la idea de la sumisión del poder público al derecho con la institución del Estado de derecho o Rechtsstaat,182 mientras que en la tradición jurídica anglosajona del common law dicha idea sería expresada a través del principio denominado rule of law.”183
Ahora bien, no es a lugar presentar aquí los orígenes y el significado de la institución jurídica del Estado de derecho, tanto de la tradición jurídica continental como la anglosajona,184 la intención, empero, es manifestar que la construcción doctrinal del Estado de derecho, tanto nacional como internacional, representa una alternativa ciudadana a fin de limitar el poder a través de la observancia de la ley en las dos tradiciones jurídicas. 
Esto ha sido, por otro lado, la meta de las grandes revoluciones sociales y del sentir de los célebres pensadores, tales como Montesquieu y Kant, entre otros, y en donde la Organización de la Naciones Unidas ha puesto su mayor interés y a su vez ha intentado establecer el derecho internacional de los derechos humanos en los Estados, a fin de favorecer la paz, tanto en el plano nacional como internacional.

8.7. los Derechos humanos y el Estado de derecho
Respecto al capítulo anterior, es esencial mencionar la diferencia sustancial que presenta Guadalupe Guerrero entre los derechos humanos y los derechos fundamentales. Los primeros –se interpreta– son esencialmente de personalidad universal y se distinguen porque son inherentes a la naturaleza humana, es decir, son válidos para todo ser humano. Entretanto, a los segundos los distingue el hecho de atender los derechos de las personas siempre y cuando estén amparados por el ordenamiento jurídico de la Constitución.
Del mismo modo, ellos ofrecen dos tipos de protección: uno nacional que deviene del orden jurídico doméstico y otro internacional emitido por los instrumentos internacionales. Por lo que: “Para proteger los derechos humanos ha sido necesario crear una rama del derecho que se encargue de esta función […] Esta rama procede del derecho internacional. “185
Más tarde, la autora se hace el siguiente cuestionamiento esencial y que abona al tema de este apartado: “¿existe una relación directa o indirecta entre los derechos humanos y el Estado de derecho?” A lo que responde que, para que el Estado de derecho pueda ser la expresión de la democracia, éste debe de estar sujeto a las prerrogativas de la normativa del Estado y bajo el amparo de un sistema democrático.186
Y agrega puntualmente: “Los derechos fundamentales son un elemento imprescindible del concepto de Estado de derecho, ya que su presencia en el ordenamiento jurídico del Estado legitima, de cierta manera, su actuar como Estado democrático y, por ende, su status de Estado de derecho”.187
Con esto se deslinda que uno de los instrumentos esenciales del Estado de derecho son los derechos fundamentales, mismos que representados por los derechos humanos, fundamenta sine qua non la razón de ser del Estado de derecho. Por ende, la relación es directa, ya que uno no puede existir sin los otros y viceversa.
 

IX. Los juicios orales en México 

9.1. Antecedentes188
El siglo xxi ha representado un parteaguas para la sociedad mexicana y valida por extensión a toda América Latina, una inclinación obligada y necesariamente solidaria en favor de dar un giro radical a las costumbres de la administración de justicia de sus Estados, con la noble intención de favorecer un aceleramiento y simplificación de los procesos penales, y con ello ir tras el camino de restablecer la confianza ciudadanía en la administración de aquélla, la cual había llegado a un punto trágico arrastrado por una crisis de índole permanente en su desempeño, enfatizado por un pasmo burocrático excesivo, caso puntual del proceso penal y tropiezo esencial de su fluidez conducente para el seguimiento eficaz y justo de las diferentes etapas de enjuiciamiento. 
De tal manera que se puede aventurar que, uno de los motivos de la Reforma Penal –si no el fundamental– nace justamente de la iniciativa de la propia ciudadanía, como bien lo puntualiza Carbonell: “Lo cierto es que en el caso de la reforma que estamos analizando, el impulso inicial proviene de la sociedad civil”. 
Además, posteriormente ésta fue catapultada en origen por las necesidades de justicia de los propias jurisdicciones estatales de la república, tales como: Nuevo León, Nuevo México, Zacatecas, Oaxaca, Baja California, Chihuahua, entre otras. 
De esta manera se puede aludir que es un acierto válido, si bien parcial, de la predisposición de los tribunales de justicia pertenecientes a varias jurisdicciones, a las que se les puede adjudicar el pregonar el desarrollo de este proceso penal acusatorio, que finalmente el Gobierno Federal juzgó pertinente lanzar a nivel constitucional. 
A fin de respaldar este suceso, es apropiado apoyarse con las palabras del Dr. Witker, el cual expresa que “debe enfatizarse que este conjunto de entidades realizaron las reformas referidas en fecha previa en algún caso con casi cuatro años de adelanto a la reforma constitucional del 18 de junio de 2008.” 189 Finalmente, y como consecuencia, deben adherirse a lo anterior las iniciativas de Vicente Fox del 29 de marzo de 2004 y la de Felipe Calderón del 9 de marzo de 2007, ya citada.190
Es así que la reforma penal fomenta inquietudes que surgen en principio de la estructura social y coloquial, de abajo hacia arriba, y por lo tanto presagian un cambio sustentado por las necesidades sociales en los tiempos de prueba por los que camina el Estado mexicano. Súmese a ello que son elementos procesales presumiblemente comprobados, en tanto que han sido experimentados de forma positiva por otros Estados-nación con anterioridad, esencialmente por su pragmatismo y justicia en la solución de casos que fueran expuestos en mayor o menor grado a través de la implementación de un sistema procesal acusatorio adversarial, en donde el juicio oral fuese la fase más atendida para determinar la culpabilidad o no del sujeto acusado, pero con el fin de tratar de conseguir la verdad procesal, en el entendido de que “la verdad no será averiguada a cualquier costo, sino por el contrario, se buscará sin afectar derechos fundamentales del imputado o de terceros”.191
Más aún, la alta jerarquía de valores de libertad y derechos que este procedimiento proclama y presume, auguran desatarse de aquellos seguimientos penales que se asocian con los términos de una persecución penal, a toda costa influenciada por la Inquisición, legado de la colonización por los rezagos implícitos de la Edad Media y con base en la técnica jurídica de codificación del siglo xix; pese a que en algún momento de la evolución histórica en México fuera definida dentro de los alcances de un sistema de carácter mixto, en donde se aplicaban de alguna manera el principio de oralidad, pero sin alcanzar realmente su firme consolidación. 
De esta forma, la larga trayectoria histórica, la tradición y los hábitos negativos del proceso penal anterior han establecido raíces profundas, ejerciendo ante todo un obstáculo primario a sortear para su formal implementación en el país. Causa evidentemente apremiante frente a la necesidad impostergable del gobierno de establecer una seguridad pública que fortalezca el Estado de Derecho mexicano –en recelo ante los ojos de la comunidad internacional–, y respondiendo a favor de la anhelada búsqueda de confiabilidad de la sociedad hacia sus gobernantes, como una visión esencial para restablecer la administración de justicia y al Estado-nación, ante las expectativas de sus relaciones nacionales como internacionales.

9.2. Influencia del Derecho Continental 
Debemos observar que entramos en el terreno de un sistema procesal que se considera por los especialistas lejano en la práctica a nuestra tradición jurídica, toda vez que el sistema jurídico en México abandera naturalmente las influencias acarreadas del sistema neo-romanista desde la Edad Media,192 aquel que sustenta su ordenación jurídica en la hegemonía del derecho romano y la tradición germánica (familia jurídica romano-germánica, donde sus normas jurídicas son escritas, es decir un derecho legislado), y que fuera establecido en la Europa continental a lo largo del siglo xix, influyendo poderosamente sobre las colonias de toda América Latina y expandiendo sus importantes reminiscencias hasta el día de hoy, pero que por sus circunstancias específicas coloniales ha sido altamente rezagado en lo tocante a los juicios orales.
Esto significa que nuestro ancestro directo, y gestor de nuestro ordenamiento penal, es el que sustenta el Derecho continental actual y por consecuencia relativamente distante en la práctica del Derecho anglosajón, mismo que sustenta con mayor experiencia, o tipifica en la práctica, mayor autoridad en relación con su historia legal, aquellas características de enjuiciamiento que se desean rescatar a nivel federal: de acusatoria, oralidad y contrariedad por excelencia. Hecho que se tratará de puntualizar y discernir con mayor precisión, más adelante.
Sin embargo, cabe adelantar, a fin de ampliar la idea expuesta, que en estos sistemas también existen diferencias sustantivas, tanto en la visión moral y filosófica como en el seguimiento en el que se desarrollan los juicios y, fundamentalmente, en el manejo de la interpretación de los principios prácticos que rigen las etapas del proceso penal, por lo que el sistema anglosajón sólo puede ser un referente.
Por tanto, al abordar estas distinciones en un nuevo sistema propuesto, de repente nos descubre y sorprende dentro de un panorama jurídico amplio que nos es ajeno y extraño por su desconocimiento de uso, y que conlleva analizar aquellos retos que acarrea implícitamente a fin de actualizarse al tema, no sólo científicamente, sino ante todo culturalmente. 
Siendo así, se requiere apostar por una formación profesional sólida del aprendizaje-enseñanza sobre el tema, en todos los niveles sociales, que nos permita llevar a la praxis el proceso penal reformado y, de esta forma “segura” poder aterrizarlo con justicia social en la plataforma de acción de los así llamados juicios orales –etapa final y para el caso más práctica del enjuiciamiento–, sin el riesgo de soslayar los principios y características intrínsecas que los definen, a saber: publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, que rige el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que se debieran respetar como un desafío a cumplir, y evitar por tanto la tentación de caer en los vicios arraigados del sistema anterior. 
En este sentido, el diseño pedagógico inicial es dar paso a la modernización de los planes de estudio, llevando a cabo la compatibilidad correspondiente con el nuevo derecho procesal penal, en donde se refleje que la capacidad jurídica del alumnado esté orientada en el desarrollo de sus habilidades argumentativas. 
Enseguida, promover la publicación de libros de texto que faciliten el funcionamiento mental de dicho proceso; asimismo, favorecer la remodelación de aulas en salas de juicio oral a fin de reproducir los juicios orales en vivo.193
Acá resulta muy apropiado relacionar la experiencia chilena referida por Carbonell, referente a las habilidades que los estudiantes debieran adquirir para que puedan litigar apropiadamente los juicios orales, con la idea de que aprendan el derecho a través del estudio de casos específicos:
	La primera consiste en poder manejar lo que se llama la “teoría del caso”, para lo cual se requiere planear estratégicamente el litigio y su preparación.

	La segunda tiene que ver con la adecuada introducción de la información relevante en el proceso; dicha información le da sustento a la teoría del caso. Esto se hace por medio del interrogatorio y contrainterrogatorio a las partes, testigos y peritos.

	La tercera se refiere al uso de la información durante la argumentación inicial y en las conclusiones del juicio, es decir, lo que se conoce como alegato inicial o de apertura de alegato final o de cierre.194

Relativo a lo anterior, es oportuno mencionar, a manera de paréntesis y como carácter comparativo, y dar un pequeño espacio para abordar aquel suceso transformador e histórico que sufriera el sistema político de Polonia en la década de los noventas, posterior a la caída del muro de Berlín, como un punto distintivo de referencia experiencial de los autores: entre otras muchas reformas privilegiaba atender la disyuntiva urgente de cómo educar a las nuevas generaciones ante el desafío que presentaba el aprendizaje y adaptación urgente de una economía capitalista –llámesele oportunamente una economía occidental para mayor acercamiento de la situación acontecida– tomando en cuenta las perspectivas orientales características de este país, siendo geográficamente un Estado-nación propio de Europa Central. Tómese aquí como apropiada la concepción de las denominaciones geopolíticas entre Alemania Occidental Capitalista y la Alemania Oriental Socialista, distinguiéndose así después del conflicto de la Segunda Guerra Mundial, misma que diera margen al bloque socialista fracasado en 1989, y que para Polonia diera como resultado el fin a los pesares del comunismo en el año 1990, con la elección del primer presidente de la renaciente república democrática polaca Wojciech Jaruzelcki, consecuencia de las acertadas aportaciones Lech Wałęsa como sindicalista y activista de los derechos humanos, cofundador del movimiento llamado de “Solidaridad” (Solidarność) que fuera el primer sindicato independiente del bloque soviético.
En principio, y de naturaleza consensual, se implementaron estudios de postgrado (Maestría) en todas las universidades –y no necesariamente se les requirió a los interesados la formalidad de un perfil económico, pero sí un requerimiento mínimo del grado de licenciatura universitaria de cualquier disciplina educativa– y, de esta manera, arrancaron insospechadamente con una ola de egresados en alguna especialidad o rama económica dada, salvando aparentemente el problema. No obstante, aquí es oportuno puntualizar que, se tuvo que esperar un periodo aproximado de dos décadas para su real consolidación, pese a la gran motivación que el nuevo sistema de libertad implicaba. 
Se debe destacar, a fin de apreciar el tiempo y espacio que requiere para un país, el volumen y problemática que estima un cambio de tal trascendencia, tanto o más como en nuestro país lo es la transformación del sistema de justicia penal que aboga por la reforma del 18 de junio de 2008, que para su consolidación, dicho sea de paso, implica la construcción del esqueleto estructural del sistema judicial en toda la Nación mexicana, y un cambio de mentalidad jurídica de talla –sin exageración– apocalíptica. 
Evidentemente, aquella nación apostó por el sistema educativo como fundamento prioritario y logístico para su desarrollo económico, y no a la estructura tentativa del comercio, como se esperaba de entre un sinnúmero de opciones. Sirva esto de ejemplo y punto de comparación.

9.3. Fuentes del sistema acusatorio-adversarial
A fin de esclarecer este capítulo, es necesario hacer una retrospectiva de los sistemas penales vigentes por excelencia, respetando su orden de aparición histórica: acusatorio, inquisitivo y mixto; así como su distinción teórica, eso como antesala para luego dar paso a las características y principios del sistema acusatorio actual, el cual será tratado desde la perspectiva de un ciudadano comprometido, ello con la intención de mostrar lo que representa para el Estado, en el ámbito de la búsqueda de una transformación o reforma imparcial de la administración de justicia, vislumbrar un mejor futuro de la doctrina jurisprudencial en el país.
Respecto del sistema acusatorio, la evolución histórica del derecho procesal indica que, desde la Edad Antigua la mayoría de las naciones de Europa continental –evidentemente todavía no en su estado formal como sistema– fuera parte habitual de los enjuiciamientos, sólo que con la peculiaridad que puntualiza Reyes, de que “no se hacía distinción entre infracciones civiles o penales, ya que toda ruptura a la paz comunitaria era considerada como una ofensa y traía aparejada la desprotección para el infractor, respecto de la comunidad de la cual formaba parte.”195
De esta manera, el carácter acusatorio del sistema prevaleció durante el periodo de la Edad Media hasta el siglo xiii, permitiendo más tarde el paso al sistema inquisitorio en el siglo xviii, lo que para América Latina significaría recibir de lleno la plena concepción autoritaria e inquisidora de manos de los conquistadores. Es decir, un sistema que estaba sustentado en la concepción absoluta del poder central, la cual no admitía la división de poderes y que era además poderosamente influenciado por la jurisdicción eclesiástica. 
En este sentido, Reyes (2011) señala, aludiendo al naciente sistema inquisitorio “en el afán de establecer una seguridad pública extrema –tal vez por su carácter imperial– la persecución del que infringía la ley era una misión obligada, legado que trasmitió a las demás naciones y que permitiera posterior y ampliamente el sistema inquisitorio”. 196 
De manera complementaria, en cuanto a sus peculiaridades fundamentales expresa lo siguiente: “Su carácter principal fue el secreto de los procedimientos, lo que llevó a suprimir la publicidad, la constancia escrita de los actos del proceso, así como la producción de las pruebas, para quedar reducida a nada la oralidad del juicio que antaño lo caracterizó”197. 
Sin embargo, dentro de los males logró incorporar la norma de inocencia de culpabilidad, en tanto no hubiera confesión del imputado –herencia del principio complementario que distingue la actual presunción de inocencia, parte de los principios del proceso penal acusatorio–. 
Por desgracia y, paradójicamente, en aquellos tiempos esto dio lugar a la tortura, ya que en aras de confirmar a toda costa la presunción de culpabilidad, el inquisidor se inclinaba por utilizar métodos inhumanos y medidas coercitivas con la autoridad que le privilegiaba el sistema, lo que más tarde daría lugar a protestas y movimientos revolucionarios, incluyendo a los intelectuales cuyos ideales forzarían el surgimiento de la República y la muerte del absolutismo implacable representado por las monarquías absolutas. 
En este sentido, es conveniente abrir un espacio para mencionar dos actitudes nacionalistas resurgidas en la actualidad, altamente polémicas y que se encuentran en la mesa de discusión: la primera, referente a los ciudadanos considerados enemigos sociales, caracterizado por el llamado régimen de excepción en cuanto al trato específico de la delincuencia organizada,198 y la segunda, la vacilación ante la formalización legal o no de la tortura en casos específicos o extraordinarios, es decir, en el estado concreto de la sospecha respecto de terroristas potenciales y que fuera una actitud obligada de los países afectados: ee.uu, Inglaterra y España.199
Retomando el tema que nos atañe, es adicionalmente la manifestación revolucionaria francesa, donde el derecho anglosajón hace acto de presencia ofreciendo sus experiencias al derecho continental, toda vez que aquél había conservado el régimen acusatorio preferencialmente. 
Su principal aportación se ve reflejada en el Tribunal de jurados,200 que sustituyera con fortuna las funciones del inquisidor, estableciéndose así el principio de la publicidad del juicio que pone al acusador y al defensor en igualdad de circunstancias. 
Así que, esta mixtura de sistemas, comprometida y elegida como prudente y que fuera estructurada en tres etapas: instrucción preparatoria, un procedimiento intermedio y una etapa final,201 se ve diluida con el pasar del tiempo en dos: una primera fase designada al proceso inquisitivo y una segunda caracterizada por el juicio acusatorio; sin embargo, en la práctica, y así lo muestra su evolución gradual en el tiempo, la última es aparente y una representación o duplicación de la primera etapa, ya que ante la presencia de las partes en litigio se fingía un juicio contradictorio, oral y público. 
En este apartado no se podría pasar por alto que esta concepción nace con el Código de instrucción criminal francés, establecido en 1808, con asuntos tales como la separación de los derechos civiles y penales, y teniendo como objetivo estabilizar el Estado de derecho –hecho que enfocado en el marco del proceso judicial fuera concebido de manera similar en relación con el códice estadounidense–,202 legado indiscutible de Napoleón Bonaparte y conocido por ello como código napoleónico. 
Este código permitió además tres derechos: el derecho a un juicio con jurado, el derecho a un abogado y el derecho a ser declarado inocente en tanto no se haya demostrado la culpabilidad. Seguidamente, en el entendido de que estos lineamientos tenían como fin satisfacer los ideales de la Revolución francesa, es por lo que fueran además basados en el contexto de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. Y es así que gracias a la expansión napoleónica a España, América Latina fuera influenciada por el moderno códice, favoreciendo de algún modo los brotes de las manifestaciones independientes de las naciones latinoamericanas. 
Por último, cabe señalar para efectos constructivos que las reglamentaciones del Código Civil de Francia fueron una recopilación del derecho de costumbres, el derecho escrito o legislativo, y las nuevas leyes de la Revolución.

9.4. Distinción teórica
Después de haber enunciado la trayectoria histórica de los diferentes sistemas penales, a fin de tener un panorama general es momento de pasar a lo relativo a su diferencia teórica.
La concepción reconocida por los especialistas respecto del enjuiciamiento penal, de naturaleza acusatoria, define al juez como un sujeto pasivo el cual resuelve el juicio según su libre convicción, pero sujeto dentro del ámbito de la racionalidad, es decir, no se le otorgan facultades para la investigación del caso ni prejuzgar en secreto y quedando fuera lo irracional. La idea es evitar que el juez busque y valore las pruebas sin ser contrastadas en el juicio por el defensor, en tanto al acusador le corresponde la responsabilidad de presentar las pruebas; así como a la defensa contradecirlas en los parámetros de un enjuiciamiento oral y público para la justa equidad de las partes en el enjuiciamiento. 
Por el contrario, un enjuiciamiento inquisitorio se concibe cuando el juez busca la prueba, valora su dictamen en secreto y toma el papel de acusador, por así decirlo, sin que el imputado tenga conocimiento ni sea llamado a debate. Se define por ello que no puede existir imparcialidad del juez en menoscabo de los derechos del imputado.
Una vez expuestas estas generalidades podemos pasar a los principios que maneja el nuevo proceso penal en la reforma constitucional, pero abocándonos a los parámetros planeados, es decir, en relación al artículo 20 constitucional, sin atender el inciso “A”. 
Este artículo distingue que el proceso penal será acusatorio, oral y que se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. Sin embargo, este cambio de sistema no predestina la transformación total del sistema de justicia ipso facto, por lo que debemos estar preparados a que ello conlleva un proceso alcanzable a largo plazo y una transformación cultural, jurídica y social, que se vislumbra monumental en el margen del calibre jurisdiccional de los nuevos fundamentos procesales estipulados. 
Ser acusatorio implica que no habrá juicio sin la existencia de la acusación de un tercero. Además, deberá distinguir y separar las funciones de la persona que se dedique a la investigación de la que dicte finalmente la sentencia.
Ser oral implica, a su vez, que el proceso se desarrolle bajo la palabra hablada entre las partes, incluyendo a las declaraciones del juez, bloqueando con ello la escritura como registro del mismo. A pesar de que ésta no sea una innovación propiamente dicha, debe destacarse que este principio de oralidad no regirá en la etapa de la investigación, donde gobernará la escritura, instituido por decreto en el apartado “B”, así como el acta de la declaración del testigo, definidos en la fracción III del apartado “A”. 
Ser público se refiere a que la sociedad misma participe y pondere el juicio. Es por ello aquí que se manejan los jueces legos (tribunal de escobinos) y a puertas abiertas en las salas de audiencias para posibilitar la asistencia del público, limitada sólo a los medios de comunicación respecto de la afectación de otros derechos, como pudiera ser la presunción de inocencia o en el caso específico de la protección de testigos. 
Finalmente, es un derecho que se le otorga a la sociedad dentro de un Estado democrático, a fin de ofrecerle la libertad y la facultad o posibilidad de valorar los juicios que se llevan a cabo en el entorno al que pertenecen; además de que este hecho repercute directamente en la confianza del pueblo, ya que denota la transparencia de la autoridad judicial.
La contradicción o el hecho del principio de contrariedad es oponerse al juzgamiento personal del contrario en igualdad de circunstancias, a fin de poner a todas y cada una de las partes en un plano equitativo. Asimismo, implica no sólo la contrariedad de argumentos sino la posibilidad de presentar un argumento diferente a los presentados en la mesa, siempre que se cuente con las pruebas para el debate, exceptuando los casos de delincuencia organizada, en razón de las características específicas de su contenido legal.
El principio de concentración, como el de continuidad, tienen la peculiaridad de que sólo se ajustan a la etapa del juicio. La primera, traduce que el juicio se aplique en una sola audiencia; la segunda, como su palabra lo define, será su unión en el tiempo, es decir, evitando las suspensiones y un corte en el desarrollo del juicio. Esto tendrá como consecuencias garantizadas la celeridad del juicio y la memoria circunscrita al alcance retentivo favorable que posibilita el caso en un solo acto, tanto de los elementos argumentativos como de las pruebas presentadas. 
La inmediación implica la presencia, sin falta de las partes responsables en la audiencia, evitando los funcionarios intermediarios y la delegación de las funciones de juez a terceros. El hecho de la exigencia de esta puntualidad se expresa en relación a que la conducta corporal, como el habla de las partes, darán indicios razonables de las impresiones recogidas en los argumentos presentados por los participantes.203

9.5. Los juicios orales en México
Teniendo en cuenta que la novedad del sistema acusatorio adversarial se centra en la última etapa del proceso penal, no es extraño que aquél se asocie coloquialmente con el apelativo de “los juicios orales”, como un reconocimiento convencional y asociación práctica generalizada. 
Es decir, al hacer referencia a la reforma penal no es superficial que se mencione y puntualice con ello la última secuencia del proceso penal, pese a que la argumentación de algunos autores juzgue con autoridad reconocida que la denominación asumida es incorrecta. Así lo señala Martínez: “descubrí que en casi toda Europa, empezando por España, Italia y Alemania, no hay juicios orales, sino sistemas de enjuiciamiento criminal en el proceso penal acusatorio, conformados para su praxis en tres etapas: de investigación, intermedia o de vinculación a proceso y etapa de juicio oral.”204
Es más, se advierte que el procedimiento penal anterior no ponía atención y trascendencia en la fase final, correspondiente precisamente al enjuiciamiento oral, donde se lleva a cabo el grueso de la sentencia, se enfatizaba así la oposición aludida y lo habitual en la inscripción: juicios orales, insinuando, por ende, un dictamen más justo, aunque no en base a la etapas de preinscripción e inscripción que fueran manifestadas por escrito como tradición comúnmente aceptada. Por lo anterior podemos asumir que la denominación adoptada se presume usual, a fin de resaltar la importancia y novedad del blanco primario del nuevo proceso penal: el juicio oral o debate. 
Asimismo, ya que se advierte esta distinción esencial entre el aspecto inquisitorio y acusatorio, no está por demás puntualizar el paradigma que ello representa:
… en el nuevo sistema de justicia penal impone que los actos de investigación, si bien son fundamentales para la determinación de las decisiones más relevantes de las etapas iniciales del proceso (preliminar e intermedia), dejan de tener relevancia alguna para la decisión final por parte del tribunal acerca de la culpabilidad o no del sujeto en el juicio oral. Lo anterior es una derivación lógica e inmediata del mandato constitucional, al indicar que sólo será considerado como prueba aquello que sea producido en juicio (con la salvedad de la prueba anticipada).205
 

X. Derechos humanos: contingencia de una nueva guerra fría

10.1. A manera de antecedente: La Guerra206
Como punto esencial del tema que nos ocupa, el significado de la guerra será tratado en forma estrictamente técnica, en justicia al amplio margen de sus categorías. En este sentido, y de forma generalizada, representa y pudiera definirse como aquel conflicto sociopolítico donde se han agotado o negado las negociaciones diplomáticas y/o acciones de paz alternas. De esta manera, y en la medida de lo posible, se ha considerado eludir tratar la esfera del punto de vista moral o filosófico, referente a la disyuntiva existente entre la argumentación de dos posturas lógicas en constante disputa: si la guerra en cualquiera de sus denominaciones es justa o ilícita, o bien, por extensión, si la guerra surge como una opción inevitable, caracterizada por su calidad inherente de estar bajo los ámbitos de la condición humana, situación extrema que origina que la humanidad haya experimentado una de las mayores catástrofes y las tribulaciones más amargas del desarrollo y evolución, durante el inicio y cierre de la primera mitad del siglo xx. 
Lo anterior se refiere a la inesperada aparición de aquellos memorables conflictos bélicos de envergadura mundial, los cuales, y en tanto objeto de estudio subsecuente, suman un periodo de espionaje internacional a posteriori al término de la segunda confrontación mundial. Acepción y actividad secreta determinada por los intelectuales norteamericanos como una Guerra Fría, misma que fuera sustentada ante el temor que implicaba el uso eventual de las armas de novedad nuclear en manos de las nuevas potencias, surgidas tras la victoria de los aliados; fue también definida como una carrera armamentista realizada, paradójicamente, entre ellos mismos. 
Más adelante, necesariamente se pasará hacia un segundo periodo que comprende la Posguerra Fría, aún más temeraria y sostenida por intereses políticos durante casi toda la segunda mitad del siglo, la cual finaliza, de manera aún más inesperada que su origen, con aquel acontecimiento histórico que ha sido personalizado simbólicamente con la caída del Muro de Berlín (1989). Suceso que invariablemente dejará resentimientos vivos y algunas decepciones para unos; en tanto que para otros la alegría eufórica ante la victoria.

10.2. Guerra Fría
Para ir afinando el análisis que se atiende en esta sección, es vital retomar el origen y las consecuencias de la Guerra Fría. Es cierto que el carácter de este nuevo paradigma en pugna tiene sustento en claras desigualdades ideológicas entre países, presumiblemente aliados en el carácter distintivo de las diferencias de sus sistemas y de aquellos contextos históricos de características opuestas que en el transitar de la postguerra se presentan como dos oponentes de definición antagónica diametral.
En este contexto histórico cabe señalar: “A pesar del legado de esclavitud, el casi exterminio de los norteamericanos nativos y la persistente discriminación racial, sexual y social, los ciudadanos de los Estados Unidos podían presumir, plausivamente, en 1945, de vivir en la sociedad más libre sobre la faz de la tierra”.207 En tanto que, “la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas era, al concluir la Segunda Guerra Mundial, la sociedad más autoritaria que habría sobre la faz de la tierra.”208 En este sentido, surge distintivo y equilibrado presentar también sus similitudes políticas para alcanzar a bien una mejor comprensión de la situación: 
Tanto los Estados Unidos como la Unión Soviética habían nacido de revoluciones. Ambos adoptaron ideologías con aspiraciones globales: lo que funcionaba en casa, suponían sus líderes, también serviría para el resto del mundo. Ambos, como Estados continentales, habían avanzado cruzando vastas fronteras; eran por entonces, en tamaño, la primera y la tercera naciones del mundo. Y ambas habían entrado en la guerra como resultado de ataques por sorpresa: la invasión alemana de la Unión Soviética, que empezó el 22 de junio de 1941, y el ataque japonés contra Perl Harbor el 7 de diciembre de 1941…209
Pero ante todo –débase reconocer también– que nace con base en una condición que se encuadra dentro de la esencia puramente afectiva, misma que refleja la sensación de inquietud y miedo devenida por esta nueva era atómica, la cual sugiere un perjuicio global sin límites y que amenaza el deceso de la evolución y desarrollo de la civilización humana. Es decir, el temor implícito de hostilidades que tuviera como consecuencia el uso indistinto de las armas nucleares; pues como ya se había evidenciado en el pasado, la dimensión ominosa de la destrucción y secuelas ocasionadas dentro del territorio nipón han sido para las naciones del mundo un ejemplo patético del grado de alcance de sus fatídicos desenlaces. En esta atmósfera de perjuicio, recapitula Berend en su libro Europa desde 1980: 
Una sigilosa guerra fría, con conflictos y confrontaciones entre aliados de guerra, sembraron el miedo en el horrorizado continente. La Unión Soviética ocupó y pronto sovietizó a los países del este del río Elba que había liberado de los nazis alemanes y el régimen fascista local. La porción oriental del continente fue aislada del Occidente por un sistema económico y un régimen sociopolítico de tipo soviético que hizo convenios militares y económicos independientes, encabezados por los soviéticos.210
De tal manera que el efecto de esta situación política inclinó el aceleramiento y acumulación de grandes arsenales de armas atómicas y misiles balísticos. En este sentido, se fueron formando estratégicamente dos bloques u organizaciones militares donde, por un lado, la esfera occidental concretó formalmente la Organización del Tratado del Atlántico del Norte (otan), en el mes de abril de 1949, dirigida principalmente por los ee.uu; y por el otro, en el año de 1955 la esfera oriental liderada por urss y confirmada por los países del llamado Bloque del Este lanzan en réplica el tratado de amistad de asistencia mutua denominado Pacto de Varsovia, a fin de generar un balance militar entre estas nuevas potencias imperiales.

10.3. Derechos Humanos
Indiscutiblemente la expiación del Holocausto durante la Segunda Guerra Mundial, desenlace del genocidio o catástrofe más relevante del siglo xx, ha dado margen a un cambio intelectual sin precedentes y es el origen de la conciencia de garantizar que esa situación no vuelva a suceder. Es así que los derechos humanos surgidos como resultado de este conflicto crecen en importancia, entran en acción y son elevados al rango de la legislación internacional. Por tanto, pasan legítimamente a formar parte del apoderamiento y la hegemonía esencial de las relaciones internacionales. 
En ese sentido, y como uno de los pasos transitorios más importantes de los derechos humanos, será consumado el establecimiento de resoluciones legales que establezcan el concepto de la figura legal que atienda y consensue los crímenes de la humanidad llevados al tribunal de justicia por primera vez en Los juicios de Núremberg. Como tales –tanto en la práctica como por extensión–, conllevarán el enjuiciamiento de la responsabilidad legal ante la legislación internacional, en tanto suministra sentencia de culpabilidad, como criminales de guerra, a los funcionarios de un Estado ante la comunidad internacional y en el contexto de los derechos humanos.
En consecuencia, y como resolución permanente, la comunidad internacional concede a los derechos humanos un lugar prominente en la Carta de las Naciones Unidas; cuestión que más tarde la Asamblea General de la onu adopta como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en donde se establece que el tratamiento de los ciudadanos de cualquier Estado será parte del interés legítimo de la comunidad internacional y estará sujeto al mandato de las normas internacionales.
Más aún, dicha declaración será en lo subsecuente el fundamento y la norma internacional por excelencia de los derechos humanos. Por tal motivo, es importante recordar dos consideraciones sustanciales del preámbulo de aquélla, las cuales enfatizan distintivamente que el “desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, […] y que es “esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión…”211 
Sin embargo, en los próximos años las luchas ideológicas entre el capitalismo y el comunismo se intensificarán paulatinamente y encenderán un fuego abrazador en todo el mundo, dando lugar a que los derechos humanos sean bruscamente frenados en detrimento de su desarrollo de carácter internacional y faciliten de esta manera el retorno al poder de la soberanía nacional. 
Posteriormente, con la aparición de un acontecimiento político capital que determinara por azar el fin del dominio del colonialismo durante la década de los sesenta, se hizo asequible que los países que habían sufrido sus secuelas pusieran mayor esfuerzo y, oportunamente, la presión necesaria para alcanzar el reconocimiento de los derechos humanos en sus nuevas naciones independizadas; lo que por igual ventura llama la atención de la comunidad internacional y de las Naciones Unidas, las cuales en conjunto retomarán la responsabilidad e inmediatez el propugnar por la importancia y el resguardo de los mismos. 
Ello dará origen a la resolución 2200 A (XXI) de la Asamblea General para adoptar los Pactos de 1966, mismos que contendrán conceptos más claros sobre los derechos humanos y formarán parte esencial de la Carta de la Naciones Unidas, reforzando así la Declaración Universal de los Derechos Humanos y, al mismo tiempo, a favor de un mayor seguimiento y vigilancia en la forma en que las naciones aplican, en la práctica, las normas internacionales establecidas.
Específicamente, no debemos olvidar que las políticas sustentadas en una Guerra Fría, cada vez más ardientes entre Oriente y Occidente, mezclaban equívocamente lo que debe pertenecer por derecho propio al ámbito exclusivo de los derechos humanos internacionales, a diferencia de aquellos intereses políticos y territoriales de las naciones, lo que desembocara en una abrupta desatención de los mismos en declarada omisión. Pero si bien los tratados internacionales de 1966 rehabilitaron y reforzaron eficientemente la esperanza en la Declaración de los Derechos Humanos, aciagamente, a mediados de la década de los setenta, da principio una renovación paralela de lo que ya por entonces se daba en llamar un Nueva Guerra Fría. Etapa geopolítica de altibajos en que, por fuerza del destino, también se desarrolla la Conferencia de Seguridad y Cooperación en Europa, la cual tiene como propósito buscar la conciliación y los acuerdos procedentes para disminuir la tensión que se venía desarrollando, a pasos agigantados, en esta nueva era de enfriamiento y tirantez en las relaciones internacionales.
Antes de dar paso al siguiente apartado, relativo a la Conferencia mencionada, es oportuno distinguir el valor eminente de los derechos humanos legislados en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (pidcp), en el entendido formal de que más adelante será de mucha utilidad para el tema que se aborda. 
En general, se puede asociar que estos derechos privilegian el espejo de los derechos de libertad; es decir, reflejan claramente todos aquellos derechos que a través de la historia han comprometido por definición democrática y liberal que el Estado deba abstenerse de intervenir en la libertad que le pertenece exclusiva e inherentemente a todo ser humano.
En suma, toda aquella justicia que tiene que ver con la validez de los derechos fundamentales referentes a la ciudadanía y a la protección de la integridad física conlleva en esencia la libertad individual, la libertad de expresión y del pensamiento, y la prohibición de la tortura, así como la no esclavitud y el derecho a votar.212
Los derechos humanos comprendidos en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (pidesc), se aprecian como una especie de obligaciones de deuda de parte del Estado, lo cual es prácticamente opuesto (negativo vs positivo) a la descripción que conceptúan los derechos civiles y políticos; es decir, es obligación del Estado hacer uso de la potestad otorgada por el constituyente para intervenir activamente con la diligencia y las medidas adecuadas, a fin de garantizar, en su carácter de deudor, la ejecución e implementación positiva de dichos derechos en la práctica. 
Así, “Estos derechos garantizan a todo ser humano un nivel de vida adecuado y promueven la mejora continua de las condiciones de vida. Incluyen también los derechos a la salud, la educación, el trabajo, la seguridad social.”213 No obstante, es de conocimiento general que este último tratado pactado ha tenido problemas para su ratificación en algunos Estados, como es el caso específico de los Estados Unidos.
Por último, y con el propósito de hacer notar la importancia de los mismos, en relación con la gestación de la Guerra Fría en pie, cabe relacionar que, a estas alturas, es urgente agregar un proyecto de pacto, de tal magnitud que absorbiera las figuras jurídicas necesarias ante la urgencia de dejar de soslayar el valor puramente declarativo de los derechos humanos.214 
Por otro lado, vale la pena preguntarse: ¿qué es lo que verdaderamente distingue a la Guerra Fría de otras guerras? y, ante todo, ¿qué es lo que se esperaba de ella y qué resultados tuvo finalmente? En este terreno de dudas sobresale lo que se aparta radicalmente del sentido común: redefine un cambio drástico de trayectoria de aquel concepto clásico que distinguían las guerras de antaño, pues ante todo, y como era de esperarse y lo manifestara el temor de la sociedad a escala universal, el acrecentamiento de una guerra de proporciones inimaginables que acarreara una confrontación entre los Estados Unidos y la Unión Soviética. Lo anterior dejó a las naciones en una sala de espera indefinida, como una variable absurda de lo que nunca ocurrió. Como acertadamente distingue Gaddis:
La desviación más importante con respecto al determinismo durante la Guerra Fría tenía que ver, evidentemente, con las guerras calientes. Antes de 1945, las grandes potencias se enfrentaban en grandes guerras tan frecuentemente que parecían ser rasgos permanentes del paisaje internacional. […] Después de 1945, sin embargo, las guerras se limitaban a ser entre superpotencias y potencias menores, como en Corea, Vietnam y Afganistán, o a ser guerras entre potencias menores, como las cuatro que hubo entre Israel y sus vecinos árabes, entre 1948 y 1973, o las guerras entre India y Pakistán, en 1947, 1948, 1965 y 1971, o la lucha larga, sangrienta e indecisa que consumió a Irán e Irak durante los años ochenta.215
Siguiendo con esta serie de estupor generada en la Guerra Fría, la cual escapa a la doctrina filosófica del determinismo señalado, es decir, en donde la causa de la misma debería generar consecuencias predecibles, situación que por el contrario ha suscitado prácticamente un anacronismo que no corresponde con la realidad. En ese sentido, el hecho condicional que identifica a la Guerra Fría tiene que ver con el fuerte descrédito que ha tenido el concepto de la defensa del propio territorio en una nueva era. 
Históricamente, cualquier atentado al territorio nacional era la razón esencial y suficiente de la declaración de guerra, por tanto, si la capacidad del poder nuclear regía el poder político internacional, qué objeto tenía proteger territorios que no influían o favorecían a esta premisa inicial. Como bien señala Gaddis: “…la competencia territorial […] estaba volviéndose menos provechosa que en otro tiempo. [A la vez que se preguntaba suspicazmente] ¿Qué beneficio acarreaba, en una era de vulnerabilidad total, adquirir esferas de influencia, líneas de defensa fortificada y puntos estratégicos de estrangulamiento? [Por tanto] Dice mucho acerca del valor disminuido de tales posesiones que la Unión Soviética, antes de deshacerse, abandonará pacíficamente tantas de ellas.”216
Por otro lado, esto enuncia una nueva estrategia, en donde no es necesario invadir un territorio equis, sino tener la capacidad diplomática de persuadir a los aliados estratégicos en la geopolítica para establecer en sus territorios misiles nucleares y la inteligencia militar necesaria con el propósito de asegurar tácticamente una guerra nuclear rápida y eficiente en su defensa. O bien, generar de manera propositiva la infiltración política en un país determinado a fin de inclinar el sistema político del mismo acorde a sus ideologías.217
Sin embargo, el poder militar también ha dejado de tener la influencia hegemónica de dominio que lo distinguía por antonomasia, en tanto –señala Paul Kennedy–: “La Guerra Fría bien puede ser recordada, de este modo, como el punto en el cual la fuerza militar, una característica definitoria del “poder” mismo en los cinco siglos últimos, dejo de serlo.”218 Es por ello que súbitamente la “Unión Soviética se vino abajo, después de todo, con sus fuerzas militares, incluso sus recursos nucleares, realmente intactos.”219 Más aún: “Otra escapatoria del determinismo implicaba el descrédito de las dictaduras. […]
A pesar de las derrotas de la Alemania nazi y del Japón imperial, habría sido difícil explicar la primera mitad del siglo xx sin concluir que la historia contemporánea había favorecido la política autoritaria y la economía colectivista.”220 Es decir, esto nos lleva a la percepción histórica de que durante el nacimiento del fascismo la política democrática de los Estados estaba demasiado trillada en sus argumentos, los cuales en apariencia fracasaron ante el primer conflicto mundial y, por ende, en la década de los treinta y cuarenta se inclinaban en las tendencias dictatoriales y nacionalistas como una de las mejores alternativas del desarrollo de un país. 
De forma colateral, en el correr del totalitarismo soviético se empieza a popularizar paulatinamente, con la búsqueda de una economía colectivista tendiente a favorecer a los proletariados, ambición de muchas naciones. Sin embargo, tanto unos como otros fracasarían en sus intentos, dando como resultado final la gestación de los derechos humanos como principal estandarte del Estado de derecho y, por tanto, la revalorización de los principios liberales de la democracia. 
En contraste con lo esperado el comunismo cae irremediablemente por su propio peso con un drama interior reflejado en el disgusto del propio proletariado que clamaba por su libertad civil y política. En esencia, como ordinariamente se expresa, el comunismo no pasaría finalmente el examen, a pesar de sus grandes expectativas, en tanto que: 
Cuando se confrontaban las perversiones del marxismo infligidas por Lenin y Stalin sobre la Unión Soviética y por Mao en China –poner un partido gobernante y un Estado autoritario en el control de lo que se suponía haber sido un proceso automático de la evolución histórica– el efecto fue desacreditar el comunismo, no sólo sobre fundamentos económicos sino también por su fracaso en traer la justicia política y social. Lo mismo que no llegó una nueva guerra mundial, así la revolución mundial prevista tampoco llegó. La Guerra Fría había producido un anacronismo histórico más.221
Entonces, en el momento que el fenómeno de la globalización arremete con vigor, en la década de los ochenta, se da una proliferación de la democratización de los Estados. Quizás esto porque el descrédito de las dictaduras era ilusorio y entonces la Guerra Fría se distinguirá, insospechadamente y por reconocimiento fáctico, como un periodo que genra la ebullición democrática. En esos momentos el rasgo distintivo que favorece este proceder tiene que ver con la libertad y el sufragio ciudadano, donde las elecciones libres en el bloque Occidental mostraron la diferencia ante el no sufragio en el bloque Oriental.
Asimismo, cabe distinguir el aumento significativo en pro de la educación y en donde el interés por el conocimiento brilló como nunca en este ciclo de hostilidades. Cabe advertir, sin embargo, que “…aunque las sociedades instruidas no son siempre sociedades democráticas –la Alemania de Hitler lo reveló– no parece que conforme el pueblo se vuelve más conocedor acerca de sí mismo y del mundo circundante, desee menos tener a otros que le digan cómo vivir su vida.”222
Por último, no debemos olvidar que durante la Guerra Fría ha tenido lugar la aparición de la denominada revolución de la información, que permite el acceso generalizado a la misma. Este drástico cambio que tiene lugar a finales del siglo xx facilitaría el desarrollo y la difusión de la democracia, toda vez que conduce a una transparencia de las acciones ejercidas por el Estado. Así, salen a la luz los secretos y el espionaje que los actores de esta Guerra Fría pretendían ocultar, y que era difícil de clasificar ante la imposibilidad de disfrazar lo que realmente estaba pasando.
En suma, ante estos errores perceptivos presentados, la Guerra Fría romperá definitivamente con el vaticinio de las expectativas esperadas, dando como resultado que esta hermética confrontación haya demostrado que sólo la democracia confiere la consumación de legitimidad.223

10.4. Nueva Guerra Fría
Después de presentar un bosquejo de las causas, consecuencias y absurdos que ha representado la Guerra Fría, se tratarán aquí las señales más relevantes que argumentan el restablecimiento de una Nueva Guerra Fría. Con este propósito, se ha creído esencial enunciar las novedades expresadas en la Cumbre Bienal de la otan, realizadas a mediados de 2016 en Polonia. 
Ésta, tuvo como principal meta la urgencia de establecer los objetivos y los programas estratégicos en busca de la estabilidad del este y sur de Europa, así como establecer soluciones al tema de Afganistán.224 Más aún, se consolida igualmente una importante declaración conjunta entre la ue y la otan, con la participación de funcionarios de esos años, el presidente de ee.uu., Barak Obama, el presidente del Consejo Europeo, Donal Tusk, el presidente de la Comisión Europea, Jean-Claude Juncker y de la alta representante para la política exterior europea, Federica Mogherini. Por tanto, la 28ª Cumbre de la otan ha sido considerada la más importante reunión desde el fin de la Guerra Fría. 
Vale la pena citar aquí las siguientes estrategias adoptadas:
	Lucha contra las amenazas híbridas, en particular mediante la elaboración de procedimientos coordinados.

	Cooperación operativa en el mar y en materia de migración.

	Coordinación en materia de ciberseguridad y ciberdefensa.

	Desarrollo de capacidades de defensa coherentes, complementarias e interoperables.

	Facilitación de una industria de defensa más sólida y de más investigación sobre defensa.

	Incremento de los ejercicios de coordinación.

	Desarrollo de capacidades de defensa y seguridad de los socios del Este y el Sur.225

En consecuencia, las actividades prácticas a realizar asumen el desplazamiento de movimientos militares de carácter estratégico, el cual ha consistido en desplegar cuatro batallones en los países bálticos, incluyendo a Polonia; en donde se llevaran a cabo maniobras de entre 3 mil y 4 mil efectivos; una acción que ha incomodado a Moscú y que, por lo tanto, la otan no deja de temer reacciones inesperadas. 
Asimismo, débase considerar que el problema inicia con la crisis ucraniana: “Rusia entró y salió del país, propició y participó en la invasión y se anexionó Crimea ante la impotente mirada de los aliados y los 28 Estados miembros. La reacción, en forma de tibias sanciones económicas ha dañado, aunque no lo suficiente, y no ha cambiado el terreno de juego; aunque todos lo sabían no se ha logrado articular una respuesta contundente.”226 Por tanto, no es de extrañar que la otan diseñe medidas militares ante la sospecha y amenaza de un intento continuo de recuperación de todas las antiguas repúblicas soviéticas de parte de los rusos. Estos conflictos de lucha territorial, cabe puntualizar, han provocado atentados serios contra los derechos humanos. 
De este modo dan cuenta la serie de expectativas políticas y económicas que ha representado la salida del Reino Unido de la Unión Europea, en cuanto al uso debido del derecho que le asiste como estado miembro, en el artículo 50 del Tratado de la Unión Europea; la amenaza del Estado Islámico que ha propiciado la migración en masa, el desplazamiento de refugiados que atentan contra los derechos humanos y el claro surgimiento del dilema de acciones para el cierre o la fortaleza de las fronteras; los tensos conflictos de relaciones generados por Rusia ante la comunidad internacional, en tanto la pretensión de amenaza política y militarización tendiente a la recuperación de los países independizados de la pasada federación soviética: Estonia, Letonia y Lituania, y el peligro potencial de los territorios de Polonia, Bulgaria y Hungría, todo ello da cuenta de hechos que presagian el preludio de una Nueva Guerra Fría y que, consecuentemente, representan el corolario del giro hacia un nuevo orden internacional. Al respecto Víctor Wilches sostiene:
El nuevo orden internacional en ciernes se caracteriza principalmente por el esfuerzo mancomunado de Rusia y China de constituir un orden mundial multipolar, que se sustente en la política, la diplomacia y el derecho internacional, y en que sea el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas el que dirima las controversias internacionales. Mientras que en el mundo unipolar de ee.uu. impera el unilateralismo y el desprecio a las reglas internacionales. Este decadente orden unipolar capitalista se opone frontalmente a que surja un posible mundo multipolar, aunque éste también sea capitalista.227
Ciertamente, ante la problemática presentada se puede suponer la certidumbre de una época de cambio en los valores occidentales y en los preceptos de la seguridad internacional. Como bien lo señalan los prolegómenos de la Conferencia de Seguridad de Múnich, dirigida por Wolfgang Ischinger, en donde se habla de que “… la seguridad internacional es ahora más frágil que en cualquier otro periodo, tras la Segunda Guerra Mundial. Probablemente, según la tesis principal, el mundo está a un paso de la era postoccidental, es decir, ante el fin del orden mundial liberal dominado por Occidente. Los motivos, […] la débil cohesión de la Unión Europea, el nuevo orden del flujo informativo y la elección de Donald Trump como presidente de Estados Unidos.”228
También se puntualiza que en razón de que Trump haya omitido en su mensaje de investidura los valores de la democracia, los derechos humanos y de libertad, ha dado lugar a un pretendido desprestigio de los valores liberales globales. En particular se insinúa con ello la fuerte tendencia de retroceder a las teorías que dieran origen a la Segunda Guerra Mundial, las cuales tiene que ver –como bien observa– con la desconfianza por la que atraviesa el modelo de sociedad liberal y sus valores fundamentales. Pues enfatiza que ante los últimos acontecimientos de países como Estados Unidos, España y Alemania, entre otros –sobre todo y en referencia a los partidos de ultra derecha–, creen firmemente que un sistema autoritario tiene mejores resultados que la común y sabida democracia. 
Destacan así los claros desafíos a los que se enfrenta la política sobre la seguridad internacional. Según esto, el Informe de Seguridad de Múnich 2017 (msr), pone en la mesa de discusiones el significado que tienen para el mundo “… las crisis por las que atraviesan las democracias liberales, el terrorismo de los grupos yihadistas, las cuestiones territoriales en el Pacífico y el vacío de poder que originaría Estados Unidos si abandonara la estructura de seguridad internacional.”229
 

Conclusiones
Como síntoma concluyente, es evidente que los Estados atraviesan por una situación altamente crítica ante un paquete de desafíos de toda índole, pero los más afectados dentro del ámbito de la política internacional son aquellos que se encuentran en proceso de desarrollo. Asimismo, la injerencia extranjera respaldada por la globalización va desmembrando inevitablemente la capacidad nacional e internacional de los Estados. 
Por otro lado, las organizaciones internacionales creadas para salvaguardar la paz y el desarrollo humano cumplen con sus objetivos utilizando como baluarte no el derecho internacional, sino la libertad absoluta del comercio internacional; fe ciega en los procesos de integración económica y el financiamiento, con desventajas serias para los acreedores. La diplomacia de los Estados por medio de las relaciones internacionales, aparecen infructuosas ante el ímpetu desbordante de la competencia, establecida históricamente entre las grandes potencias por el temor a perder su hegemonía y su eventual debilitamiento. Es obvio que el proceso de mundialización a la apertura global de los mercados, fruto del neoliberalismo, ha sido el instrumento político más adecuado para salvaguardar sus intereses. 
Resta buscar la solución, la búsqueda de una reforma política estatal capaz de resistir los embates y retos internacionales, ya que la política exterior resultaría prácticamente insuficiente por muy elaborada que ésta fuera, ya que está determinada por la fuerza de la globalización. A través de esta exposición he querido destacar la importancia que la política internacional tiene para el Estado para visualizar los problemas internos. 
En virtud de lo anterior, la seguridad debe verse bajo los parámetros de la seguridad internacional y la seguridad nacional, pero desde la perspectiva de la seguridad humana, pues debido a la globalización y a los últimos acontecimientos terroristas acaecidos a principios de este siglo xxi, la seguridad debe tener un solo frente en la colaboración mutua de la comunidad internacional, ya que solamente a través de la unidad en bloques multidimensionales podríamos contar con mayores oportunidades de sortear los obstáculos que presenta la seguridad en sí misma. 
En este sentido, no es aventurado pensar que la presunción de una nueva guerra fría en gestación está presentando nuevos desafíos y dilemas que se ven claramente reflejados en la política interna y externa de los Estado-nación. El mundo está en patente consternación porque nos encontramos ante un estado de transición impredecible, sustentado bajo el concepto de nuevas amenazas, propias de un tercer milenio en camino y esencialmente ante el estancamiento que la civilización occidental está viviendo con la pérdida inevitable de la potestad acostumbrada y privilegiada que distinguía a los Estados en antaño, en correspondencia con la eliminación de fronteras territoriales y en razón de la globalización.
Además, se suma a lo anterior el presagio latente y la pretensión de que el capitalismo ha llegando al final de la cúspide y solo le queda como camino seguir en descenso; es decir, el fenómeno de la globalización ha sido su último reducto militante, pero las consecuencias son más desfavorables que apremiantes. Por otro lado, vemos el dilema de cómo los principios de seguridad nacional de un país como ee.uu, primer mundo en todos sus aspectos, ha llegado hasta el extremo de desatenderse de los derechos de los extranjeros, en aras de la protección de los derechos que considera sólo exclusivos de los nacionales.
Finalmente, la seguridad pública debe atender los intereses tanto de la seguridad privada como de la seguridad social y, sustacialmente como se maneja de forma atinada, de la seguridad humana por excelencia. Pero, según se aprecia, sin olvidar la hegemonía que prevalece en los ulteriores conceptos, a fin de encaminar un resultado que nos aproxime a una resolución sensata.
Por otro lado, la reconstrucción de la seguridad, tanto a nivel nacional como internacional, se encuentra en un proceso de estancamiento debido principalmente a la falta de una teoría actual bien confrontada que sea el arquitecto para el desenlace eficaz. Ahora bien, en cuanto a la seguridad multidimensional, tratada como aquella doctrina que hasta el momento pareciera ser la solución más acertada para América Latina, no ha logrado implementarse con fortuna en la práctica, debido a las tendencias opuestas de las teorías tradicionales que aprueban la fuerza militar y policial como la satisfacción más adecuada; ya que éstas aseguran el temor de que la soberanía de los Estados está en riesgo cada vez más.
En este sentido, es importante acrecentar los estudios al respecto, en donde se encuentre la llave apropiada para, por un lado, salvaguardar la soberanía de los Estados, evitando que éstos sean recriminados ante la comunidad internacional, al atentar omitir la protección de los Derechos Humanos al regular oportunamente el proceso de sus acciones militares y, por el otro, propiciando al máximo una seguridad multidimensional, basada en el perímetro de la educación. 
Pero a lo anterior hay que atender la propuesta, en el mejor de los casos: descollar una nueva teoría de seguridad en que todas las disciplinas entren en juego para poder soportar los mecanismos del concepto de una nueva economía sustentada en la globalización, la pobreza, crisis económica, desempleo, valores económicos independientes, empleo formal e informal, nuevos conceptos del poder militar, tanto nacional como internacional; en fin, adaptarse preventivamente con ella a un nuevo mundo que parece inasible y que se evapora por una nueva economía y una cibernética que se desborda de manera desafiante.
Al parecer es apremiante conciliar una unidad internacional, volver a desenterrar los valores éticos y hermanarlos, de alguna forma, con los procesos económicos en el margen de una cuarta revolución industrial cimentada en la información y la tecnología. El desafío indiscutiblemente es enorme, ya que la humanidad se encuentra en una posición tan desarrollada pero, al mismo tiempo, tan llena de vicios que los caminos se estrechan y las salidas se bifurcan. Es así que, el desarrollo de la educación de valores, en todos sus aspectos y niveles de difusión, surgen como el eslabón que ataría con firmeza, en el futuro incierto, una salida afortunada.
A manera de conclusión, cabe resaltar que tanto la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, como el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (pidcp), no relacionan el derecho al voto acorde con la afiliación a partidos políticos, sino en el entendido de que la norma deviene directamente de los derechos de reunión y asociación, como bien se ha definido en la sección 4 dedicada a la tutela nacional e internacional del sufragio universal.
De igual manera, es importante concluir que la categoría civil y la categoría política de los pidcp se ha fusionado finalmente en disciplinas unitarias, eso en el marco convencional a escala internacional; mientras que a escala regional se identifica la solidaridad enunciada en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales de 1950 (Convención Europea de Derechos Humanos). En resumen, el derecho al voto representa el grado y el reflejo sine qua non de la democracia de cualquier país, en el entendido de que, a través de él se ve manifiesta la voluntad del pueblo y, consecuentemente, en razón de que los Estados tienen el derecho inalienable de determinar su propio régimen político, económico, social y cultural. 
Por tanto, se puede deducir que los derechos civiles y políticos son la parte esencial de un Estado de derecho, en tanto que permiten calibrar el grado de democracia sustentado en el respeto y protección de los denominados derechos de libertad. En este sentido, la historia ha demostrado justamente que los países totalitarios han sido inclinados a no respetar dichos derechos, en tanto que a la política de estos Estados no les interesan los derechos individuales de las personas, sino el de los grupos sociales de individuos o colectivos. 
Un claro ejemplo de esta situación la podemos detectar en el caso que presenta en la actualidad Venezuela, en donde se ha observado que se atenta indiscriminadamente en contra de los derechos aquí tratados. En cuanto a la libertad de expresión se puede observar que ha sido prácticamente inhibida y en consecuencia amordazada en la región. En tal caso, el Estado ha sido incapaz de superar esta crisis de impunidad manifiesta que, unida a la escrupulosidad fiel de los comicios electorales, es la esencia para el desarrollo sostenible y la democracia en la región, sobre todo en los tiempos por los que atraviesan los Estados de América Latina en relación con los desafíos que los cambios radicales presenta el siglo xxi en el desarrollo de la tecnología, la cibernética y los medios de comunicación a escala mundial, entre otros aspectos.
Respecto a lo anterior, es necesario considerar y reconocer que el sistema imperante del gobierno mexicano se ha ido conformando en todo momento sin dejar de ser sensible y comprometido respecto de la historia nacional, regional e universal, básicamente con la visión política de salvaguardar, no sin creces y acciones erróneas, las tres distintivas fragmentaciones independientes de la división de poderes del régimen de la soberanía estatal mexicana, a partir principalmente de la Constitución de 1917–como un periodo sustancial y significativo del Estado mexicano–, en donde se ha tratado que la independencia del poder legislativo, judicial y ejecutivo no sea ficticio, como lo fuera en la Constitución de 1857. 
Por otro lado, se puede inferir que la civilización occidental se ha inclinado en defender la dignidad del ser humano a través de establecimiento de la paz en el mundo, principalmente ante los conflictos universales por los que ha atravesado la humanidad en el siglo pasado. Primero, con la instalación de la monarquía constitucional; segundo, con la doctrina económica liberal de la burguesía; y tercera, con la Declaración Universal de los Derechos Humanos; en donde esta última finalmente irradia y lidera por excelencia en mayor o menor grado en todos los Estados-Nación a nivel universal. 
Pero debemos reconocer que evidentemente la Nación mexicana no ha dejado de estar envuelta en una profunda crisis, a tal grado que bien podríamos llamar, utilizando el concepto de la ciencia económica, Estado en recesión, devenida esencialmente al caer éste en la atractiva tentación de la corrupción, tanto política como económica. 
Más aún, fuera de este campo, otras limitaciones interdisciplinarias hacen su aparición, que es pertinente mencionar aquí a manera de reflexión y respecto de la influencia colateral que ello ha tenido en el sistema jurídico mexicano dentro del perímetro específico del saber jurídico y filosófico. Éstas tienen que ver concretamente con la visión sustancial de los límites de la ley basada en el concepto de la doctrina jurisprudencial. Primero, con la limitación legislativa mexicana enmarcada en el principio de justicia consuetudinaria por influencia de los Estados Unidos, y que fuera sustentada en la sentencia Marbury vs Madison por el juez Marshall, en 1803. Enseguida, en el ámbito del continente europeo continental, en lo concerniente al desarrollo jurídico constitucional sin precedentes en este campo, y que tiene que ver con la decisión de los procesos de integración regional de Europa, en crear un sistema de unión federal a igual distancia que la forjada en los Estados Unidos de América, cosa que nos limita en relación con los tratados de integración política de América Latina. Si bien, en el caso de la Unión Europea, fuertemente controvertido en lo tocante al procedimiento como sistema para los efectos del control de la constitucionalidad de las leyes por medio de un Tribunal Constitucional, empero con buen recibimiento, incluso como modelo, en algunos Estados latinoamericanos.
En este sentido, en aras de precisión respecto de la atribución del poder de constitucionalidad atribuido a un organismo nuevo y fuera de los tres poderes clásicos: búsqueda y fin de unir una comunidad europea de diversas culturas e idiomas, a pesar de pertenecer a una misma región continental y fundamentalmente fundadora de los principios de una civilización occidental que, sin embargo, a estas alturas los Estados han estado personificados como independientes y en evidentes rasgos de claro nacionalismo.
Estamos hablando de lo concerniente a la correcta mediación de la constitucionalidad de una ley a través de la formación del Tribunal de Justicia Europeo, que pese a ser un “cuasi-cuarto” poder orgánico, es la solución europea formal en este campo; pero que indiscutiblemente contraviene, por otro lado, con la división clásica de los poderes estatales, definida, histórica y legalmente, como tripartita; es decir, nace como consecuencia de la política de la comunidad europea, con la noble intención de proteger los valores de la misma, en donde –como un detalle sintomático– la configuración de una Constitución única ha fracasado. 
A pesar de esta situación cuestionable, lo sobresaliente es que haya dispuesto poner en las manos de esta organización la más alta hegemonía respecto del control de la constitucionalidad de la leyes que, en última instancia, va más allá de la división de poderes tradicionales. Comprometido a salvaguardar los principios de la constitucionalidad ante el poder legislativo, judicial y ejecutivo; pero ante todo nace como una solución que se ha juzgado apropiada ante los datos de la configuración histórica de la Unión Europea, devenida de una comunidad de Estados europeos culturalmente semejantes pero, sobre todo, ante la diversidad de sus miembros políticamente diversos y establecidos constitucionalmente con base en procesos de regímenes diversos. Valga esta exposición para visualizar cómo los procesos de integración regional han sugerido una posición política y económica para alcanzar mayor seguridad internacional.
No se puede dejar de lado otro acontecimiento legislativo de igual envergadura a la Reforma Penal y de la Reforma en materia de derechos humanos, que tienen por definición especulativa las llamadas reformas estructurales; es decir, a pesar de que éstas tienen como fundamento un estudio económico de lo más serio a nivel internacional y en intrínseca colaboración con las expectativas económicas de la nación mexicana, no deja de soslayarse que su principal motor tiene serios tintes políticos que abanderan y rigen fundamentalmente su lanzamiento, a diferencia de las anteriores. No obstante, a cierta distancia y modo tienen como objetivo avivar el desarrollo económico del país, si eliminamos eficientemente lo que los especialistas no dejan de repetir respecto de la disposición en la que el gobierno en curso esté dispuesto a erradicar, en los altos cargos, la corrupción generada por un porcentaje grave de impunidad.
Cabe decir que las reformas derivadas del Pacto por México presuponen el resultado de un proceso de experiencias acontecidas a partir de los años ochentas y catapultadas por los acontecimientos de transición económica de la década anterior, como a bien se ha expuesto en el contenido de este escrito. En este sentido, la ocde funge como un foro donde los Estados pueden hacer partícipe sus experiencias y, ante todo, explorar soluciones análogas a los problemas y situaciones específicas que conllevan la necesidad de un cambio estructural, ya sea económico, social e incluso ambiental. 
Es por ello que se ha considerado conveniente, y de vital importancia, plasmar y resumir algunas de sus ideas, así como el análisis de los pronósticos de las tendencias que esta organización internacional asume como esenciales para el desarrollo sostenible de México, esto con la percepción de prevenir que al menos ésta y la línea generacional posterior serán los mártires que llevarán la carga y el compromiso que representan la implementación de dichas reformas, pero que es indudable tal reto hará madurar sobradamente al pueblo mexicano ceñido a una era de cambios transcendentales de derechos humanos, globalización y tecnología, dentro de algunas de las interrogantes de los albores del tercer milenio.
Ciertamente el famoso Consenso de Washington ha tenido para México una influencia sustancial o al menos referencial para la directriz de su política económica, pues el conjunto de sus fórmulas han sido constituidas como un paquete de reformas modelo dirigido hacia aquellos países en desarrollo que se han visto castigados periódicamente por diversas crisis; y que se sustenta de forma esencial en el campo de la estabilización macroeconómica, la liberación económica, la expansión del mercado dentro de la economía nacional, disciplina en la política fiscal, reforma tributaria, privatización de la empresas estatales, liberalización de las barreras a la inversión extranjera directa, la desregulación: derogación de regulaciones que impidan acceso al mercado o delimiten la competencia, entre otras. 
Lo anterior no deja al azar que las reformas que nos ocupan tengan un ligero tinte de neoliberalismo, mismo que ha promovido los países desarrollados, pero que al mismo tiempo han tenido una mala experiencia para su consagración, como la crisis económica del 2008, en donde sus efectos abarcaran hasta el 2013.
Es por ello que, sin ánimo de alarma y en el entendido que las renovaciones son necesarias, sobre todo en los casos de la informalidad del trabajo, la exclusividad en el sector de las telecomunicaciones y la necesidad de un seguro de desempleo y pensión universal, así como la eliminación de la evasión fiscal, es importante no desatender las recomendaciones del ocde para el buen éxito de tales mejoras, las cuales deberían ser atendidas con mucha diligencia acerca de las acciones firmes que el gobierno adopte para enmendar el recelo del Estado de derecho y la actitud decidida de impugnar por la erradicación de la corrupción en todas y cada una de las esferas del Estado, pero de igual manera en la cultura de la sociedad mexicana a través de la educación; fortalecer el manejo de las instituciones judiciales y comprometerse con el desafío de los problemas de la seguridad que a toda sociedad concierne y que, indudablemente, cualesquiera de ellas no han estado eximidas a tan encomiada empresa.
Por último, es evidente que el artículo no ha tenido la espacio de abarcar todas y cada una de las llamadas reformas estructurales; sin embargo, valga a manera de dispensa citar brevemente aquí otras correcciones regulatorias que favorecen en esencia el fomento al estímulo de la innovación, a la reducción y regulación del sector del trabajo informal en la Ley de Reforma Laboral de finales de 2012, así como las reformas emprendidas por el gobierno relativas al sistema judicial, en donde se observa el punto más susceptible de corrupción y la debilidad estructural en la fuerza policiaca.
Se deben mencionar, asimismo, aquellas reformas a la Constitución de 2013 que dimanan en la Ley General de Educación, la nueva Ley General del Servicio Profesional Docente y la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. Es más, los pronósticos predicen que la reforma educativa será el arma más poderosa para promover el crecimiento. No obstante, se necesita para ello mejorar colateralmente la asistencia médica, la cual indirectamente incide en mayores rendimientos de la enseñanza-aprendizaje y, congruentemente, en el fortalecimiento integral del sistema educativo.
A estas alturas estamos conscientes de que la reforma penal en México no es aislada ni personalizada, se presenta fundamentalmente como resultado de los desafíos y experiencias que observa la comunidad mundial. Es decir, por un lado, ante la evidencia natural de las amenazas comunes y particulares de América Latina y, por el otro, ante la experiencia de los acontecimientos internacionales ocurridos en la pasada década en ee.uu. (2001), Madrid (2004) y Londres (2005).
Lo anterior, es consecuencia directa de que el nuevo milenio acarree un nuevo panorama basado en la revolución tecnológica que ha favorecido el blanqueo de activos y la transición de una nueva manera de pensar en todos los aspectos, incluyendo el terrorismo y el narcotráfico, a tan gran escala que aparentan ser irremediables de por sí pero, sobre todo si se suman a ellos la presencia innegable –en casi todos los estratos sociales– de la deshonestidad, el soborno y la defraudación. 
Lo anterior, naturalmente ha impulsado a que los Estados –no sin la presión social manifiesta–hayan sido requeridos en la tarea de la búsqueda de un camino que ofrezca un mundo más seguro para todos. La ley, pero sobre todo la manera separada de acusar, defender y sentenciar de manera oral, surge como un antídoto ya comprobable por otros Estados-nación, que asegura la justicia, fomenta la creación y la justa corrección de normas, gracias al margen que se le abre a la jurisprudencia, y que el mismo sistema procesal favorece.
Asimismo, como consecuencia obligada, la economía será favorecida toda vez que se cumple el ámbito de la seguridad multidimensional, la cual compromete el bienestar de la población y la estabilidad del Estado al garantizar los recursos económicos para su desarrollo. Es decir, se trata de resaltar que una vez implementados los principios orales del procedimiento procesal acusatorio en la sociedad, la seguridad pública será más eficiente y por ende una economía creciente y estable. Además, llevará consigo un desarrollo humano que permitirá ascender un escalón más alto en el concepto amplio de desarrollo, es decir, en la medida de la tasa de crecimiento económico (pib y pib per cápita) sumado al del incremento sustentable de la calidad humana (idh), misma que sustenta como resultado inmediato el cuidado óptimo de la seguridad humana.
Ahora bien, percibiendo la incuestionable ituación de que el marco de la seguridad se ha expandido en conexión con los nuevos fenómenos que imponen el cambio climático y las migraciones masivas, se puede tener una visión completa y un diagnóstico más claro de la dimensión panorámica y el campo de acción que representa la lucha por la seguridad y sus diferentes ramas de operación en el inestable siglo xxi.
En este sentido, se distingue que la única elección afortunada ante la seguridad es luchar por un Estado de derecho más eficiente y acorde con los nuevos desafíos que presentan las transformaciones globales. Es claro que a todos nos compromete –Estado y sociedad civil– la búsqueda y la esperanza de que la nación mexicana fortifique una transformación que nos lleve a la paz y a un desarrollo sostenible. De este modo, se facilita una democracia efectiva y una aplicación real de derecho internacional de los derechos humanos. Por tanto, resulta esencial que las reformas implementadas por el gobierno tengan como objetivo fundamental cuidar uno de los principios esenciales para la realización real de todo proyecto, ya sea económico, político o social: la aplicación de las normas jurídicas formuladas en dichas enmiendas. Este hecho suma un desafío, que aunado a los que corresponden a la seguridad humana, pública e internacional, tendrán indiscutiblemente una influencia determinante en la calidad futura de la vida de la sociedad mexicana, en el sombrío panorama de la seguridad. 
Sin embargo, debemos ser concientes de que las políticas que generan las reformas en un país no son la solución inmediata a los problemas de seguridad, si no se toma en cuenta lo que se expresado, que si no se combate la corrupción con eficacia, la arrogancia de la impunidad seguirá imponiéndose y generando a la postre un sistema de opresión que a pocos beneficia, pero que ciertamente irá paulatinamente contaminando a toda la sociedad en general. 
En ese sentido, es pertinente manifestar que subsiste la sospecha y la pretensión manifiesta de que la solución a nuestros problemas sociales se pudieran resolver tan solo con el mandato de una reforma constitucional, sin tomar en cuenta, con rigor de procedimiento, aquellas prerrogativas necesarias de un sondeo nacional y análisis profundo que confirme su eficacia previo a su mandato. Por ello se alerta que “la falta de realización de un diagnóstico supone, como lo sugieren algunos autores, un punto débil de la reforma; dicha omisión permite que sus criterios, con buenas razones, se pregunten si en efecto la respuesta adecuada a la inseguridad pública, a la impunidad, al mal funcionamiento general de la justicia penal, se tenía que resolver partiendo de una reforma constitucional”.230
Evidentemente, no se debe perder de vista que, con seguridad existieron elementos que dieron forma y sustento a esta decisión perentoria, por lo que se da el espacio para reflexionar en la creencia de que surgiera inclinada por un requerimiento social del estado alarmante que no concedía un consenso abierto en detrimento de una demora política, ante la impaciencia de una realidad penal tambaleante que era a todas luces insostenible. 
Cabe destacar, a propósito, dos sucesos que evidencian la primacía de tal conjetura: la primera, definida por las reacciones legislativas penales a nivel constitucional antecedida por algunos Estados-nación de América Latina –no deja de ser sintomática la reacción a favor de un cambio penal aparentemente conjunto y similar que nos identifica como región–; la segunda, impulsada por aquellos estados de la república mexicana que se movían en tal dirección; pudiendo agregar un tercero, tal vez el de mayor peso: la persuasión del consenso unilateral de la comunidad internacional en atender la tutela de los derechos humanos internacionales, que ha sido la parte coyuntural, activando y modificando, sin alternativa secundaria, la estructura del sistema de justicia penal en naciones que privilegian salvaguardar su democracia y de un estado de derecho en recelo. 
Por otro lado, se presagia también que los llamados juicios orales tendrán una respuesta directa y afortunada, sólo en relación con los casos menos complicados, es decir, no así referente a la delincuencia organizada, ya que ésta engloba otros parámetros específicos y sensibles, como el llamado “régimen de excepción”. Y es aquí donde vendría muy bien un estudio previo evaluativo, ya que es la problemática más sensible que presenta hoy la sociedad mexicana, y que tiene que ver con la política del Estado y vinculada fuertemente con la afectación de los derechos humanos fundamentales. No obstante, la reforma penal en este sentido aborda de principio al menos dos aspectos distintivos en el tratamiento de la delincuencia: la delincuencia común y la delincuencia organizada. 
Si a esto sumamos que en el contexto de la seguridad internacional los debates ideológicos que dieran origen a la Guerra Fría durante la postguerra, frente a los acontecimientos recientes, sin duda siguen teniendo actualidad. Por tanto, se intentará concluir que esta vigencia ha dado margen a la factibilidad de una Nueva Guerra Fría en el siglo xxi, que definitivamente empeora los proyectos a favor de la seguridad en todos sus campos de acción, toda vez que en la coyuntura de una época de cambio en el presente milenio –y no un cambio de época–, ha ido mermando la hegemonía de los ee.uu., y traído el surgimiento de un dominio multipolar sustentado en el naciente poder nuclear y económico de nuevas naciones. 
De tal manera que, se abre la oportunidad al derrocamiento del viejo orden mundial, y se predestina así un campo fértil o la conveniencia para la operación ilimitada de restructuración, vigencia o renuncia de convenios bilaterales y multilaterales dentro de la especulación que ofrece la integración económica, enmarcado en el fenómeno de globalización y en el contexto de lo que genera el poder de la información del llamado ‘cuarto’ y ‘quinto poder’ (los medios de comunicación y el internet). 
Más aún, cabe decir que contrario a lo esperado, y durante el caminar de aquel conflicto específico que define la Guerra Fría, ha sido manifiesto el desarrollo a favor de los derechos humanos. A tal grado y hecho que, las naciones en choque llegaran a plantearse la necesidad de fortalecer el endeble carácter declarativo de aquellos y convertirlos en leyes vinculantes a través de la creación de pactos de naturaleza específica a los tratados. En tanto que, en lo tocante a la decisión de división de derechos –pidcp y pidesc–, fragmentación opuesta a la propuesta original que pretendía englobar a todos los derechos en uno, define y deja sentir la inclinación ideológica de los países que han mantenido características ideológicas comunes, toda vez que los bloques establecidos debían luchar, si bien en una contienda diplomática, a fin de proteger los derechos humanos que favorecieran su inclinación política, económica y cultural. Ante tal postura, los derechos considerados de ‘libertad’ –clasificados comúnmente como de primera generación, errónea o justificadamente– serán privilegiados por el bloque capitalista, mientras que los derechos estimados como obligaciones de deuda –de segunda generación– serán protegidos por los países comunistas.
De igual manera, y por añadidura, la migración de refugiados en masa y el aumento del terrorismo indiscriminado, así como el fundamentalismo de Irán, el expansionismo ruso y la creciente divulgación de fake news –noticias falsas–, que suponen un desafío para el debate público, han dado margen al fortalecimiento pretencioso de los partidos de ultra derecha y, colateralmente, a un amplio riesgo de quiebre y desestabilización de la Unión Europea (ue).
Lo anterior, al parecer originó sucesos políticos regionales de envergadura sin igual, como la salida del Reino Unido de la ue, bautizado con el acrónimo de Brexit, así como el retiro de los Estados Unidos del Acuerdo Transpacífico o tpp, del 23 de enero de 2017. Sin olvidar, en este sentido, la amenaza contingente de la eventual renegociación del Tratado de Libre Comercio (tlc) –incluyendo la deportación de inmigrantes– que en conjunto pudieran crear tensiones o desventajas en perjuicio de las relaciones internacionales entre ee.uu. y México, por citar sólo algunas de sus secuelas.
Por tanto, ello ha ido restableciendo la aprobación e inclinación a las aspiraciones globales de diversos bloques, ya sea por el sustento de la seguridad ideológica y de estratégica de dominio entre antiguos y nuevos enemigos, o bien –vayamos más lejos– porque el Estado liberal –capitalismo– y sus valores fundamentales se encuentra en crisis.
De tal suerte que pudiera ser similar –si bien bajo otros parámetros, y sin tal deseo– a la experiencia acontecida de la caída del Estado social –comunismo– en donde finalmente y en el presente siglo los conflictos de lucha territorial y geopolítica promovida han provocado inevitablemente atentados contra los derechos humanos. Rusia desea recuperar sus antiguas regiones soviéticas, a favor de la recuperación de la ideología comunista autoritaria y dictatorial, empero los Estados Unidos luchan por recuperar la hegemonía mundial en el contexto de la doctrina del realismo político, y con el parapeto de una democracia desacreditada incluso en su propia nación, ante las actitudes extremas del partido republicano de los ee.uu., y el dolor de no aceptar que todo imperio tiene su derrocamiento cuando se inclina de manera arrogante en detrimento del desarrollo de los Estados menores.
Al parecer, paradójicamente, el líder mundial en la protección del Estado Liberal en el nuevo orden mundial se vislumbra renovado en la Unión Europea, y fuera de ésta en el Reino Unido.
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